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7

Presentación

El Ayuntamiento de Guadalajara, la ciudad capital del estado de Jalisco, tiene dos áreas 
de administración responsables de atender las quejas ciudadanas en contra de los actos 
irregulares de la policía municipal: la Dirección de Asuntos Internos (dai) y la Comisión 
de Honor y Justicia (chj). La primera es la encargada de recibir las quejas e investigarlas; 
la segunda determina la sanción respectiva, con base en las indagaciones de la Dirección, 
si lo considera conducente.

La dai tiene el compromiso de integrar los expedientes y las estadísticas relacionadas 
con las quejas: número y tipo, policías involucrados, denuncias fundadas, etcétera. Tam-
bién está obligada institucionalmente a realizar los estudios que orienten al municipio en 
la toma de decisiones en esta materia. Cuenta con una página de la Internet, mediante la 
cual informa los avances o retrocesos en los procesos que maneja, a partir de los datos de 
los expedientes y sus propias estadísticas. 

En su tarea de organizar la información relativa a la corrupción, el Ayuntamiento re-
curre a un sistema de clasificación en el que establece las características que deben tener 
los actos irregulares y los distintos tipos en los que se registrarán. 

Ya que dicho sistema de clasificación debe ser una herramienta útil para identificar, 
diferenciar y cuantificar los distintos tipos de irregularidades denunciadas por la ciudada-
nía para que sean investigadas y, en su caso, sancionadas, éste se basa en la unificación de 
los distintos tipos o categorías que lo componen. De tal forma, el sistema aporta los crite-
rios para discernir entre los actos que deben ser registrados y los que no. Para tal propósito 
incluye un abanico de categorías para registrar los actos irregulares de la policía municipal 
denunciados por los ciudadanos. Al desagregar el concepto general (lo que se entiende 
por falta, corrupción o abuso) en distintas categorías o tipos, permite detectar los tipos 
que existen y cuáles son los más frecuentes. Con esta información se puede obtener un 
perfil de la conducta irregular de la policía y saber cuáles son los actos que más perjudican 
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8	 El sistema de clasificación: caja negra de la corrupción policial

sus funciones; es de gran valía para detectar los puntos más vulnerables, donde las auto-
ridades deben intervenir. Las estadísticas que produce el sistema de clasificación son el 
punto de partida, la materia prima, para desarrollar estudios que detecten las condiciones 
que estimulan o inhiben la proliferación de actos irregulares. Pueden ser también un indi-
cador para evaluar los resultados y el efecto de las políticas públicas y las reformas institu-
cionales diseñadas para combatir la corrupción.

El objeto de estudio de esta investigación es el sistema de clasificación de los actos 
irregulares de la policía municipal de Guadalajara. El objetivo es saber si tal sistema es útil, 
si cumple con su función de aportar información para conocer las características y la mag-
nitud de la corrupción de la policía. La importancia de tener un sistema de clasificación 
efectivo es una cuestión de trascendencia práctica, porque el conocimiento de las carac-
terísticas de la corrupción policial y la frecuencia de ésta dependen de cómo se registra, 
de cómo, siguiendo las pautas del sistema de clasificación, se eligen los actos que deben 
registrarse y cuáles excluir, y en qué tipo o categoría se contabilizarán. Si los criterios son 
incorrectos o incompletos, el conocimiento acerca del tema o problema registrado y clasi-
ficado, también será deficiente y proporcionará información distorsionada. Así pues, para 
cumplir con sus funciones, debe reunir requisitos que Chisholm (1989: 162) sintetiza en 
la noción de comprehensividad, y que Bunge desglosa en diez puntos.

En el caso de los actos irregulares de la policía, el sistema será exhaustivo, si todos los 
actos —o por lo menos los más importantes—, pueden ser ubicados en alguna de sus ca-
tegorías. El cumplimiento de esta condición es indispensable para que abarque todas las 
modalidades en que el problema se manifiesta. De esta manera se garantiza que el registro 
y, en consecuencia, la información que genera sean completos. 

Las categorías serán mutuamente excluyentes si sus definiciones aseguran que un 
acto irregular pertenezca exclusivamente a una sola. Para ello, la clasificación debe esta-
blecer una diferencia real entre los actos de una categoría respecto a los de otra, y regis-
trarlos única y exclusivamente en la que los defina con exactitud. Se evitará así un registro 
erróneo que produzca información distorsionada acerca de las características y magni-
tud de actos irregulares. En otras palabras, es de gran trascendencia para el conocimiento 
objetivo de las conductas irregulares de los agentes de seguridad, que el sistema de clasi-
ficación sea comprehensivo, con una conceptualización clara y precisa que abarque los ac-
tos que se desea registrar y permita deslindarlos de aquellos que no deben ser incluidos 
en el registro, ni ser investigados y castigados. Una segunda característica, también fun-
damental, es que el sistema contemple una tipificación o categorización de las diversas 
conductas irregulares que evite confusiones, la duplicidad en el registro, y que al mismo 
tiempo encuadre, si no todos, sí la gran mayoría de los más relevantes, por su gravedad 
y recurrencia. Sin estas características, que Bunge retoma y detalla en los diez requisitos 
que serán expuestos en el Capítulo ii, es imposible que el sistema de clasificación de las 
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quejas ciudadanas cumpla con su función y razón de existir: ser una herramienta institu-
cional eficaz para sancionar las irregularidades, y generar las estadísticas y los datos em-
píricos que permitan conocer las particularidades y la magnitud de la conducta irregular 
de la policía de Guadalajara. 

En síntesis, la finalidad de mi investigación es saber si el sistema de clasificación 
cumple con las condiciones para ser válido. Será necesario analizar si es comprehensi-
vo y si tiene una conceptualización y una categorización adecuadas. El cumplimiento de 
estas condiciones garantizará, según el modelo que utilizaré, que la clasificación aporte 
su función de economía cognitiva. Es decir, que mediante la presentación de sus resul-
tados, quien vea la información pueda darse una idea clara del comportamiento policial 
sin tener que recurrir a cada una de las quejas presentadas contra la policía. La economía 
cognitiva consistirá, básicamente, en que bastará saber la categoría a la que pertenece 
una irregularidad, para conocer en qué consiste. El proceso de conocimiento es menor, 
para tener una idea fundamentada sobre la conducta de los policías, por ejemplo, será 
suficiente con identificar los tipos de irregularidades (categorías) por ellos cometidas y la 
frecuencia con que lo hicieron.

La hipótesis que guió mi investigación es que el sistema de clasificación no cumple 
con su función porque no es comprehensivo; y la conclusión es que el incumplimiento de 
esa condición está originado por la ambigüedad y la contradicción que existe en la delimi-
tación del concepto general y por errores en la construcción y la definición de las catego-
rías. Esta ambigüedad manifiesta en el uso indistinto de nociones como falta, corrupción 
y abuso, conceptos que tienen diferentes significados, que impiden clasificar con exacti-
tud y ello altera las características y el número de categorías en que se registrarán las que-
jas. En el momento de hacer el registro, la elección del concepto debe ser precisa, pues de 
lo contrario se generaría una ampliación o una restricción del tipo y el número de actos 
irregulares que se deben registrar, medir, investigar y, de ser pertinente, sancionar. Un sis-
tema de registro depende del concepto o del objeto para el que se desea establecer catego-
rías. La calidad de la información (objetividad, imparcialidad) generada por ese sistema 
está, a su vez, determinada por el conjunto de categorías en que tal concepto se dividida. 
Si el sistema de clasificación es deficiente o incompleto, la información o el conocimiento 
que de él se obtenga, lo reflejará. 

En el caso de las categorías son tres los errores más graves que se cometen: 1) presen-
tar como categorías términos que por su generalidad y mayor abstracción corresponden 
al rango de los conceptos; 2) formulación imprecisa de categorías, que no permite defi-
nir con claridad cuáles actos deben ser registrados en ellas; y 3) presencia de categorías 
que contemplan conductas ajenas al concepto general, es decir, que se refieren a com-
portamientos que no contravienen las funciones de la policía y, por tanto, no correspon-
den a lo que explícitamente se quiere clasificar y conocer. 

Rodriguez_Banda_finas.indd   9 19/11/08   14:59:08

© Flacso México



10	 El sistema de clasificación: caja negra de la corrupción policial

Tanto la confusión conceptual como los problemas en la definición del nivel de las 
categorías son las causas de que el sistema de clasificación incumpla con los criterios de 
la comprehensividad. Como consecuencia, la información generada con base en ese mo-
delo de clasificación presenta una imagen distorsionada de la conducta del cuerpo de se-
guridad del Ayuntamiento, a la vez que deja de ser un sistema de clasificación útil para 
conocer los actos irregulares. 

Para demostrar la hipótesis y llegar a las conclusiones antes descritas, se desarrolló la 
investigación en dos campos o dimensiones. Primero se analizó el reglamento orgánico 
municipal, en particular el apartado relacionado con la actuación irregular de los elemen-
tos de seguridad, el artículo 13. Éste fue un estudio de coherencia y lógica interna; por 
decirlo de alguna manera, un análisis del sistema en “frío”, sin examinar los resultados de 
su aplicación concreta a los actos irregulares reales denunciados, que permitiera revisar 
cómo funciona en la práctica. El objetivo fue conocer las características de la clasificación 
vigente en el Ayuntamiento de Guadalajara, detectar en qué medida reúne las caracterís-
ticas de comprehensividad y determinar si el concepto global y sus categorías lo corrobo-
ran. No fue posible realizar un estudio completo del sistema vigente en la normatividad 
del Ayuntamiento que abarcara el diseño institucional y su instrumentación, como era la 
intención inicial, porque la clasificación utilizada para registrar y organizar los actos irre-
gulares cometidos en el año 2003 es diferente a la sancionada. Por esta razón se decidió 
efectuar el análisis del sistema aplicado en ese año. Para ello se realizó el estudio de los ex-
pedientes de las quejas presentadas, con la intención de dilucidar cuál fue el sistema y cuá-
les las categorías usadas para registrar esas denuncias ciudadanas, así como para conocer 
cómo se aplicó y en qué medida cumplía con sus funciones y objetivos. 

En esta misma dirección, para ilustrar mejor las fortalezas y las debilidades de dicho 
sistema, también se realizó un ejercicio de comparación con una clasificación denomi-
nada “alternativa”. Para ello se clasificó y se registró una misma muestra de quejas ciu-
dadanas en dos sistemas distintos: el usado por el Ayuntamiento en 2003 y el llamado 
“Alternativa”, por mí propuesto. El objetivo de este ejercicio no es presentar un sistema 
acabado de clasificación, ni hacer una comparación completa y exhaustiva sino, sobre 
todo, hacer más evidentes los pros y contras del sistema utilizado por el Ayuntamiento. 
Asimismo, hacer evidente que la información y el diagnóstico que se derivan de ella, de-
penden en gran medida del sistema de clasificación que se use para registrar las quejas. 

Los resultados del trabajo de investigación se exponen en cuatro capítulos. En el 
primero se especifica la función del cuerpo policíaco, para contextualizar y tener un pa-
drón de referencia que permita ubicar cuándo un policía comete un acto irregular (co-
rrupción, abuso o falta), que atente contra las obligaciones posicionales del cuerpo de 
seguridad. En el capítulo segundo se exponen las conceptualizaciones del sistema de cla-
sificación: concepto general, categorías, comprehensividad, economía cognitiva y demás 

Rodriguez_Banda_finas.indd   10 19/11/08   14:59:08

Derechos reservados



Presentación	 11

herramientas conceptuales del modelo teórico utilizado en la investigación. En el tercero 
se desarrolla el análisis del sistema establecido en la norma en el artículo 13 del reglamento 
municipal. Se presentan los argumentos probatorios de la ambigüedad en la conceptuali-
zación del problema por clasificar que tiene el método sancionado legalmente. También 
se exponen los diversos significados de los términos y las repercusiones prácticas que 
resultan de la elección de uno u otro de los conceptos: falta, abuso, y acto de corrupción. 
Son revisadas las limitaciones y equivocaciones en la definición de las categorías descri-
tas en el artículo mencionado.

En el capítulo iv se aborda el estudio de la clasificación aplicada en 2003, y dado 
que se presentan las mismas deficiencias detectadas en la clasificación del artículo 13, 
se concentra el análisis en la definición de las categorías de la clasificación de facto. Se 
exponen los resultados del ejercicio de comparación ya comentado, así como las con-
clusiones generales de la investigación y se sugieren líneas de trabajo para continuar es-
tudiando el tema. 

La relevancia de un estudio que abone al conocimiento del desempeño policial y de 
la situación institucional que lo condiciona, tiene su razón en la percepción social generali-
zada de inseguridad y en la desconfianza de la ciudadanía en la policía. Tradicionalmen-
te, las policías en México han sido vistas como organizaciones corruptas. Los medios de 
comunicación, los estudios de opinión y los académicos, coinciden en señalar la ineficacia 
de estos cuerpos como garantes de la seguridad pública, su recurrente participación en la 
comisión de delitos y en las redes de crimen organizado. La Tercera Encuesta Nacional So-
bre la Inseguridad, realizada en el año 2005 por el Instituto Ciudadano de Estudios Sobre 
la Inseguridad (icesi, 2005), refleja la gravedad de la problemática de corrupción en que 
está inmersa la policía de México. En general, siete de cada diez ciudadanos tienen poca 
o ninguna confianza en la policía. La propia encuesta informa que los oficiales de policía 
han solicitado paga ilegal a una de cada diez personas. El ciudadano siente que no sólo 
debe defenderse de la delincuencia sino también de la policía, y esta percepción no es in-
fundada. Según la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (cedhj), estado 
en que se realizó la presente investigación, las dependencias de policía son las que más 
quejas reciben de parte de los ciudadanos. Los primeros tres lugares de 2005 correspon
dieron a la Procuraduría Estatal de Justicia, la Secretaría de Seguridad Pública, Prevención 
y Readaptación Social de Jalisco, y la Dirección de Seguridad Pública de Guadalajara. Las 
1 294 quejas que recibió la Comisión contra estas tres corporaciones representaron poco 
más de la mitad del total (cedhj, 2006). Las violaciones a los derechos humanos más fre-
cuentemente cometidas por los policías, según datos de la Comisión son: detención arbi-
traria, lesiones, cateos y visitas domiciliarias ilegales. 

El estudio de Fundar, realizado en 2006 en el Distrito Federal, revela que “los abusos 
más frecuentes no incluyen daño físico y se concentran en la solicitud de dinero (29% de 
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12	 El sistema de clasificación: caja negra de la corrupción policial

todos los contactos), los insultos o tratos humillantes (10%), amenazas concernientes al 
levantamiento de cargos falsos (7%), amenazas para obtener información o una confe-
sión (5%), y amenazas de posible daño físico (5%)” (Fundar, 2006). De esta manera, la 
población no sólo está amenazada por la delincuencia sino también por quienes tienen a 
su cargo combatirla: los policías. Esta situación no ha cambiado sustancialmente a pesar 
de la apertura democrática que ha vivido el país. 

A pesar del proceso sólido de transición democrática en el país y del compromiso expresado 
por las autoridades locales y federales de respetar al Estado de derecho, los abusos son aún 
frecuentes y representan un comportamiento común por parte de los agentes encargados del 
cumplimiento de la ley. Este comportamiento se materializa en numerosas formas de viola-
ción a la ley y a los derechos humanos (Fundar, 2006).

Según el estudio publicado por Fundar en 2006 sobre las irregularidades, el abuso de 
poder y el maltrato por parte de la policía y los agentes del Ministerio Público en el Distrito 
Federal, en 51% de los contactos que los ciudadanos tuvieron con algún oficial de policía, 
aquéllos sufrieron algún tipo de abuso. Por otra parte, en alrededor de 30% de los contac-
tos entre ciudadanos y policías, éstos hicieron alguna petición de dinero (“mordida”). 

En el estudio sobre la percepción de inseguridad pública en México 2004, realizado por el 
Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública cesop y la lix Legislatura de la Cámara 
de Diputados, la evaluación que tiene la ciudadanía sobre las instituciones de seguridad, 
señala que para 8 de cada 10 personas entrevistadas, la policía en general es corrupta; pre-
domina la percepción de que la policía está coludida con los delincuentes y que otorga un 
trato preferencial a gente con poder y dinero” (cndh, Reporte sobre el derecho a la Segu-
ridad Pública).

La cndh (2006) ha denunciado constantemente la problemática de corrupción pre-
sente en los cuerpos de policía y sus consecuencias sociales. Su “Reporte sobre el Dere-
cho a la Seguridad Pública” es claro en este respecto.

El incremento en los índices de corrupción, junto con la penetración de la delincuencia en las 
instituciones de seguridad, fomentan la impunidad y son el reflejo de una sociedad en descom-
posición, en la que la existencia de programas eficaces para la prevención del delito, la protección 
a los derechos de las víctimas del delito, así como la existencia de una adecuada procuración de 
justicia se han convertido en una aspiración insatisfecha que ha suscitado la desconfianza social 
en las instituciones del Estado, en virtud del abuso de poder y las inadecuadas prácticas adminis-
trativas por parte de los servidores públicos encargados de hacer cumplir la ley (cndh, 2006).
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En el discurso oficial ha sido reconocida la existencia de corrupción en los cuerpos 
policiacos. La participación de dichos cuerpos en redes de crimen organizado queda fue-
ra de toda duda. El subsecretario de Política Criminal de la Secretaría de Seguridad Públi-
ca Federal, Rafael Ríos García, por ejemplo, reconoció en entrevista con el diario Mural 
que el narcotráfico había corrompido a policías municipales y estatales, aunque, según él, 
los altos mandos estaban al margen de esta situación: “El problema de complicidad está a ni
vel de policías, incluso autoridades federales, afi o pfp, que acaban siendo parte de una 
red, pero no a nivel de mandos” (Mural, 2006). No es fortuito que la policía mexicana ocu
pe el segundo lugar en corrupción en el ámbito mundial, como lo señala una encuesta 
realizada por la organización Transparencia Internacional. En este sentido, México es sólo 
superado por Nigeria (Público, 2 de febrero de 2004).

A pesar de lo opinión generalizada sobre los abusos y la corrupción en los departa-
mentos de policía, no existe un sistema de información que revele la verdadera magni-
tud del problema. Las distintas corporaciones policíacas han realizado diversos intentos 
por limpiar sus filas, como la creación de nuevas instancias: direcciones de asuntos in-
ternos, consejos ciudadanos consultivos; y la formulación de nuevos instrumentos que 
pretenden medir la corrupción. Sin embargo, no se ha generado ningún cambio rele-
vante. Además, ninguno de esos intentos ha conllevado el diseño y la aplicación de un 
sistema de información que pueda ser útil para conocer, evaluar y comparar la magni-
tud del problema durante un periodo de tiempo y la efectividad de un sistema de inter-
vención con otro. “En México, la idea generalizada de que las irregularidades, los abusos 
de poder y los maltratos por parte de la autoridad siguen siendo un comportamiento 
común, no está sustentada en ningún tipo de información sistematizada; ello no per-
mite que se estime la magnitud, naturaleza y características de este tipo de violaciones” 
(Fundar, 2006).

Las únicas fuentes que informan sobre el desempeño policial y las impresiones que 
de éste tiene la población son la prensa, los estudios de organizaciones como icesi o Fun-
dar, y los datos de entidades como las comisiones de Derechos Humanos y algunos ór-
ganos de gobierno. Empero, quienes deberían ser los más interesados en generarla, los 
diversos niveles de gobierno, no han tenido los recursos o el interés de generar informa-
ción detallada y sistemática sobre el fenómeno. La información relacionada con el tema, 
más sistemática y generalizada que existe, es la que aportan los informes de las comisiones 
de Derechos Humanos, pero ésta no se enfoca en la corrupción de la policía sino en la vio-
lación a los derechos humanos por parte de ésta. Estos dos aspectos, aunque relacionados, 
no son lo mismo. 

El diseño de políticas públicas efectivas en el combate a la corrupción de la policía 
exige contar con la información suficiente y de calidad; y una condición imprescindible 
para ello es tener un sistema de clasificación y registro que aporte los datos empíricos ne-
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14	 El sistema de clasificación: caja negra de la corrupción policial

cesarios para conocer a ciencia cierta las características y las variantes del problema. La 
información organizada conforme las pautas de una clasificación correcta, conformará 
la materia prima indispensable para la realización de investigaciones y análisis profundos 
y completos acerca de las características y causas de la corrupción policial en México, así 
como de los métodos, las estrategias institucionales y los marcos legales más convenien-
tes para prevenirla y combatirla.

La complejidad del problema hace difícil que un solo estudio aporte toda la infor-
mación que se necesita para la adecuada clasificación de la corrupción policial de Méxi-
co. Por ello, resulta inevitable avanzar gradualmente y analizar algunas de sus facetas. La 
presente investigación se centra en la corrupción que surge del contacto de los elemen-
tos operativos de la policía con la ciudadanía; no se abordan otros aspectos, como los 
referentes a la complicidad entre la policía y las redes criminales. Es necesario, no obs-
tante, hacer mención de la urgencia que tiene abordar estos puntos como parte de la 
evaluación integral del desempeño policial. La adecuada clasificación de los actos irregu-
lares de la policía, como ya se mencionó, nos permitirá generar información completa y 
sistemática para comprender de mejor manera la situación de los cuerpos de seguridad. 
Sin duda, esto sería un valioso aporte para el conocimiento de la corrupción policial en 
México. Por todas estas razones, un estudio sobre los medios institucionales para la clasi-
ficación y el registro de los actos irregulares de la policía mexicana es relevante y urgente. 
En este contexto, la presente investigación acerca del caso del Ayuntamiento de Guada-
lajara busca abonar a la comprensión de las dinámicas institucionales que hasta el mo-
mento han obstaculizado la generación de información sistemática y completa sobre el 
desempeño policial. 

Rodriguez_Banda_finas.indd   14 19/11/08   14:59:10

Derechos reservados



15

Capítulo I. Función policial y corrupción

En términos de poder, una agencia de policía 
goza de una posición única en el contexto de las 

unidades gubernamentales. 

Schrotel, 2004: 589.

Si los cuerpos policíacos se encuentran en una posición especial se debe a que es uno 
de los órganos del Estado que detentan el uso de la violencia legitimada. En este capítu-
lo se anotarán sucintamente algunas de las peculiaridades que caracterizan a la función 
policial. El objetivo es proporcionar algunos elementos sobre el marco que delimita las 
“obligaciones” o los “deberes posicionales” de la policía para, posteriormente, tener una 
idea más clara de la naturaleza de los actos considerados como anómalos en la labor 
policial.

Para iniciar conviene explicitar lo que se entiende por “deberes” u “obligaciones po-
sicionales”. De acuerdo con Garzón Valdez (en Carbonell y Vázquez, 2003: 23) un fun-
cionario público los adquiere mediante un acto voluntario por el que acepta asumir un 
papel dentro de un sistema normativo. A estas obligaciones se les conoce como “deberes 
posicionales” porque están determinadas en función de la posición que ocupa la persona 
dentro de un sistema normativo. Así, el agente de policía, en su calidad de funcionario pú-
blico, acepta cumplir con las obligaciones institucionales o posicionales establecidas para 
esa función por el sistema normativo. Es decir, quien acepta desempeñar el cargo de agen-
te policíaco se compromete a cumplir con las funciones y obligaciones que la sociedad le 
ha encomendado a la institución policial. ¿Y cuáles son éstas?

De acuerdo con el criminólogo argentino Elías Neuman (1994: 173) la policía tiene 
una finalidad esencial que, “en teoría, es la de velar por la vida y la seguridad de las perso-
nas previniendo la comisión de delitos, cumpliendo, de tal modo, con lo que la ley supone 
contener o dirigir”. Por su parte, Mike Maguire (2002: 535) sostiene: “la actividad poli-
cíaca tiene como objetivo preservar el orden social; a través de la función policíaca que se 
relaciona con la idea de seguridad a través de la vigilancia y la amenaza de las sanciones. 
La función policíaca implica un conjunto de actividades dirigidas a preservar el orden so-
cial particular”.
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La actividad policial es considerada un tipo de control social. A su vez, el control so-
cial —que ha sido objeto de innumerables e inacabados debates teóricos—, de acuerdo 
con Parsons (basándose en los estudios de Durkheim), está relacionado con procesos o 
mecanismos de restauración del equilibrio. Carrillo (2004: 5) lo define así: “Los mecanis-
mos de control social serían defensa y ajustamiento con respecto a tendencias de violación 
de expectativas de roles”. Dicho en otras palabras, el control social se entiende como “el 
conjunto de instituciones, estrategias y sanciones sociales que pretenden promover y ga-
rantizar el sometimiento del individuo a los modelos y normas comunitarias” (Carrillo, 
2004: 8); y la policía forma parte de estos mecanismos. Asimismo, Carrillo (2004: 11), 
basándose en Hans Kelsen, afirma que “la sanción socialmente organizada es un acto coer-
citivo que un individuo determinado por el orden social dirige, en la forma establecida por 
el mismo orden, contra el responsable de la conducta contraria al propio orden”.

La función policial, como uno de los aspectos formales del control social, se caracte-
riza por el uso de la fuerza legitimada. Es decir, la comunidad (entendida como un orden 
social determinado) ha otorgado a los cuerpos de policía el uso de la violencia en ciertas 
condiciones. De ahí que Hakan Can (2004) señalara que la fuente principal de la auto-
ridad de la policía es la sociedad. Así pues, la policía —como órgano constituido por el 
orden social—, ha sido dotada de instrumentos coactivos que le permiten evitar conduc-
tas consideradas como perjudiciales para la comunidad. Con una cita de Bittner, Reiner 
recalca que el policía puede recurrir al uso de la violencia para cumplir su función: “El po-
licía y sólo el policía cuenta con todas las facultades para satisfacer cualquier exigencia en 
la que se requiera el uso de la fuerza” (Maguire et al., 1994: 537).

La coerción que despliega la policía presenta una paradoja que consiste en aplicar la 
fuerza o amenazar con aplicar la fuerza con el fin de que los miembros de la comunidad se 
abstengan de utilizarla en la vida social: “aquello que debe obtenerse mediante la amena-
za de una privación forzada de la vida, la salud, la libertad o la propiedad es precisamente 
que los hombres, en su actividad recíproca, se abstengan de privarse por la fuerza, uno a 
otro, de la vida, la salud, la libertad o la propiedad” (Carrillo, 2004: 11). En la misma tesi-
tura, Hakan Can (2004) nos recuerda que la característica que distingue al poder policial 
es su capacidad para imponer restricciones a las personas. Señala que cuando un agente 
de policía aplica la ley, lo que hace es fijarles de una u otra forma restricciones a determi-
nados ciudadanos.

Una vez ubicada la actividad policial como parte del control social y habiendo se-
ñalado que una singularidad de la policía es que la sociedad le ha conferido la capacidad 
para usar la fuerza, la facultad para imponer mediante la violencia determinadas restric-
ciones a ciertos ciudadanos, citaré lo que algunos autores consideran las funciones que 
debe desplegar la policía o, visto desde otro ángulo, los “deberes posicionales” que implica 
la labor policial. De acuerdo con José María Rico (1998: 254), las principales funciones 
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de la policía son: el mantenimiento del orden; la protección de determinados valores co-
múnmente aceptados (la vida humana, la integridad física, la propiedad, la moralidad); la 
aplicación de las leyes y de los reglamentos; la prevención del crimen; el descubrimiento 
y el arresto de los delincuentes. Por su parte, Antonio del Valle (2004: 226) propone un 
catálogo de “deberes posicionales” que se aprecia aún más completo:

Los deberes fundamentales de los policías (…) son:
•	 	 La protección de las personas y sus bienes.
•	 	 La prevención de delitos y faltas administrativas.
•	 	 El mantenimiento del orden público.
•	 	 Proteger los derechos humanos, en especial las libertadas públicas.
•	 	 Colaborar en la investigación y persecución de hechos ilícitos.
•	 	 Auxiliar a la población cuando se presenten desastres o cualquier siniestro.
•	 	 Apoyar al poder judicial en sus mandamientos.

Como ya se mencionó, la policía puede, y está obligada —cuando sea necesario— a 
utilizar la fuerza para cumplir con tales deberes. En otras palabras, la fuerza es un medio 
con el que cuenta la policía para la consecución de sus fines. Ahora bien, al realizar sus 
funciones, al emplear sus instrumentos coercitivos, la policía debe respetar determina-
das circunstancias, cumplir con ciertas condiciones, establecidas en el sistema normativo. 
Sólo si los órganos de policía acatan el marco legal puede hablarse de uso legítimo de la 
fuerza. Al respecto, Del Valle (2004: 225) señala que “El uso de la fuerza legítima está nor-
mativamente reconocido y corresponde a los cuerpos de seguridad su aplicación (…) su 
uso está limitado por diversas disposiciones”. Por el contrario, si los órganos autorizados 
para emplear la fuerza no se apegan a las condiciones y circunstancias fijadas, entonces se 
considera que se exceden o abusan de la autoridad o de la fuerza. Así, por ejemplo, si bien 
la policía está facultada para aplicar restricciones a los derechos de los particulares, por 
ejemplo, al derecho de tránsito, o a los derechos de propiedad, empero, todo policía debe 
tener siempre presente lo dispuesto por los artículos 14 y 16 constitucionales, respecto a 
que “nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles, o posesiones, 
sino mediante mandato judicial”. 

Cuando el policía incumple con los deberes posicionales que tiene asignados, o cuan-
do incumple con las normas que regulan la utilización de sus medios coercitivos, entonces 
se trata de acciones u omisiones que van en contra de los fines de la policía, son situacio
nes anómalas que es deseable castigar y prevenir. En opinión de algunos autores, es reco-
mendable precisar lo más posible tanto las conductas deseables como las indeseables que 
pueden presentarse durante el despliegue de la autoridad policial: “Un poder de tal mag-
nitud (el poder policial) obliga a las agencias de policía a inventariar los distintos usos de la 
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autoridad que han de ser considerados como permitidos. Lo que a su vez permite determi-
nar los usos impropios” (Schrotel, 2004: 589). Por ello, tanto el mundo académico como 
las corporaciones de policía deben hacer una reflexión profunda para inventariar lo más 
concretamente posible todas las conductas que entraña la función policial. 

Sin embargo, no es nuestra intención aquí elaborar un catálogo con las conductas 
precisas que deben ser ubicadas como permitidas y como no permitidas, sino señalar las 
deficiencias del sistema de clasificación que utiliza una agencia de policía en específico. 
De tal forma, es suficiente con citar —como ya se ha hecho—, los deberes u obligacio-
nes generales de la policía. Asimismo, a continuación se citan de forma enunciativa —sin 
pretender ser exhaustivos—, algunos actos considerados por ciertos autores como proto
típicos del incumplimiento de los deberes u obligaciones posicionales de la policía. Así, 
por ejemplo, la asociación civil estadounidense que se denomina American Civil Liberties 
Union emitió en 1997 un interesante texto intitulado Fighting Police Abuse: A Community 
Action Manual (La lucha contra los abusos de la policía. Un manual de acción comunita-
ria). En él, se presenta un catálogo que vale la pena reproducir: 

Los problemas relacionados con la policía incluyen:
	 1)	 El uso excesivo de fuerza letal.
	 2)	 El empleo excesivo de fuerza física.
	 3)	 Las pautas discriminatorias de arresto.
	 4)	 Los patrones de hostigamiento hacia las personas sin hogar, los jóvenes, las minorías ra-

ciales y los homosexuales, incluido el uso frecuente y discriminatorio de registros preven-
tivos y la adopción de medidas exageradamente severas en casos de ofensas menores.

	 5)	 Los abusos verbales crónicos hacia la población, incluido el empleo de epítetos racistas, 
sexistas y homofóbicos.

	 6)	 La aplicación de la ley en forma discriminatoria, como el no responder con prontitud a 
las llamadas de ayuda provenientes de zonas de bajos ingresos y la investigación inade-
cuada de los casos de violencia doméstica, violaciones o delitos de odio.

	 7)	 Los actos de espionaje contra activistas políticos.
	 8)	 La discriminación en el empleo del personal de policía —en la contratación, ascensos 

y destinos y el hostigamiento interno de los pertenecientes a grupos minoritarios, las 
mujeres en general, y los homosexuales y las lesbianas—.

	 9)	 El “código de silencio” y las venganzas contra los agentes que reportan los abusos o que 
favorecen la implantación de reformas.

	 10)	 La reacción excesiva ante los problemas planteados por las pandillas, provocada por la 
presunción de que aquellos que se asocien con miembros de una pandilla deben estar 
envueltos en actividades criminales, aunque no haya pruebas concretas que éste sea el 
caso. Este rubro incluye las detenciones y los arrestos ilegales en masa, y la exigencia a 
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los hombres jóvenes de presentar identificación con fotografía basándose en su raza y 
forma de vestir y no en una conducta criminal.

	 11)	 La “guerra contra las drogas”, con sus excesivos registros y otras tácticas que ponen en 
peligro a inocentes transeúntes. Esta “guerra” desperdicia escasos recursos en impro-
ductivas operaciones de “compra y captura”, en detrimento de enfoques comunitarios 
más prometedores.

	 12)	 El no exigir a los policías responsabilidad por su conducta, como el no disciplinar o 
procesar a los agentes que cometen abusos y el no poner coto a esos actos denegando 
ascensos y/o destinos específicos en razón de abusos cometidos previamente.

	 13)	 Las tácticas de control de multitudes que infringen los derechos a la libertad de expre-
sión y llevan al uso innecesario de fuerza física.

A pesar de tratarse de un catálogo elaborado con evidencia empírica que provie-
ne de la policía y la sociedad estadounidenses, describe un fenómeno que seguramente 
también le es propio a la policía y sociedad mexicanas. Quizá habría que anotar que, de 
acuerdo con los autores consultados, en el contexto estadounidense, el fenómeno del in-
cumplimiento de los deberes policiales se inclina regularmente hacia las conductas relacio-
nadas con el abuso de la fuerza mortífera o física, así como a las conductas que tienen que 
ver con la discriminación racial. Así lo manifiesta Carlos Silva en un interesante artículo 
publicado por el Instituto Ciudadano de Estudios sobre la Inseguridad (icesi):

Mientras que en países como los Estados Unidos brutalidad policíaca casi es sinónimo de 
uso injustificado de la fuerza en la realización de un arresto (Bayley, 1996), en México como 
en Latinoamérica, lo que se entiende por formas del abuso policial representa un conjunto 
de fenómenos más amplios con diversos niveles de gravedad y conocimiento de los mismos 
(Silva, 2006:1).

En México el abuso físico también es reportado con frecuencia: “En la Policía Pre-
ventiva, los abusos que acontecen por falta de profesionalidad en el ejercicio de sus tareas 
tienden a ser detenciones arbitrarias y lesiones por malos tratos” (Silva, 2006: 10). Pero 
hay además toda una serie de conductas que probablemente no son tan recurrentes en el 
contexto estadounidense, y que tienen que ver con la obtención de una ganancia, verbi-
gracia, la extorsión, la “mordida”, el “arreglo”. Puede observarse cómo este tipo de anoma-
lías no está incluido de forma explícita en el catálogo arriba transcrito, pero en México, de 
acuerdo con los autores consultados, esas desviaciones son moneda de uso.

Con demasiada frecuencia hay particulares involucrados en venganzas cuyos ejecutores son 
policías. También ocurre que incluso cuando algún policía quiere hacer cumplir la ley el par-
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ticular le ofrece un “arreglo”. De esta manera, se instrumentaliza la función policíaca de perse-
cución de los delitos o de control del orden para provecho propio y se fomenta y reproduce 
la corrupción a través de arreglos informales (Martínez de Murguía, 2005).

En un estudio elaborado en el año 2006, basado en la metodología de las encuestas de 
victimización, la ong mexicana Fundar registró la “mordida” como una de las anomalías 
policiales de las que con mayor frecuencia se quejan los ciudadanos entrevistados. Otras 
anomalías también basadas en la obtención de ganancias son: el cobro irregular a estable-
cimientos comerciales para, supuestamente, brindarles mayor y mejor protección. Nelson 
Arteaga y Adrián López documentaron en el libro Policía y Corrupción, los resultados de su 
investigación empírica sobre las anomalías que se presentan en una corporación policial de 
un municipio del Estado de México. Para ello se infiltraron en la academia de policía y la-
boraron como agentes durante varios meses. Ellos señalan: “El dinero para dar el entre [por 
entre se refieren a la ‘cuota’ ilegal que debe pagar un subordinado a su jefe] se obtiene de dis-
tintas maneras: la más común es el cobro de rentas a los comercios que funcionan como 
cantinas, pulquerías y bares que expenden bebidas alcohólicas sin permiso de la autoridad 
local” (Arteaga y López, 2002: 77).

Otra conducta que no figura en el catálogo aquí transcrito, pero que de acuerdo con 
los textos consultados es común en México, es el robo de pertenencias, cometido ya sea en 
contra de las personas a quienes se les somete a revisión, en contra de las personas deteni-
das o incluso contra las mismas víctimas de un delito: “El policía está a la espera de que un 
robo no sólo represente un momento para realizar su trabajo —detener delincuentes—, 
sino que también permita obtener algo más: robar lo que se esté robando” (Arteaga y Ló-
pez, 2002: 78).

Reitero que no pretendo presentar un catálogo exhaustivo de tales conductas sino 
sólo enunciar las obligaciones generales de la policía, las conductas que de manera gene-
ral se estiman como contravenciones a dichas obligaciones, a la vez que mostrar algunos 
elementos sobre la naturaleza de las conductas a las que se refiere mi investigación. Sólo 
interesan para esta tesis, como ya lo mencioné, las conductas que tienen que ver con la in-
teracción policía-ciudadano. En los términos en los que lo plantea Carlos Silva (2005: 1): 
“El énfasis aquí es puesto en la dinámica social de las situaciones de encuentro policía-ciu-
dadano”. ¿Por qué? Debido a que la misión institucional de los dos órganos de vigilancia 
de la actuación policial que serán estudiados, consiste en prevenir, detectar y sancionar 
irregularidades cometidas durante esas situaciones de encuentro policía-ciudadano. 

Es bien sabido que el incumplimiento de las obligaciones o deberes posicionales 
puede suceder en situaciones ajenas a la interacción con los ciudadanos. En otras pala-
bras, el policía puede incumplir con los fines de la institución sin que los ciudadanos vean 
directamente afectados sus derechos. Pero ello no interesa aquí.
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Capítulo II. Conceptualización y función
del sistema de clasificación

En este capítulo se hará un recuento de los argumentos teóricos en los que estará fun-
damentado el análisis de la clasificación. Se aclarará qué es la clasificación, qué elementos 
la componen, cómo están estructurados y cuál es su utilidad. La exposición que se hará 
sobre el tema será básica para el desarrollo de los siguientes apartados en los que, con ba-
se en la teoría, será analizado el sistema de clasificación de las irregularidades de la policía 
del Ayuntamiento de Guadalajara. Primero expondré el modelo con el que se examinará 
el objeto de estudio (la clasificación de las conductas irregulares de los policías de Gua-
dalajara), con el fin de explicitar el significado y la colocación de los conceptos inherentes 
en este trabajo. 

Sistema integrado por dos rangos o niveles

Utilizaré una clasificación estructurada en dos niveles o rangos, que nos servirá de mo-
delo para analizar tanto la clasificación del reglamento municipal como la utilizada por 
el Ayuntamiento de Guadalajara durante 2003. Para distinguir los rangos del modelo, se 
llamarán “concepto” (rango superior) y “categorías” (rango inferior). Por último, las “con-
ductas” irregulares de los policías que se clasificarán serán la materia prima del sistema 
(colección de elementos por clasificar). Los rangos (concepto-categoría) se refieren a ám-
bitos distintos de abstracción que deben estar ordenados verticalmente para poder pro-
ducir una clasificación útil. Así, una conducta clasificada entra directamente al nivel de las 
categorías, mientras que éstas por su parte se hallan contenidas en los límites del concep-
to. La confusión y mezcla de estos rangos rompe con la lógica de la clasificación y genera 
dificultades que hacen prácticamente imposible generar información relevante y confia-
ble sobre los objetos o fenómenos a los que se aplica, razón de ser de toda clasificación. 
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Con este modelo se busca distinguir el significado de los términos a partir de los ni-
veles de clasificación. Mientras que en la literatura sobre el tema, los vocablos categoría, 
tipo, clase y concepto son perfectamente intercambiables (como se hará patente en las 
citas bibliográficas), aquí se optó por hacer una distinción que abone claridad al texto. 
Así pues, se hablará de conceptos para referirnos a los niveles más abstractos (abuso, co-
rrupción, falta), y de categorías para hablar de grupos de conductas (robo, uso de fuerza 
desproporcionada, detención injustificada, violación). Finalmente, los elementos por cla-
sificar serán las conductas concretas de los oficiales que tengan las características indis-
pensables para ello. 

El sistema de clasificación como un conjunto de categorías
con propiedades comunes

La unidad básica de un sistema de clasificación es la categoría. Por encima de las diversas 
posturas teóricas sobre las clasificaciones, hay un acuerdo básico respecto a esta unidad.

Tres teorías de conceptos han sido propuestas (Smith y Medin, 1981), cada una sostiene que 
un concepto es una representación de similitudes percibidas en una colección de instancias. 
A su vez, una instancia es una representación cognitiva de una cosa abstracta o física. De este 
modo, un concepto se define intencionalmente —las instancias constituyen su extensión— 
(Kangassalo, 1992), (Parsons, 1996: 1439).

El consenso está pues, en que la categoría (aquí la denominaré concepto) es un ente 
definido intencionalmente. En la naturaleza no hay categorías: éstas forman parte de un 
proceso para organizar la información en una estructura que facilite la creación de cono-
cimiento. Su definición indica que se trata de una característica o un conjunto de caracte-
rísticas que deben tener los objetos o fenómenos que se coloquen en ella. 

Los objetos o fenómenos que se clasifican no son algo en sí mismos, son, vistos por me-
dio de la clasificación, instancias. Es decir, el hecho de que un policía prive a un ciudadano 
de un bien es un robo. Pero la palabra “robo” tiene implicados ciertos valores, cierta infor-
mación que convierte al hecho en una instancia de “delito”, de “injusticia” y de muchas otras 
categorías con las que social y culturalmente está ligada. McKinney (1969: 3) señala que la 
creación de “tipos”, o categorías, consiste en “la reducción pragmática y la equiparación de 
los atributos que sean relevantes para el objetivo de la clasificación”. Esta operación consiste 
en simplificar la complejidad de los objetos y fenómenos; en elegir sólo aquellas propieda-
des suyas que son importantes para el fin de la clasificación (qué es lo que se quiere cono-
cer) e igualarlos con todos los otros objetos y fenómenos que las compartan. 
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Cada categoría lleva implícita una simplificación, pero, según su posición en el sis-
tema, su alcance varía. En los conceptos (o categorías de rango superior en el sistema) la 
simplificación es mayor que en las categorías ubicadas en los rangos inferiores. Esta carac-
terística responde a la necesidad de que los conceptos abarquen todas las categorías del 
sistema y, por ende, todos los objetos y fenómenos que a éstas pertenezcan.

El sistema de clasificación como sistema de categorías

En la investigación de los sistemas de clasificación debe ponerse especial atención a la 
manera como éstos se estructuran: cuáles son sus elementos y qué principios rigen las re-
laciones entre ellos. Bunge define así al proceso de clasificar: “Clasificar una determinada 
colección de individuos es dividirla en clases [categorías], es decir, agrupar los objetos de 
tal manera que todo individuo esté considerado y se asigne a una sola clase (categoría)” 
(Bunge, 1999: 162).

La clasificación es una ordenación de categorías que tiene estructura de árbol, con 
tronco y ramas. El concepto hace las veces de tronco y representa el principio que agluti-
na a todos los elementos que pertenecen al sistema. De él se desprenden las categorías, en 
las que los elementos por clasificar son agrupados en razón de lo que los diferencia a unos 
de otros. Estas categorías están dispuestas en el lugar de las ramas y a su vez pueden estar 
compuestas por otras. Pero, como ya se señaló, la atención se enfocará a un sistema de dos 
rangos compuesto por un concepto (tronco) y las categorías que dan cuenta de las dife-
rencias entre los objetos que pertenecen a este concepto (una serie de ramas).

La estructura de la clasificación es también intencional. Se debe tener claro qué es lo 
que se quiere conocer con ella para poder diseñarla en concordancia. “Es posible cons-
tituir diversas clases de tipologías [clasificaciones] y además utilizarlas simultáneamente. 
Pero el problema fundamental de cualquier tipología consiste en descubrir las distincio-
nes naturales de los fenómenos, expresar la clasificación natural de los hechos y evitar su 
disposición en categorías arbitrarias y artificiales” (Duverger, 1992: 365).

La naturalidad de las categorías consiste en que éstas estén definidas a partir de di-
ferencias importantes entre los fenómenos y objetos por clasificar y que exista consenso 
sobre tales diferencias. Sólo de esta manera será aceptado que ciertas manifestaciones de 
los fenómenos o determinados objetos (que para este estudio serán las conductas irregula
res de los policías de Guadalajara) pertenezcan a las categorías en las que sean ubicadas. 
La intencionalidad de las clasificaciones debe ir en el sentido de usar categorías más natu-
rales, que den cuenta de determinados aspectos relevantes de lo que será clasificado. De 
acuerdo con Bunge, es posible afirmar que “no todas las clasificaciones son igualmente 
naturales, y por lo tanto reveladoras e interesantes. Sólo las clasificaciones inducidas por 
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propiedades importantes producen clasificaciones importantes —esto es, agrupamien-
tos que encajan con clases que se forman de manera natural—” (Bunge, 1999: 163). 

Así, para el caso de estudio de esta investigación, primero debe quedar claro cuál es el 
objetivo, u objetivos, de la clasificación (es decir, la intencionalidad). El siguiente paso es 
delimitar el concepto que sea pertinente, es decir, el que permita alcanzar los objetivos de-
seados. Si lo que es necesario clasificar para cumplir con un objetivo de la administración 
municipal, son las conductas irregulares de la policía de Guadalajara, por ejemplo, tiene 
que quedar definido qué se entiende por tales. A continuación se debe llegar a un acuerdo 
sobre qué diferencias entre esas conductas es importante tomar en cuenta (definir las cate-
gorías). Si la clasificación observa esos principios, será una clasificación más natural.

Existen además otras condiciones que son indispensables para hacer una clasifica-
ción. Chisholm (1989: 162) las aglutina con el término de comprehensividad. Se trata de 
requisitos formales que debe cumplir una clasificación natural, independientemente del 
enfoque teórico en el que se fundamente.

Tanto desde un enfoque realista como descriptivo, para generar un sistema de categorías, si 
tal sistema quiere ser comprehensivo, debe cumplir claramente con al menos el estándar de 
ser exhaustivo —conteniendo una categoría para cada cosa que haya (desde la perspectiva 
realista) o pudiera haber (desde la perspectiva descriptiva). Otro criterio comúnmente seña-
lado como requisito mínimo para que el sistema sea adecuado es que las categorías (o, para 
los sistemas con forma de árbol, las categorías de cada nivel de las ramas) sean también mu-
tuamente excluyentes, asegurándose de que cada cosa que haya (o pudiera haber) cupiera 
exactamente en una sola categoría (Chisholm, 1989: 162; en Thomasson, 2004).

En el caso que nos ocupa, las categorías serán exhaustivas si todos las conductas 
que constituyen faltas —o por lo menos las más importantes—, pueden ser ubicadas en 
alguna de ellas. El cumplimiento de este requisito garantiza que se abarquen todas las 
facetas del fenómeno que se quiere clasificar. Las categorías serán mutuamente exclu-
yentes si las definiciones de éstas están elaboradas de tal manera que cuando un ele-
mento corresponda a una, sea imposible que pertenezca a otra. De tal forma, el sistema 
será eficaz. Las categorías organizadas sobre la base de las propiedades de cada elemen-
to, en este caso, las características de cada falta o acto de corrupción, permiten que se 
pueda establecer una diferenciación real entre los elementos de una categoría respecto 
a los de otra.

Los dos principios que definen la comprehensividad desde el punto de vista de Chis-
holm, en el esquema de Bunge (1999: 164) se convierten en diez. Por el mayor grado de 
detalle que contemplan y su mayor profundidad, conviene recuperarlos aquí, junto con 
una breve explicación: 
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1.		 Cada miembro de la colección se asigna a una sola clase básica o especie (categoría). Un 
objeto o fenómeno por clasificar sólo podrá pertenecer a una sola categoría. 

2.		 Cada clase básica se compone de algunos de los miembros de la colección original, y ninguna 
clase está compuesta por subclases. La existencia de categorías se justifica si existen obje-
tos o fenómenos que puedan ser clasificados en ella, de otra manera es inútil tenerla. 
Además, todos los elementos que correspondan a las propiedades aglutinadas en la 
categoría deben ser lo más similares entre sí, por tanto, no debe haber ninguna dife-
rencia sustancial que justifique la subdivisión de esa categoría. 

3.		 La pertinencia de cada clase está determinada por un predicado o por una conjunción de 
predicados. Significa que la pertenencia de un objeto o fenómeno a cierta categoría 
está determinada por la coincidencia entre las propiedades de ambos. Es decir, que 
el objeto por clasificar tiene las propiedades que la categoría enlista como necesarias 
para que pueda pertenecerle.

4.		 Cada clase está claramente delimitada. Es decir, no existen casos limítrofes, esto se ga-
rantiza empleando exclusivamente predicados definidos o exactos y evitando vague-
dades. Esto se logra solamente basando las categorías en diferencias importantes y 
precisándolas todo lo que sea necesario para que no se confundan unas con otras.

5.		 Dos clases cualesquiera son, o bien excluyentes entre sí, en cuyo caso se dice que pertenecen al 
mismo rango, o bien una de ellas está incluida en la otra, en cuyo caso pertenecen a rangos di­
ferentes. Ésos son los dos tipos de pertenencia o de ubicación en un rango permitido. 
En la primera situación, si una categoría o varias no son excluyentes, una o varias de 
ellas deberán ser excluidas para garantizar un adecuado funcionamiento del sistema. 
De no proceder así, en el caso del estudio de los actos irregulares de la policía se ten-
drían dos categorías para registrar conductas idénticas, ello provocaría una lectura 
errónea de la realidad.

En la segunda posibilidad, cuando una “categoría” engloba a otra, la primera esta 
desubicada y su posición, o por decirlo de otra manera, su naturaleza, la hace perte-
necer a un rango distinto y superior: el del concepto. En consecuencia también debe 
ser excluida del rango de las categorías y valorarse si esa “categoría” es similar al con-
cepto, o incluso si ella puede ser la mas adecuada para abarcar, en el objeto de estu-
dio de esta investigación, a las categorías y a las conductas irregulares de la policía de 
Guadalajara. Si no es eliminada también traerá como consecuencia una información 
distorsionada.

6.		 Sólo se pueden dar dos tipos de relación: la relación de pertenencia, que se da entre individuos 
de la colección original y las clases de primer rango, y la relación de inclusión, que relaciona 
las clases de rangos diferentes. Aquí se refrenda la muta exclusividad y se dice como es-
tá compuesto el sistema de categorías. Las categorías básicas, en una estructura en 
forma de árbol, corresponden a las divisiones más específicas de la clasificación. Los 
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niveles superiores son en realidad la agrupación de una o varias de estas categorías. 
En el caso de la policía, un acto donde se golpea innecesariamente a un ciudadano, 
pertenece a la categoría uso desproporcionado de la fuerza y a la clase “faltas” (inclu-
sión, ya que esta clase incluye el tipo detenciones ilegales y por lo tanto a todos los 
actos que le componen).

7.	 	Cada clase de un rango superior al primero es igual a la unión de algunas o todas las cla­
ses del rango que le precede inmediatamente. Las categorías más específicas, que perte-
necen a los niveles inferiores del sistema, están englobadas en conceptos. Por tanto, 
los elementos que contienen todas las categorías son todos los que pertenecen al 
concepto.

8.		 Todas las clases de un rango determinado son a su vez excluyentes, de tal manera que ningún 
elemento de la colección original pertenece a más de una clase del mismo rango.

9.	 	Toda partición de un rango determinado es exhaustiva: la unión de todas las clases dentro de 
un rango determinado es igual a la colección original. Si la clase “robo” es dividida (con-
cepto) en aquellos actos que fueron cometidos durante el día y los que ocurrieron en 
la noche (categorías: robo diurno y nocturno), la suma de cometidos durante el día 
más los de la noche, tendrá que dar el total de robos en los registrados (la colección 
original). 

10.		 Cualquier clasificación que viole cualquiera de las condiciones antes mencionadas debe corre­
girse o abandonarse. La violación de alguno de estos principios daría como resultado 
lo que Bunge denomina una “enumeración incompleta de tipos”, una tipología, que 
no una clasificación válida que cumpla cabalmente sus funciones.

Estos diez requisitos formales serán aplicados al caso de estudio que me ocupa. No 
significa que se evaluará detalladamente si las clasificaciones que aplica el Ayuntamiento 
a las conductas irregulares de los policías cumplen o no cada uno de los diez puntos, pues 
con base en el décimo requisito, es posible afirmar que basta con que la clasificación viole 
uno de los primeros nueve puntos para que sea incorrecta. De tal forma, al analizar las cla-
sificaciones, los errores más evidentes serán expuestos para fundamentar una conclusión 
general sobre el sistema. El objetivo es medir con estos parámetros lo que se ha denomi-
nando la naturalidad de las clasificaciones; sólo las más naturales pueden cumplir con sus 
funciones para facilitar el conocimiento sobre ciertos fenómenos. 

Un sistema de clasificación debe cumplir estos principios estructuradores en las 
relaciones verticales —entre rangos y categorías—, y horizontales —entre las conduc-
tas— que integran las categorías, para que pueda convertirse en una herramienta útil para 
conseguir los objetivos trazados. Conviene recordar que no existe un sistema, concepto, 
o categoría, que por sí mismo sea mejor que otro. La pertinencia y la superioridad de una 
propuesta tienen que ser vista a la luz del objetivo que se pretende alcanzar con ella. Pero 
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sí existen sistemas, conceptos y categorías que son más aptas o más efectivas y eficientes 
para conseguir los mismos objetivos.

En la clasificación de las conductas de la policía los objetivos son: conocer la diversi-
dad, la gravedad y la frecuencia de las conductas irregulares. El cumplimiento de las reglas 
o principios mencionados por Bunge es el medio para alcanzarlos. Al igual que se revisa 
la pertinencia del concepto, la categoría y del sistema mismo en función del objetivo, se 
requiere analizar la clasificación del Ayuntamiento de Guadalajara de modo sistémico, 
indagando si está estructurado de acuerdo con las reglas señaladas por Bunge. Dicho de 
otra manera, no se consideran los conceptos o categorías en forma aislada sino como un 
todo estructurado en donde cada pieza cumple una función en consonancia con las reglas 
de la clasificación antes descritas. 

Sentido y utilidad de la clasificación

A partir del análisis de la unidad básica de la clasificación (la categoría) es factible concluir 
que la aportación de una clasificación para el conocimiento y la comprensión de las que-
jas contra la corrupción policial se expresa en el término economía cognitiva.

De acuerdo con Parsons, quien a su vez toma el concepto de Smith (1988) y 
Rosch (1978):

economía cognitiva significa que almacenar y organizar los conocimientos derivados de cier
tos conceptos reduce la carga cognitiva de éstos. Saber que una cosa es instancia de algún 
concepto identifica sus similitudes con otras instancias del concepto. De esta manera es posi-
ble distinguir los nuevos conceptos en tanto que las instancias de éstos poseen diferencias 
significativas de las que pertenecen a conceptos ya existentes (Parsons ,1996: 1438).

La clasificación allana y acorta el camino de quien quiere conocer un objeto o fenóme-
no determinado. Economiza, por medio de la agrupación de similitudes, el proceso que lleva 
al conocimiento, permitiendo diferenciar fácilmente unos objetos de otros en razón por la 
categoría en la que están. Concretamente, si un investigador conoce las características de 
la categoría (concepto, tipo o clase), conoce por extensión las características más relevantes 
de todos los elementos que contiene y las diferencias que los distinguen de los incluidos en 
otras. No es necesario que el investigador repase otra vez, uno por uno, los elementos o ac-
tos para conocer lo que le interesa, le bastará con saber a qué categoría pertenecen. 

En el caso de las conductas policiales, la correcta clasificación de las quejas facilita 
diversos procesos. Por ejemplo, si el departamento de policía quiere saber en cuántos ca-
sos de robo estuvieron involucrados sus oficiales, será suficiente con contar los que están 
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registrados en la categoría “robo” de su sistema de clasificación. Si no estuviesen registra-
das las faltas por categorías, el funcionario encargado de obtener la información tendría 
que revisar todos y cada uno de los expedientes buscando en cuáles se reporta algún robo. 
La economía cognitiva es una propiedad que en principio toda clasificación debe cum-
plir para probar su validez. En el caso de la clasificación de las quejas contra la policía de 
Guadalajara, será necesario verificar que el sistema de categorías usado sirva en efecto 
para facilitar el proceso de conocimiento en los términos antes señalados. Es decir, si la 
clasificación de las quejas es útil para identificar todos los actos incluidos en una sola cate-
goría y diferenciarlos sustancialmente de los pertenecientes a otras, entonces habrá cum-
plido con su función. La manera de observar la presencia de la economía cognitiva será 
mediante el análisis de la clasificación de las conductas irregulares aplicada por el propio 
Ayuntamiento durante 2003. 

De acuerdo con Parsons, la utilidad de una clasificación tiene una segunda dimen-
sión: la inferencia. El término se refiere a la posibilidad de “sacar conclusiones sobre 
las propiedades no observadas de una instancia, clasificándola en base a sus propieda-
des observadas” (Smith, 1988; en Parsons, 1996: 1438). Si bien es importante tener en 
mente la existencia de esta función, aquí no la incluiré en el modelo teórico que se apli-
cará al caso de estudio. La naturaleza de la clasificación por analizar (ordenamiento le-
gal que tipifica las faltas de la policía) y el objetivo mismo de la investigación nos hacen 
considerar innecesario contemplar la inferencia como parte del modelo por utilizar. Pa-
ra plantear la primera razón es necesario tomar en cuenta la definición que algunos au-
tores dan de inferencia: “un proceso en el que se utilizan hechos que conocemos para 
aprender sobre los que desconocemos” (King, Keohane et al., 2000: 57) En sus palabras, 
el método para llegar a formular inferencias sobre un conjunto de datos, consiste en so-
meter la información que es conocida a preguntas, teorías e hipótesis (ibid.).

El principal fin de la clasificación que será analizada es conocer los tipos y la mag-
nitud o frecuencia de las conductas irregulares, que proporcionará y dibujará el perfil de 
la conducta policial, al decir cuál o cuáles conductas son las más recurrentes. Para ello es 
necesario ubicar las denuncias recibidas en las distintas categorías y cuantificar el número 
de cada una de ellas; de este modo se puede obtener una imagen global y particular, por 
categorías, del comportamiento policial.

Las inferencias como función de una clasificación, no carecen de utilidad para com-
prender los fenómenos relacionados con la conducta policial. Todo lo contrario, son 
una herramienta mediante la cual se podrían conocer a fondo las distintas problemáticas 
presentes en el quehacer de los cuerpos policiales. Si, por ejemplo, en la clasificación del 
Ayuntamiento fuera detectado un incremento en el número de robos imputados a poli-
cías, podría diseñarse una metodología para desentrañar las causas de tal evento. Toman-
do una muestra de los casos, un investigador podría analizar las circunstancias en las que 
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se dieron los robos, los factores que están presentes en los casos seleccionados, y a partir 
de los resultados obtenidos sería posible descubrir qué factores fueron determinantes pa-
ra que los oficiales cometieran el delito. La conclusión podría ser, por ejemplo, que las 
precarias remuneraciones de los policías, combinadas con la extorsión de un superior, 
causaron el incremento en el número de robos donde estuvieron involucrados. 

Este proceso se inscribe en la inferencia: a partir de una parte (la muestra) se cono-
ce el todo (el fenómeno de incremento en el número de robos). La clasificación entra en 
juego en el momento de segmentar el número de quejas en aquellas que interesa conocer 
más a fondo, en la elección de la muestra. Finalmente, al aplicar la metodología seleccio-
nada por el investigador, será posible decir si esa muestra es o no una categoría. Es decir, 
si los elementos seleccionados en la muestra comparten suficientes variables como para 
que su comportamiento sea explicable con los mismos argumentos. Sí es así, se trataría 
de la creación de una nueva categoría: el robo propiciado por la extorsión de los supe-
riores y los sueldos bajos de los oficiales de policía. Si se diera un caso de robo en el que 
el policía involucrado recibe un alto sueldo y no hubiese extorsión por parte de algún 
superior, entonces se trataría de un elemento que no pertenece a la categoría descrita 
previamente. 

Sin embargo, las características y el alcance de la clasificación de los actos irregulares 
de la policía no permiten, en forma directa, realizar este tipo de inferencias sin realizar las 
investigaciones necesarias para allegarse otro tipo de información y datos que no pueden 
deducirse sólo con el registro de tales actos. Inferencias como la descrita, no pueden ha-
cerse sin esas investigaciones. Los datos que generan estas clasificaciones son, como ya se 
ha dicho, materia prima de estos estudios pero esa materia requiere completarse y proce-
sarse. Lo que interesa a la clasificación del Ayuntamiento es contabilizar, llevar un registro 
de las quejas para rastrear con él el comportamiento de su cuerpo policiaco. Es suficien-
te con que la clasificación asigne las conductas a categorías claramente diferenciadas y 
pertenecientes al mismo concepto, para que el registro presente una imagen verídica del 
fenómeno. Si los robos son contabilizados como robos, y las torturas como tales, el obje-
tivo de esta clasificación se habrá cumplido. Pero si son detectados actos que constituyen 
claramente robos y están agrupados en una categoría que los disfrace de irregularidades 
menores, algo en la clasificación está funcionando mal y, en última instancia, distorsiona 
la realidad.

Es pertinente recordar que el objetivo de esta investigación es saber si la clasificación 
utilizada en el Ayuntamiento de Guadalajara es válida. Para ello, nos bastará con analizar su 
capacidad para agrupar actos comunes, diferenciarlos de otros y presentar una imagen glo-
bal de los tipos de irregularidades cometidas. Es decir, para alcanzar nuestro objetivo será 
suficiente con verificar si la clasificación cumple con su función de identificar y medir la 
magnitud de los actos registrados en las categorías, presentando de esta manera el perfil de 
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la conducta de la policía, y si se puede acceder a esa información sin necesidad de revisar 
cada uno de los casos, es decir si el registro tiene la propiedad de la economía cognitiva. 

La correcta clasificación de las faltas denunciadas significaría para el Ayuntamiento 
contar con una herramienta eficaz para conocer mejor el comportamiento de los policías, 
y con base en ello, diseñar las políticas públicas y los programas específicos para controlar 
el (mal) desempeño de sus miembros apoyándose en la información obtenida vía la clasi-
ficación. Por el contrario, una clasificación que parte de un sistema de categorías erróneo, 
no cumple con su función. La agrupación arbitraria de quejas que no comparten propie-
dades (una categoría que mezcla, por ejemplo, robo con detención injustificada), no per-
mite, apoyándose sólo en la información de los actos de la categoría, diseñar una política 
que englobe todos los casos. Ante esta situación, el funcionario tendría que revisar cada 
una de las quejas presentadas, para diseñar una política pública. Es decir, la agrupación en 
categorías no se tradujo en una economía cognitiva. 

Antes de proseguir es pertinente señalar que existen diversas formas de ordenar 
los objetos; muchas clasificaciones pueden ser aplicadas a la misma colección de ins-
tancias. Por tanto, es necesario recalcar que al hablar de clasificaciones correctas; me 
refiero a las que se elaboran cumpliendo los requisitos formales que se aplican a estos 
procedimientos que conducen al logro de los objetivos específicos buscados con ellas, 
y que cumplen con la función de economía cognitiva.

En el caso de la clasificación de las faltas de la policía de Guadalajara, cuyo objetivo 
es dar cuenta de manera precisa y verídica de las irregularidades cometidas, ésta debe pre-
sentar claramente los actos de cada tipo acontecidos en determinado periodo de tiempo. 
Esta información debe decir algo relevante sobre el comportamiento policial. Los tipos 
de actos no pueden ser agrupaciones arbitrarias de hechos dispares: deben contener ac-
tos con características comunes. La intención es que tanto la administración pública co-
mo los ciudadanos tengan claridad sobre los patrones de conducta presentes en el cuerpo 
policial. En este sentido, entre más concreta sea la categoría, entre mejor describa los ele-
mentos que contiene, más fácil será para ciudadanos y gobernantes saber exactamente 
qué están haciendo sus policías. 

Registro

Como ya se afirmó, la clasificación es un instrumento para conocer ciertos fenómenos. 
En el caso de la dai, ese instrumento se materializa en un sistema de registro. Se trata de la 
relación que contiene toda la información sobre las quejas de la ciudadanía recibidas. En 
él está expresado el número de faltas denunciadas en un periodo de tiempo, y los tipos a 
los que pertenecen.
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Si la clasificación debe estar basada en diferencias reales entre las cosas clasificadas, 
es porque esas diferencias son importantes para conocer a fondo el fenómeno que se 
clasifica. En el caso del comportamiento policial, las diferencias entre las distintas faltas 
pueden estar relacionadas con fallas específicas en la política de seguridad pública. Es, 
pues, importante poder detectar cuáles son los patrones que siguen las conductas irregu-
lares denunciadas ante la dai. Con esta información es posible relacionar su incidencia 
con alguna situación institucional que la fomente y que por tanto debiera ser cambiada. 
El registro es lo que Parsons (1986: 1438) identifica, citando a Zeleny, como un siste-
ma de información: “No se trata de un modelo que surge directamente del mundo real, 
sino de un modelo cristalizado y construido a través de la percepción humana”. Ese mode-
lo, cuando se basa en una clasificación, se construye de acuerdo con los principios que 
ya fueron señalados siguiendo a Bunge. La clasificación, al ser utilizada, se transforma 
en un registro. En las distintas categorías que lo componen quedan asentadas las que-
jas ciudadanas. Al ubicar las quejas a una u otra categoría se genera información sobre 
la incidencia de ciertas conductas policiales, pues el número de casos que cae en cada 
una en determinado periodo, se puede generar con la clasificación de la dai. Se preten-
de monitorear el comportamiento policial para detectar focos rojos, es decir, los tipos de 
conductas irregulares más frecuentes, lo que permite a la dai enfocar sus esfuerzos pa-
ra combatirlos. Por esto, una construcción incorrecta del sistema de categorías en el que 
se sustenta la clasificación y el registro de las quejas ciudadanas se traduciría automática-
mente en una apreciación incorrecta del fenómeno de la corrupción policial, y sería im-
posible monitorear de manera efectiva el comportamiento de los policías y obtener una 
imagen precisa de sus patrones de conducta. 

Conclusiones

He presentado aquí los argumentos teóricos que nos servirán para valorar las clasifica-
ciones que usa el Ayuntamiento de Guadalajara para registrar las conductas irregula
res de la policía. Son los parámetros con los que se verificará su calidad. La intención es 
poder concluir si estos instrumentos institucionales están cumpliendo con la función 
que les corresponde. Lo que sigue, entonces, es poner en práctica lo que ya se ha afir-
mado sobre el tema de las clasificaciones. La intención es saber cuál es la razón de la 
clasificación, cuáles son los objetivos institucionales a los que ésta responde. Además, es 
necesario saber si está claro qué es lo que se va a clasificar, lo que equivale a tener un con-
cepto delimitado. Si la idea es clasificar conductas irregulares, éstas deben ser definidas 
y nombradas adecuadamente. Se trata de especificar qué propiedades comunes tendrán 
las conductas policiales que serán clasificadas. Por último, se analizarán las categorías a 
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la luz de los diez principios de Bunge (1999: 164), para ver si cumplen con los requisitos 
formales que este autor señala. 

Empezaré por definir el entramado institucional en el que se realiza la clasificación, 
cuáles son las dependencias encargadas de esta tarea, cuáles son sus fundamentos legales 
y cómo se desarrolla en la práctica. A continuación se expondrá el caso de estudio de la 
presente investigación, el objeto sobre el que se reflexionará aplicando los argumentos 
hasta aquí desarrollados.
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Capítulo III. Análisis del sistema de clasificación
establecido en el reglamento municipal

Diseño institucional de la clasificación de las conductas 
irregulares de la policía en el Ayuntamiento de Guadalajara

El Ayuntamiento de Guadalajara cuenta con diversos órganos para conocer y sancionar 
las faltas de sus servidores públicos; para el caso concreto de los policías adscritos a la Di-
rección General de Seguridad Pública de Guadalajara, ha creado la Dirección de Asuntos 
Internos (dai) y la Comisión de Honor y Justicia (chj). La dai tiene encomendado reci-
bir las quejas presentadas por los ciudadanos en contra de los policías, clasificarlas, inves-
tigarlas y elaborar una propuesta de resolución. A su vez, la dai le turna la propuesta de 
resolución a la chj, el órgano encargado de determinar la culpabilidad o la inocencia y la 
sanción al oficial. 

En el artículo 8 del Reglamento para Vigilar la Actuación de los Policías de Guadalaja-
ra, que es la reglamentación municipal aplicada por estos órganos, se señala que los objeti-
vos de la chj son combatir la corrupción y vigilar que la dai realice estudios para conocer 
las tendencias y estadísticas de la corrupción (véase el anexo). El artículo 10 establece los 
objetivos institucionales de la dai, entre los que resalta el de recibir e investigar las quejas 
que contra los elementos policiales interpongan los ciudadanos (véase el anexo). El artícu
lo 11 resalta la importancia de las funciones de prevención en las atribuciones de la dai, 
en particular la instrumentación de programas y estudios para determinar los patrones y 
tendencias de los actos de corrupción de la policía municipal (véase el anexo).

El marco jurídico del Ayuntamiento hace hincapié en la necesidad de contar con in-
formación de los actos de corrupción más frecuentes cometidos por los agentes de se-
guridad. El conocimiento de esos patrones de conducta de la policía, según se infiere del 
propio Reglamento, permite identificar puntos débiles en el sistema de prevención y cas-
tigo, así como en la formación profesional y ética de los elementos de seguridad. Todo 
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ello con el objetivo, según el reglamento orgánico municipal, de diseñar e instrumentar, 
con base en las técnicas más avanzadas, aquellos programas que se requieran para y detec-
tar a los elementos corruptos y prevenir que los haya. 

Para cumplir con los objetivos institucionales de conocer las tendencias de los actos 
de corrupción y elaborar el mapa de los patrones de conducta policial de mencionado en 
el Reglamento de la dai y la chj requieren un sistema para clasificar la información refe-
rente a los diferentes tipos de actos, que garantice un registro objetivo y preciso que no dé 
cabida a los sesgos que distorsionen la realidad. A partir de este sistema se podrán conocer 
realmente las variaciones en las quejas ciudadanas sobre actos corruptos. 

En el capítulo vi, artículo 13, el reglamento contiene un catálogo de conductas irre-
gulares denominadas “faltas”, atribuibles a los policías, y que dan lugar a sanciones ad-
ministrativas. Éste es el sistema de clasificación que la normatividad establecía en el año 
2003, que por cierto, continúa vigente con pequeñas modificaciones. A continuación se 
reproduce dicho artículo:

Capítulo vi
De las faltas

	Artículo 13.- El acto u omisión que produce responsabilidad para algún o algunos elementos 
operativos de la Dirección General y cuya competencia corresponde conocer a la Comisión 
de Honor y Justicia, se dispone como falta grave, misma que es aquella que se ajuste a cual-
quiera de los siguientes supuestos: (Reforma aprobada en sesión ordinaria del Ayuntamien-
to celebrada el 28 de agosto del 2003 y publicada el Suplemento de la Gaceta Municipal el 
día 06 de octubre del 2003).
i.- Ocultar su gafete o no decir su número de placa o de patrulla, al público que lo solicite. 
ii.- No acatar las disposiciones que emita el Departamento Jurídico adscrito a la Dirección 
General de Seguridad Pública de Guadalajara, la Dirección de Asuntos Internos o la Comi-
sión de Honor y Justicia, obstruyendo o entorpeciendo las investigaciones e integración de 
los procedimientos administrativos. 
iii.- Utilizar rigor, palabras, actos o ademanes ofensivos hacia los particulares. 
iv.- Efectuar sus funciones fuera del área que se le haya asignado, cuando tal conducta tenga 
como fin la comisión de hechos ilícitos u otras conductas irregulares. 
v.- Facilitar el vestuario, equipo, placas, gafetes, insignias u otros implementos del uniforme, 
propios o ajenos, para que los utilice persona ajena a la corporación. (Reforma aprobada en 
sesión ordinaria del Ayuntamiento celebrada el 28 de agosto del 2003 y publicada el Suple-
mento de la Gaceta Municipal el día 06 de octubre del 2003). 
vi.- Escandalizar, estando dentro o fuera del servicio. (Reforma aprobada en sesión ordina-
ria del Ayuntamiento celebrada el día 26 de mayo del 2005 y publicada en el Suplemento de 
la Gaceta Municipal el 24 de junio del 2005). 
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vii.- Actuar con negligencia o descuido en el uso o manejo del armamento. 
viii.- Poner en riesgo a los particulares por imprudencia, descuido, negligencia o abandono 
en el servicio. 
ix.- Encubrir hechos que puedan constituir infracciones o delitos. 
x.- Revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga conocimiento con motivo de su 
servicio, cuando con esa conducta se ponga en peligro la seguridad pública o se pretenda 
conseguir cualquier tipo de beneficio por sí o por interpósita persona. 
xi.- Omitir información, presentar cualquier documento alterado o proporcionar infor-
mación falsa que distorsionen la verdad, para lograr beneficios para sí o para interpósita 
persona. 
xii.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los ciudadanos a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de la prestación del servicio. 
xiii.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los particulares a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de no cumplir con sus funciones y obligaciones 
como policía. 
xiv.- Cubrir un servicio de patrullaje sin estar ajustado en fatigas de servicio, cuando tal con-
ducta tenga como fin la comisión de ilícitos u otras conductas irregulares. 
xv.- Realizar detenciones sin causa justificada o cuando no se den los presupuestos de de-
recho para llevar a cabo detenciones, contemplados en el Reglamento de Policía y Buen 
Gobierno del Municipio de Guadalajara, y en los demás ordenamientos aplicables en la 
materia. 
xvi.- Atentar en contra de los bienes y derechos de los particulares. 
xvii.- Atentar contra la integridad física de las personas, siempre y cuando el elemento no 
actúe en legítima defensa o en el ejercicio de sus funciones. 
xviii.- Proferir amenazas en contra de los particulares. 
xix.- Dar motivo razonable a pérdida de confianza; y 
xx.- El desacato injustificado a la orden de comparecencia emitida por la Dirección de 
Asuntos Internos; y (Reforma aprobada en sesión ordinaria del Ayuntamiento celebrada el 
28 de agosto del 2003 y publicada el Suplemento de la Gaceta Municipal el día 06 de octu-
bre del 2003).
xxi.- Las demás, que a juicio de la Comisión, afecten el buen desempeño del cuerpo ope-
rativo. (Reforma aprobada en sesión ordinaria del Ayuntamiento celebrada el 28 de agosto 
del 2003 y publicada el Suplemento de la Gaceta Municipal el día 06 de octubre del 2003.) 
Para efectos del presente reglamento se consideran como faltas graves las conductas seña-
ladas en las fracciones iii, xvii y xviii aun cuando el elemento las realice encontrándose 
fuera del servicio. (Reforma aprobada en sesión ordinaria del Ayuntamiento celebrada el 
día 26 de mayo del 2005 y publicada en el Suplemento de la Gaceta Municipal el 24 de ju-
nio del 2005).
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Este sistema de categorías es diseño institucional del Ayuntamiento de Guadalajara. 
Si por diseño institucional se define el conjunto de normas que rigen el funcionamiento 
de una organización, es posible decir que el artículo 13 es parte de un diseño institucional 
tendiente a sancionar las conductas irregulares y a mantener a la organización llamada Po-
licía de Guadalajara en rangos aceptables de honestidad. Dicho artículo define lo que se 
entenderá por “falta” (“acto u omisión que produce responsabilidad para algún elemento 
operativo”) y después presenta las distintas categorías de “faltas” que existen.

El catálogo de faltas es al mismo tiempo un sistema de categorías y, por tanto, un mé-
todo de clasificación de la información. La información recabada de las quejas ciudada-
nas puede registrarse según la categoría o el tipo de falta de que se trate. La frecuencia en 
las categorías indicaría el patrón de conducta de la policía.

Ambigüedad conceptual en la clasificación
del Ayuntamiento de Guadalajara

Desde el punto de vista conceptual, el diseño institucional de los artículos del 8 al 13 del 
Reglamento presenta algunas ambigüedades. Primero, el concepto “falta” del el artículo 
13 no coincide con el de “corrupción” usado en los artículos ocho, 10 y 11, para definir el 
problema que se debe combatir y prevenir, y que es el objetivo institucional de la dai y la 
chj. El artículo 13 contempla las diversas categorías particulares de “faltas”, pero en nin-
gún momento se habla de categorías de “corrupción”, siendo que los demás artículos, de 
manera reiterada y explícita, establecen como objetivo de los dos órganos la prevención y 
el combate de los distintos actos de corrupción policial. 

En el artículo ocho se menciona que la misión institucional de la chj es combatir la 
corrupción; en tanto el artículo 10, en sus fracciones x y xi, y el 11, refuerzan claramente 
la noción de que el objetivo de la dai es combatir y prevenir la corrupción (véase anexo). 
Pero a pesar de que estos artículos hacen referencia al término “corrupción”, el artículo 13 
en ningún momento hace alusión textual a la “corrupción” sino que denomina los actos 
irregulares como “faltas”. 

Conviene señalar que la ausencia de claridad conceptual y la carencia de conceptos 
con límites bien definidos, no son privativas de los órganos responsables de combatir y pre-
venir la corrupción, ni del mundo de la intervención en donde se diseñan y evalúan las po-
líticas públicas respectivas. En realidad, el concepto “corrupción” aún es motivo de debates 
conceptuales inacabados en el ámbito de la academia. Puede decirse que no existe una defi-
nición tal que satisfaga a los estudiosos del tema, que goce de pleno consenso. La situación 
no es distinta para la categoría “corrupción policial”. Una revisión de la literatura nos indica 
que los avances en este campo son cortos. Los textos manejan distintas categorías; unos re-
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curren al término “abuso” y otros al de “corrupción” para englobar los actos de la policía que 
la normatividad del Ayuntamiento denomina como “falta”. Por tanto, es necesario explorar 
los límites de los tres conceptos y sus repercusiones en su sistema de clasificación. 

Por lo anteriormente expuesto, a continuación serán analizados los conceptos falta, 
abuso de autoridad, corrupción policial. La finalidad es analizar si las conductas considera-
das irregulares actualmente en el reglamento de Guadalajara, tienen relación con los concep-
tos citados, así como observar las similitudes y diferencias conceptuales que nos permitan 
vislumbrar cuál de los conceptos puede ser más útil y adecuado para comprender el porqué 
de las irregularidades cometidas por los policías contra de los ciudadanos. 

El concepto “falta”

Si se atiende a las acepciones genéricas dadas por los autores consultados, el vocablo falta 
es sinónimo de infracción y de contravención. Los tres términos se usan de forma indistinta 
para designar “aquel acto u omisión que viola o incumple con una norma, ley o tratado”.

En el Diccionario Jurídico Mexicano (2005: 1673), Vidal Riverollo señala que la falta 
“se relaciona estrechamente con la palabra ‘contravención’, que proviene del latín trans­
gressio y con violatio, que se identifican con infracción y violación; el agente de la falta es el 
trasgresor, el quebrantador de la ley”. Si se atiende a esta definición genérica, el concepto 
“falta” designa y engloba aquellas conductas de los policías que se consideran impropias, 
que se observan como una transgresión o contravención y que, por tanto, se deben san-
cionar. Si el Ayuntamiento emplea así este vocablo, entonces las conductas descritas en 
el artículo 13 del reglamento (transcrito líneas arriba) pueden ser consideradas como 
“faltas”. 

Quizá la única salvedad la constituyan las fracciones xix y xxi, que a la letra di-
cen: “xix.- Dar motivo razonable a pérdida de confianza; y xxi. Las demás, que a juicio de 
la Comisión, afecten el buen desempeño del cuerpo operativo”. Estas fracciones no descri-
ben conductas concretas, por lo que es difícil determinar si se corresponden o no con 
el concepto “falta”. Pero en esencia, si se toma en cuenta la acepción genérica de “falta”, 
entonces conceptualmente tendrían cabida 19 de las 21 fracciones del artículo. No obs-
tante, si se considera una acepción diferente, que a continuación se presenta, el análisis 
se hace más complejo.

De acuerdo con los diccionarios jurídicos consultados, el vocablo “falta”, además de 
su acepción genérica, tiene una más específica. En la tradición jurídica latina, específica-
mente la francesa, este término pertenece a la distinción tripartita que se hace de las in-
fracciones penales. Históricamente, el derecho penal francés y su respectivo Código han 
catalogado las infracciones penales en tres tipos, en función de su gravedad. En primer 
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lugar, los crímenes (que son las infracciones más graves, generalmente las que atentan 
contra la vida, la integridad física, la libertad); en segundo, los delitos (infracciones pena-
les de mediana gravedad, como las que atentan contra la propiedad); por último, las faltas 
(infracciones de menor gravedad, que por lo regular sólo atentan contra disposiciones o 
bandos de policía, es decir, con lo relacionado con el orden público). Así lo refiere el Dic-
cionario Jurídico Mexicano (2005: 1673): “Desde la segunda mitad del siglo xviii se for-
muló la clasificación tripartita en crímenes, delitos y faltas. Los primeros fueron los que 
lesionaban los derechos naturales, como la vida y la libertad; los delitos afectaban los 
derechos creados por el contrato social, como la propiedad; y las contravenciones (faltas) 
infringían los reglamentos y disposiciones de policía y gobierno”. Esta acepción particular 
del vocablo falta, está relacionada con actos veniales, que no merecen sanción rigurosa. El 
jurista español Guillermo Cabanellas (1989: 16) ofrece la siguiente definición: la falta es 
la “contravención ya sea de policía o de disciplina, ya sea el denominado delito venial, la 
infracción castigada con pena leve en leyes y códigos”. Cabanellas llegó a asociar las faltas 
con “miniaturas de delitos”.

Por su parte, el jurista mexicano Rafael de Pina (1998: 286) define así el vocablo “fal-
ta” en su Diccionario Jurídico: “infracción (…) que por su escasa trascendencia se sanciona 
levemente”. Vidal Riverollo argumenta en el Diccionario Jurídico Mexicano (2005: 1673) 
que: “Los teóricos (…) al hacer la clasificación del delito conforme a diversos puntos de 
vista, no dejan de incluir el que atiende a su gravedad, y dentro de este enfoque hacen la 
división de crímenes, delitos y faltas, y reservan a esta última la gravedad más leve por tra-
tarse de una infracción a los reglamentos de policía y buen gobierno, de tal forma que no 
queda en el campo del derecho penal”.

La primera interrogante que nos surge es: ¿los actos irregulares que el reglamento de 
la policía denomina como “faltas”, son de la misma naturaleza que las infracciones a los re-
glamentos y ordenanzas de policía y buen gobierno? Cuando un policía se excede o actúa 
en contra de sus funciones, ¿se ponen en riesgo los mismos bienes jurídicos, y en la mis-
ma intensidad, que cuando alguien infringe un reglamento de policía y buen gobierno? 
En principio nos parece que no es así. La mayoría de las irregularidades cometidas por los 
policías es de infracciones de naturaleza distinta o, en todo caso, de mayor trascendencia 
que las infracciones a bandos de policía y buen gobierno.

El derecho mexicano ha retomado parcialmente la categorización de las infraccio-
nes, en atención a que la legislación penal establece una categorización bipartita y no tri-
partita: el concepto crimen no existe, sino únicamente el de delito (que engloba lo que para 
la tradición francesa serían tanto las infracciones graves, como las de mediana gravedad) 
y el de “falta” (que se usa para designar infracciones menores). 

Con base en los conceptos revisados de los autores consultados, puede decirse que, 
en teoría, un criterio que distingue a las faltas de los delitos (y de los crímenes, donde esta 
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categoría existe), es la gravedad o la trascendencia de la conducta, ya sea por el tipo de 
bienes jurídicos contra los que atenta, o por el grado de afectación que éstos sufren. Ca-
be decir aquí que en algunos países, como por ejemplo España o Francia, el concepto de 
“falta” sí está contenido en el Código Penal, por lo que sí entra en el campo penal. No así 
en México, donde está separado del Código y se encuentra contenido en los reglamen-
tos, por lo que efectivamente —como dice Vidal Riverollo— no está considerado co-
mo perteneciente al campo penal. En México incluso, comúnmente se dice que también 
ése es un criterio de distinción entre los delitos y las faltas: que sólo los primeros están 
contenidos en el Código Penal. El derecho mexicano utiliza el concepto “delito” para de-
nominar las infracciones a dicho Código (que serían conductas de mayor gravedad que 
las faltas); mientras que el concepto “falta” se refiere a las infracciones a los reglamentos 
o a los bandos de policía y buen gobierno (que serían conductas de menor gravedad que 
los delitos).

En nuestro país son distintas las autoridades facultadas para conocer de uno y 
de otra. Cuando se trata de la comisión de un delito, le corresponde resolver a la au-
toridad jurisdiccional. Pero ante la comisión de una “falta”, debe actuar la autoridad 
administrativa. Para el caso que nos ocupa, siendo el Ayuntamiento una autoridad admi-
nistrativa, que no jurisdiccional, estaría imposibilitado para resolver en materia de in-
fracciones al Código Penal, en tanto que los reglamentos que expide, formalmente no 
pueden recurrir al vocablo “delito”. 

Este criterio de distinción explicaría, en parte, el hecho de que el reglamento para vi-
gilar la actuación de los policías de Guadalajara —expedido por el Ayuntamiento— de-
nomine como “faltas”, las conductas que habrán de conocer y sancionar la dai y la chj, 
cuya naturaleza sea administrativa y no jurisdiccional. Al aplicar el término “faltas”, obser-
va, desde el punto de vista formal, la asignación a una autoridad jurisdiccional y no a una 
administrativa, el conocimiento de delitos. Sin embargo, puede apreciarse que varias de 
las conductas que describe el reglamento, corresponden a las que el Código Penal denomi-
na delitos, aunque formalmente se les denomine “faltas” (para una discusión más amplia 
sobre el tema de las responsabilidades, véase el anexo).

Es decir, puede suceder que un ordenamiento enmarcado en el plano administrativo, 
como el reglamento para vigilar la actuación de los policías de Guadalajara, contenga con-
ductas que pueden ser equiparadas a los delitos contenidos en el Código Penal. Sólo para citar 
algunos ejemplos, me referiré a las siguientes “faltas” mencionadas en el citado reglamento: 
“viii.- Poner en riesgo a los particulares por imprudencia, descuido, negligencia o abandono 
en el servicio”. ¿No puede ser equiparada esa conducta al delito de abuso de autoridad que con-
templa la fracción iv del artículo 146 del Código Penal de Jalisco, que a la letra dice: “Cuando, 
indebidamente, retarde o niegue a los particulares la protección o servicio que tenga obliga-
ción de prestarles, o impida la presentación o el curso de una solicitud (…).”
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Otro ejemplo de conductas contenidas en el reglamento que a la vez pueden ser equi-
paradas a conductas descritas por el Código Penal de Jalisco, es la que sigue: “ix.- Encubrir 
hechos que puedan constituir infracciones o delitos”. ¿Qué no se trata de la conducta que 
para el Código Penal para el estado de Jalisco, en su artículo 263, es el delito de encubrimien­
to? Véase el artículo que comento:

Se impondrán de un mes a tres años de prisión al que, después de la ejecución del delito y 
sin haber tenido en éste alguna de las intervenciones señaladas en el artículo 11, ayude en 
cualquiera forma al responsable a eludir las investigaciones de la autoridad correspondien-
te o a substraerse a la acción de ésta, u oculte, altere, destruya o haga desaparecer los rastros, 
pruebas, instrumentos u objetos del delito o asegure para sí, o para el inculpado, el producto 
del mismo.

Y hay más:

x.- 	Revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga conocimiento con motivo de su 
servicio, cuando con esa conducta se ponga en peligro la seguridad pública o se pretenda 
conseguir cualquier tipo de beneficio por sí o por interpósita persona. 
xi.- 	Omitir información, presentar cualquier documento alterado o proporcionar infor-
mación falsa que distorsionen la verdad, para lograr beneficios para sí o para interpósita 
persona. 
xii.- 	Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los ciudadanos a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de la prestación del servicio. 
xiii.-	 Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los particulares a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de no cumplir con sus funciones y obligaciones 
como policía. 

¿Acaso las anteriores fracciones del Reglamento no podrían ser encuadradas en la 
modalidad del delito de abuso de autoridad contemplada por la fracción vi del artículo 146 
del Código Penal, que reza así: “Cuando obtenga de un subalterno parte o todo el sueldo 
de éste, le exija dádivas u otro servicio indebido (…)”?, ¿o con la modalidad de la frac-
ción vii, que dice así: “Cuando aproveche el poder y autoridad propias del empleo, car-
go o comisión que desempeñe, para satisfacer, indebidamente, algún interés propio o de 
cualquiera otra persona, que no sea de orden económico (…)”?, ¿o incluso con el delito 
de cohecho? 

En este mismo orden de argumentación: “xvi.- Atentar en contra de los bienes y de-
rechos de los particulares”. Cuando el policía atenta contra los bienes de una persona, ¿tal 
conducta no se trata del delito de daño en las cosas, o de robo? Asimismo: “xvii.- Atentar 
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contra la integridad física de las personas, siempre y cuando el elemento no actúe en legí-
tima defensa o en el ejercicio de sus funciones”, ¿no puede traducirse, por ejemplo, en el 
delito de lesiones?, y por último: “xviii.- Proferir amenazas en contra de los particulares”, 
¿no es esto el delito de amenazas descrito por el Código Penal?

Lo que se debe remarcar es que, de conformidad con el régimen de responsabilidades 
de los servidores públicos, puede ocurrir que cuando un policía, por ejemplo, le roba sus 
pertenencias a un ciudadano, se trata de la violación del Código Penal, ante la configuración 
de una de las conductas contempladas en éste como delito, pero simultáneamente el acto 
constituye una violación de las leyes de responsabilidades y de los reglamentos que deter-
minan las “faltas administrativas” cometidas por los servidores públicos en el ejercicio de 
sus funciones (como el reglamento para vigilar la actuación de los policías de Guadalaja-
ra). Así pues, el criterio que en teoría diferencia los delitos de las faltas, que es la gravedad 
de la conducta, queda incumplido, ya que —como se dijo líneas arriba—, la misma con-
ducta puede ser considerada a la vez un delito y una falta. 

Puede argumentarse en favor o en contra de que una misma conducta sea perseguida 
por dos vías distintas. A pesar de que se trata de un asunto importante, no es la intención 
tomar aquí una postura sobre la utilidad y la pertinencia del régimen de responsabilidades 
de los servidores públicos que permite tal situación. El objetivo es mostrar la importan-
cia de elegir y definir adecuadamente el concepto que englobe y defina con precisión las 
conductas que habrán de ser incluidas en el sistema de categorías.

En lo que concierne particularmente al concepto “falta”, lo relevante es que se en-
tiende que el reglamento utilice el vocablo “faltas”, pues al parecer lo hace para respetar, 
desde el punto de vista formal, la distinción entre “faltas” y “delitos”, que establece que un 
reglamento (al encontrarse en el campo administrativo) sólo pueden tratar con “faltas”. 
Es factible pensar también que se basa en el régimen de responsabilidades de los servido-
res públicos que denomina “faltas” a las irregularidades administrativas cometidas por los 
servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, desde el punto de vista 
práctico se incumple con la distinción según la cual, la diferencia entre falta y delito está 
determinada por la gravedad de la conducta. 

Por otra parte, si se tomara la acepción de “falta”, según el criterio que establece 
que son las conductas impropias menos graves, vemos que el artículo 13 del regla-
mento denomina “faltas”, conductas que difícilmente podrían ser consideradas leves, 
o que son iguales a ciertos delitos. Así, por ejemplo, la fracción “iii.- Utilizar rigor, pa-
labras, actos o ademanes ofensivos hacia los particulares”. Por “utilizar actos ofensivos 
hacia los particulares” (independientemente de su mala formulación, o quizá debido 
a ello), bien puede entenderse que se trata de acciones que pudieran poner en riesgo la 
vida o la integridad física del ciudadano. Por ello, no podría ser considerado como de 
escasa gravedad.
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La fracción “vii.- Actuar con negligencia o descuido en el uso o manejo del arma-
mento”, se refiere a una acción que pudiera poner en riesgo la vida y la integridad física de 
los ciudadanos, de ahí que tampoco pueda ser considerado como asunto de poca trascen-
dencia. Ya sea por la naturaleza del acto que se describe, ya sea por sus posibles efectos, lo 
mismo puede decirse de las siguientes fracciones:

ii.- 	No acatar las disposiciones que emita el Departamento Jurídico adscrito a la Dirección 
General de Seguridad Pública de Guadalajara, la Dirección de Asuntos Internos o la Comi-
sión de Honor y Justicia, obstruyendo o entorpeciendo las investigaciones e integración de 
los procedimientos administrativos.
iv.- 	Efectuar sus funciones fuera del área que se le haya asignado, cuando tal conducta tenga 
como fin la comisión de hechos ilícitos u otras conductas irregulares.

Es evidente que estas conductas referidas en las fracciones y los ejemplos citados an-
teriormente no se pueden considerar de poca trascendencia. Cuando un policía incurre 
en alguna de estas conductas, bien pueden estar en riesgo la vida, la integridad física, los 
bienes o la seguridad jurídica de los ciudadanos, e incluso pueden actualizarse los ele-
mentos de conductas consideradas por el Código Penal como delitos. Con ello se rompe el 
criterio dado por las definiciones citadas, en el sentido de que las faltas son menos graves 
que los delitos. Quizá las únicas fracciones del citado artículo 13 que pudiesen correspon-
der con la acepción particular del concepto “falta”, debido a su poca gravedad, serían:

i.- Ocultar su gafete o no decir su número de placa o de patrulla, al público que lo solicite.
v.- Facilitar el vestuario, equipo, placas, gafetes, insignias u otros implementos del uniforme, propios o 
ajenos, para que los utilice persona ajena a la corporación. 
vi.- Escandalizar, estando dentro o fuera del servicio.

Respecto a las dos fracciones, la xix y la xxi, el argumento ya anotado líneas 
arriba sigue siendo válido: no definen conductas precisas, de ahí que no sea posible 
determinar si contienen o no los elementos que se están analizando. En suma, si nos 
apegamos a la acepción particular del concepto falta (en función de la gravedad de las 
conductas) sólo tres de las 21 fracciones del reglamento pudiesen corresponder estric-
tamente con la acepción particular del concepto “falta”. Para que existiera congruencia 
conceptual, es decir, se respetara el elemento que define las faltas en su acepción par-
ticular, en el catálogo debiesen figurar únicamente las conductas más veniales, las que 
no configuran delito alguno, en tanto que debiesen ser excluidas aquellas que atentan 
contra los bienes jurídicos de mayor importancia o que configuran algún delito conte-
nido en el Código Penal. 
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Aunque conviene decir que ello sería poco útil para un órgano que tiene encomen-
dado detectar y sancionar las irregularidades cometidas por los policías en contra de los 
ciudadanos, ya que como se dijo, la naturaleza de la función policial implica que las des-
viaciones que se pueden dar en el marco de la interacción entre ambos, pueden traducirse 
en graves violaciones a los derechos de los ciudadanos, no sólo en violaciones menores. 
Hay que recordar también que, por su naturaleza, la función policial puede dar lugar a 
que tales desviaciones fácilmente pongan en riesgo los más importantes bienes jurídicos 
de los ciudadanos. Al detentar la policía el uso de la fuerza, al ser un brazo armado del Es-
tado, en la interacción policía-ciudadanos constantemente están en juego no sólo aspec-
tos como la regularidad y el buen funcionamiento de la administración pública (de por sí 
importantes), ni tampoco únicamente el orden público sino, incluso, las garantías funda-
mentales de los gobernados, sus bienes jurídicos más valiosos como la vida, la integridad 
física, la propiedad.

A manera de recapitulación, los significados del vocablo “falta” en su acepción gené-
rica (al estar relacionado con los vocablos transgresión, contravención, violación) son tan 
amplios que bien pueden ser utilizados para designar y englobar las conductas que come-
ten los policías en contra de los ciudadanos. Pero si se apela a la clásica distinción entre 
delito y falta (en donde la “falta” está relacionada con infracciones de poco peso, de poca 
trascendencia), entonces no cuadraría conceptualmente casi la totalidad de las conductas 
descritas en el artículo 13.

El concepto “abuso de autoridad”

La expresión “abuso de autoridad” no aparece en ninguno de los artículos del reglamento 
para vigilar la actuación de los policías de Guadalajara. Sin embargo, es pertinente ana-
lizarla, ya que sí figura como una de las categorías del registro que en la práctica utiliza 
la dai. De hecho, es la categoría que durante el año 2003 resultó con mayor número de 
quejas (más de 50 por ciento del total de quejas registradas por la dai fue ubicado en la 
categoría “abuso de autoridad”). Además, no es extraño que este término sea utilizado 
por autoridades, prensa o ciudadanía, para referirse al mal comportamiento de los poli-
cías. Por estos, es importante analizar conceptualmente esta expresión. Hay que recordar 
que el objetivo del presente capítulo es ubicar las ventajas y desventajas que presentan los 
conceptos “falta”, “abuso de autoridad” y “corrupción policial” para designar y englobar las 
desviaciones de los policías en perjuicio de los ciudadanos. Desde el punto de vista gra-
matical, de conformidad con el Diccionario de la Real Academia Española (drae), abusar 
significa “usar mal, injusta, impropia o indebidamente de algo o de alguien”. Para Rafael de 
Pina (1998: 19), el abuso es: “el uso de una cosa o uso de un derecho en forma contraria 
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a su naturaleza y con una finalidad distinta de lo que sea lícito perseguir”. Mientras que en 
opinión de Couture, se trataría del “exceso o demasía en la realización de un acto”.

Hay que señalar aquí que las anteriores definiciones se refieren al “abuso” en gene-
ral (que puede ser cometido por cualquiera, es decir, bien puede tratarse de un abuso de 
un particular en contra de otro), no al abuso de autoridad en particular. El concepto “au-
toridad” es entendido gramaticalmente como “la potestad, facultad, el poder que tiene 
una persona sobre otra que le está subordinada, aquella persona revestida de algún poder, 
mando o magistratura” (López Betancourt, 2002: 315). Los agentes del Estado están re-
vestidos de autoridad porque, mediante el contrato social, la colectividad les ha conferido 
la potestad de dictar, ejecutar o aplicar las normas jurídicas. Debido a ello, los individuos 
que personifican a las instituciones del estado, son considerados como autoridades.

Así pues, el concepto “abuso de autoridad” está comúnmente reservado a quie-
nes forman parte de la estructura estatal, a los llamados funcionarios del estado (in-
dependientemente del nivel que ocupen en la jerarquía estatal y del tipo de actividad 
que desempeñen). Mientras que el abuso que comete un particular, es decir, quien no 
está considerado como autoridad pública por no tener potestad para dictar, ejecutar o 
aplicar leyes, es denominado abuso de derecho. El concepto “abuso de derecho” no goza 
de consenso entre los juristas. Más allá del debate sobre la pertinencia de que exista o 
no tal concepto, en lo sí que parece haber acuerdo por parte de los autores consultados, 
es en que se refiere a actos cometidos exclusivamente por funcionarios públicos, en el 
ejercicio de sus funciones, de ninguna manera por particulares. La expresión “abuso de 
autoridad” —que no los actos de esta naturaleza—, comenzó a ser utilizada a partir 
de la revolución francesa, según lo da a entender el español Fernando Díaz Palos en la 
Nueva Enciclopedia Jurídica (1975: 121).

Desde que la revolución francesa proclamó de modo dogmático los llamados derechos in-
dividuales, fue elaborándose la doctrina de las garantías jurídicas, base de todas las Consti-
tuciones modernas. Para que tales garantías no quedaran en mera declaración programática, 
se acudió a la fórmula de la división de poderes y, en consecuencia, se daba la posibilidad de 
recurrir contra las decisiones de la administración lesivas para el derecho o interés individual. 
Surge así el recurso de abuso de poder (…)

Es posible decir entonces que la expresión “abuso de autoridad” comenzó a emplear-
se en el siglo xviii para designar aquel recurso legal destinado a reclamar por las extra-
limitaciones cometidas en el ejercicio de sus funciones por parte de los individuos que 
personifican los poderes públicos. 

En los textos consultados hay por lo menos tres acepciones distintas para “abuso de 
autoridad”: una llamada “innominada”; y, específicamente dentro del campo penal, una 
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genérica y otra específica. La primera de las acepciones, la innominada, es comúnmente 
definida como un

Acto o actos que ejecuta un funcionario público cometiendo excesos, ya sea porque va más 
allá de aquello que la ley le autoriza hacer, en su contra, o bien porque causa daño o perjui-
cio intencionalmente a una persona o personas determinadas, escudándose en su carácter 
de funcionario público, agente del gobierno o sus comisionados independientemente de su 
categoría (López Betancourt, 2002: 316).

Una primera consideración a este respecto, es que el concepto “abuso de autoridad” 
(en cualquiera de sus acepciones) tiene la virtud de referirse siempre a las trasgresiones o 
contravenciones cometidas por individuos revestidos de autoridad pública, a diferencia 
del concepto “falta”, que de acuerdo con las definiciones ya analizadas, se puede referir a 
transgresiones o violaciones cometidas por cualquier individuo, no forzosamente fun-
cionarios públicos. En el caso de la acepción innominada, si se desglosan los elementos 
que componen la definición propuesta por López Betancourt, se ve que la mayoría de las 
conductas descritas en el artículo 13 del reglamento cuadra con este concepto. Éstos son 
los elementos de la definición:

•	 	El individuo que comete el acto debe ser funcionario público. 
•	 	El acto, ya sea que:
	 ° 		 vaya más allá de lo que la ley le permite al funcionario, es decir se extralimite; o
	 °	 vaya en contra de lo que la ley le permite.
•	 	El individuo utiliza su carácter de funcionario público para la comisión del acto.

Respecto al primer elemento de la definición, evidentemente las conductas descritas 
en las 21 fracciones del artículo 13 del reglamento reúnen el requisito, ya que textualmen-
te se dice en éste, que se trata de conductas cometidas por policías (quienes son funcio-
narios públicos). El segundo elemento de la definición se refiere a que el acto cometido 
por el funcionario debe representar una extralimitación de alguna de las funciones que 
tiene asignadas por ley (por ejemplo, utilizar la fuerza física en determinados casos y de 
forma proporcional; entonces se considera que se extralimita cuando lo hace sin que es-
tén dados los supuestos para emplear la fuerza o lo hace de forma desproporcionada o 
excesiva); o, que el acto debe ser contrario a las obligaciones y funciones que tiene asigna-
das (por ejemplo, una de las funciones del policía es cuidar que los ciudadanos no sufran 
daño o menoscabo en sus bienes, por lo que dañar o robar los bienes de un ciudadano es 
a todas luces contrario a las funciones del policía). Las siguientes fracciones del artículo 
13 se corresponden con alguno(s) de estos supuestos:
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	i.- Ocultar su gafete o no decir su número de placa o de patrulla, al público que lo 
solicite. 
ii.- No acatar las disposiciones que emita el Departamento Jurídico adscrito a la Dirección 
General de Seguridad Pública de Guadalajara, la Dirección de Asuntos Internos o la Comi-
sión de Honor y Justicia, obstruyendo o entorpeciendo las investigaciones e integración de 
los procedimientos administrativos. 
iii.- Utilizar rigor, palabras, actos o ademanes ofensivos hacia los particulares. 
iv.- Efectuar sus funciones fuera del área que se le haya asignado, cuando tal conducta tenga 
como fin la comisión de hechos ilícitos u otras conductas irregulares. 
v.- Facilitar el vestuario, equipo, placas, gafetes, insignias u otros implementos del uniforme, 
propios o ajenos, para que los utilice persona ajena a la corporación.
vii.- Actuar con negligencia o descuido en el uso o manejo del armamento. 
viii.- Poner en riesgo a los particulares por imprudencia, descuido, negligencia o abandono 
en el servicio. 
ix.- Encubrir hechos que puedan constituir infracciones o delitos. 
x.- Revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga conocimiento con motivo de su 
servicio, cuando con esa conducta se ponga en peligro la seguridad pública o se pretenda 
conseguir cualquier tipo de beneficio por sí o por interpósita persona. 
xi.- Omitir información, presentar cualquier documento alterado o proporcionar infor-
mación falsa que distorsionen la verdad, para lograr beneficios para sí o para interpósita 
persona. 
xii.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los ciudadanos a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de la prestación del servicio. 
xiii.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los particulares a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de no cumplir con sus funciones y obligaciones 
como policía. 
xiv.- Cubrir un servicio de patrullaje sin estar ajustado en fatigas de servicio, cuando tal con-
ducta tenga como fin la comisión de ilícitos u otras conductas irregulares. 
xv.- Realizar detenciones sin causa justificada o cuando no se den los presupuestos de de-
recho para llevar a cabo detenciones, contemplados en el Reglamento de Policía y Buen 
Gobierno del Municipio de Guadalajara, y en los demás ordenamientos aplicables en la 
materia. 
xvi.- Atentar en contra de los bienes y derechos de los particulares. 
xvii.- Atentar contra la integridad física de las personas, siempre y cuando el elemento no 
actúe en legítima defensa o en el ejercicio de sus funciones. 
xviii.- Proferir amenazas en contra de los particulares. 
xx.- El desacato injustificado a la orden de comparecencia emitida por la Dirección de 
Asuntos Internos;
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En cuanto a las fracciones que a continuación se citan, no forzosamente encuadran 
con la acepción innominada de abuso de autoridad, ya que, simplemente, no descri-
ben ninguna conducta precisa: “xix.- Dar motivo razonable a pérdida de confianza”; y 
“xxi.- Las demás, que a juicio de la Comisión, afecten el buen desempeño del cuerpo 
operativo”. 

Por último, en lo que concierne al tercer elemento de la definición, que señala que el 
acto debe ser cometido por el individuo en su carácter de funcionario público, todas las 
fracciones del artículo 13 cuadran con ese elemento, salvo la “vi.- Escandalizar, estando 
dentro o fuera del servicio”. Si el policía está fuera del servicio, entonces esa conducta no 
cuadraría con la de la definición de “abuso de autoridad”.

Para recapitular, si se toma la acepción innominada de “abuso de autoridad”, 18 de las 
21 conductas descritas en el artículo 13 del reglamento, cuadran conceptualmente. No así 
tres de ellas. Así pues, si se optara porque abuso de autoridad fuera el concepto que desig-
nara y englobara las conductas reprochables cometidas por los policías en contra de los 
ciudadanos, se deberían excluir o redactar de forma más clara aquellas conductas que no 
quedan englobadas en el concepto. 

Además de la acepción analizada, existen otras definiciones de abuso de autoridad, 
que están ubicadas en el derecho penal. 

En el sistema del derecho penal —agrega Maggiore— el abuso de autoridad tiene dos fun-
ciones: una genérica y otra específica. Puede adherirse a cualquier hecho para cuya consu-
mación se haya valido el agente de su calidad de funcionario público; y puede originar un 
delito aparte, es decir, un hecho que, por su gravedad, se convierte en objeto especial de 
acriminación. O que le confiere gravedad especial al hecho y lo hace elevarse al título parti-
cular de delito, es el fin de lucro, la venalidad demostrada del funcionario público, como en 
el peculado, la concusión, la corrupción (López Betancourt, 2002: 316).

Lo que dice Maggiore es que dentro del derecho penal, la acepción genérica se mate-
rializa cuando el funcionario público comete cualquier delito apoyándose en, o valiéndose 
de la autoridad que tiene conferida. Esta acepción opera en algunas legislaciones penales 
—como en la española— como una agravante. Es decir, si un funcionario comete un deli-
to, por ejemplo el de robo, y se demuestra que se valió de su autoridad como medio para la 
comisión de ese delito, entonces el abuso de autoridad opera como una agravante del deli-
to de robo. Mientras que en la acepción específica definida por Maggiore se trata de conduc-
tas que son consideradas como un delito en sí mismo, como por ejemplo el de cohecho, 
concusión, peculado. 

En el mismo sentido, Sebastián Soler, también citado por López Betancourt, refiere: 
“Muchos son, en efecto, los delitos que lo contienen (el abuso de autoridad), pero que al 
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lesionar simultáneamente otros bienes jurídicos aparte del puro interés en la regularidad 
y legalidad del acto, adquieren una fisonomía propia y mayor gravedad; el prevaricato, la 
corrupción, la malversación (…)” (López Betancourt, 2002: 316). En el mismo tenor, 
García Iturbe opina: “El abuso de los poderes o facultades de los empleados públicos pue-
de constituir un título de delito autónomo, como en la concusión o en la corrupción de 
funcionarios o en el mismo peculado (…)” (López Betancourt, 2002: 318). Así pues, 
de acuerdo con Maggiore, Soler y García Iturbe, en el abuso de autoridad en su acepción 
específica (dentro del derecho penal), es la finalidad de lucro lo que confiere especial gra-
vedad al acto; es lo que hace que se eleve al rango de delito particular, como el peculado, 
el cohecho, entre otros. 

Con base en lo anterior se puede decir que para el caso del reglamento del Ayun
tamiento, la acepción específica de abuso de autoridad es aún menos útil que la acepción 
genérica, ya que si se le utilizara, habría que dejar en el Reglamento únicamente aquellos 
actos en que es patente el fin de lucro por parte del policía, cuando actualmente están con-
tenidos en el artículo 13 reglamento, diversas conductas que no entrañan necesariamente 
el lucro por parte del policía. Las fracciones que tendrían cabida, porque hacen alusión a 
la obtención de alguna ganancia o beneficio, son sólo cinco de las 21 que componen el 
artículo 13 del reglamento:

x.- 	Revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga conocimiento con motivo de su 
servicio, cuando con esa conducta se ponga en peligro la seguridad pública o se pretenda 
conseguir cualquier tipo de beneficio por sí o por interpósita persona.
xi.- 	Omitir información, presentar cualquier documento alterado o proporcionar infor-
mación falsa que distorsionen la verdad, para lograr beneficios para sí o para interpósita 
persona. 
xii.- 	Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los ciudadanos a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de la prestación del servicio. 
	xiii.-	 Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los particulares a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de no cumplir con sus funciones y obligaciones 
como policía. 
	xvi.- 	Atentar en contra de los bienes y derechos de los particulares. 

De tal forma, si se recurriera a la acepción específica de abuso de autoridad, se debe-
rían definir de otra manera las conductas del citado artículo, para hacer evidente que con 
cada una de ellas el policía obtiene una ganancia; de otra forma deberían ser excluidas 16 
de las 21 fracciones por no cuadrar con los elementos conceptuales. 
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El concepto “corrupción policial”

Como ya se dijo, en el reglamento municipal se estipula que la dai y la chj tienen por 
objeto prevenir, investigar, conocer y sancionar la corrupción de los policías adscritos al 
Ayuntamiento de Guadalajara. Por ello, abordaré a continuación el concepto “corrupción 
policial”, aunque en el mundo académico, esta expresión aún es objeto de debates concep-
tuales inacabados.

El origen etimológico de la palabra “corrupción” proviene del latín corrumptĭo, que 
significa “echar a perder”. Históricamente el término se ha utilizado en dos sentidos: en 
uno amplio como equivalente de destrucción, devastación o adulteración de un mate-
rial orgánico; y en uno más particular, relacionado con una actividad humana especifica, 
cuando una persona, una institución o un país no funcionan o no cumplen los roles que 
deberían o para los cuales fueron establecidos, actuando en sentido contrario, perdiendo 
lo que Aristóteles llamaba “su propia naturaleza”.

El sentido más particular —el que se refiere a la actividad humana— es manejado 
desde la antigüedad por pensadores como Platón, Aristóteles y Tucídides, aunque a dife-
rencia de las acepciones más modernas, ellos hacían alusión a la capacidad de la comunidad 
para perseguir el bien común y la justicia. En la Routledge Enciclopedia of Philosophy, Mark 
Philp (1998: 275) señala que, en contraste con muchas de las definiciones propuestas por 
los teóricos modernos, para los autores clásicos el corazón de la corrupción no lo constituían 
los casos o hechos concretos en que se perseguía el beneficio personal (como por ejemplo la 
extorsión, el soborno), sino que lo central lo constituía la “sistemática subversión de las prác-
ticas, instituciones y creencias compartidas por la sociedad”. En aquel entonces la corrup-
ción era vista como la descomposición generalizada de los valores comúnmente aceptados, 
y no tanto de actos individuales. Para los clásicos había sistemas, sociedades corruptas, mas 
no precisamente individuos corruptos. Pero este pensamiento fue modificándose a lo largo 
del tiempo. El paradigma cambió. De tal suerte que en la actualidad la corrupción es vista 
más en términos de conductas o hechos cometidos por individuos concretos: “Las concep-
ciones clásicas que se centran en la vitalidad moral de la sociedad en su conjunto, han dado 
lugar a definiciones modernas basadas en la ‘clasificación de las conductas’, en las que se mi-
de las acciones específicas con una variedad de criterios” ( Johnston, 1998: 1).

El cambio de paradigma ha generado diversas definiciones; la más difundida fue acu-
ñada en el año de 1931 y considera que la corrupción es “el abuso de la función pública 
en pos de un beneficio privado” (Alba, 2001). Andrés Roemer (en Carbonell, 2003: 246) 
dice que la definición moderna más sencilla es: “El abuso del poder público para el bene-
ficio privado”.

Si bien en estos días existe un relativo consenso en torno a las anteriores definicio-
nes, como ya se dijo, aún son motivo de debates conceptuales. Evidentemente el objeti-
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vo aquí no es resolver la discusión, pero es importante exponer a grandes rasgos algunos 
de los elementos que se debaten en la actualidad, ya que esencialmente giran en torno a 
lo que debe ser considerado o no como corrupción. Claudio Orrego (2000: 1) advierte 
que existe un relativo consenso en cuanto a que la corrupción implica abuso de poder 
o de recursos públicos para beneficio privado, pero anota que existen dificultades en el 
momento de “enumerar comprehensivamente las conductas concretas que debieran ser 
consideradas parte de la corrupción”. En opinión de Johnston, las dificultades surgen en el 
momento de pretender definir qué se entiende por público, por privado y por abuso.

Otro factor que torna difícil una definición precisa y única de la corrupción, es la di-
versidad de formas que ésta adopta:

Las visiones modernas sobre corrupción comprenden tanto actos ilícitos que reportan be-
neficio pecuniario como de cualquier otro tipo (amistad, estatus, político), extendiéndose a 
situaciones de muy diversa naturaleza en que pueda existir algún conflicto de interés o uso 
indebido del cargo público. Esto, que demuestra cómo el ámbito de la corrupción se encuen-
tra hoy lejos de abarcar sólo distintas formas de soborno, hace aún más difícil formular una 
definición clara y comprehensiva del término (Orrego, 2000: 2).

En muchos casos, el beneficio económico o material no es tan evidente ni directo, 
por ejemplo, en aquellos de conflicto de intereses o de abuso, sin que medie un beneficio 
económico. También complican la conceptualización las distintas naturalezas y los diver-
sos ámbitos de la corrupción: no es igual la corrupción administrativa (que generalmen-
te es más individual), que la política (que tiene un carácter más sistémico y corporativo). 
Tampoco es igual la pública que la privada; e incluso, en la corrupción que está vinculada 
con el Estado pueden existir formas diversas.

La corrupción es un concepto polisémico, cuya significación dependerá del criterio que cada 
autor tenga sobre el problema (…) nunca podrá satisfacerse todas las expectativas que los 
estudiosos de este problema tengan respecto a su modo de definirla. De ahí que cualquier es-
fuerzo definitorio deba partir de ese presupuesto para no caer en una discusión interminable 
(…) (Arroyo, 2005: 14).

Las dificultades conceptuales están igualmente presentes al hablar de la corrupción 
policial en específico. Tim Newburn (1999: 4) afirma al respecto: “El término ‘corrup-
ción policial’ ha sido usado para describir muchas actividades: soborno, violencia y bru-
talidad; fabricación y destrucción de evidencia; racismo; y, favoritismo o nepotismo. Los 
autores difieren en cuanto a la amplitud de la definición que están dispuestos a aceptar”. 
Este autor observa que existe una “competencia” entre definiciones. Por un lado están las 
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más amplias (que también podrían ser vistas como más incluyentes), que identifican la 
corrupción policial con actos “desviados, deshonestos, impropios, contrarios a la ética…” 
(Roebuck y Barker, 1974: 424). Y por otros, las más estrechas o reducidas (que también 
podrían ser vistas como más precisas), como la que propuso James Q. Wilson en 1963. 
Él hace una distinción entre aquellas acciones como el aceptar un soborno (que conside-
ra como formas prototípicas del comportamiento corrupto), y actividades como el robo 
(que Wilson consideraba cualitativamente distintas a las anteriores, ya que las veía como 
criminales, pero no como corruptas). 

En la distinción que hace James Q. Wilson para determinar lo que debe ser consi-
derado como corrupción policial, el criterio es el aprovechamiento con ventaja o abuso, 
o no, de la autoridad policial. Esto es, si bien las conductas que describe Wilson (aceptar 
soborno y robar) son criminales, la diferencia cualitativa entre ambas radica en que el 
aceptar un soborno implica la “explotación” de la autoridad de policía, no así el robo, ya 
que para robar no se requiere forzosamente ser oficial de policía. Entonces, desde la pers-
pectiva por él propuesta, el requisito para considerar un acto como corrupción policial, es 
que éste debe ejecutarse en el “curso de las ocupaciones” propias del policía, e implica la 
mala utilización o “explotación” de la autoridad propia del policía. Newburn (op. cit.: p. 6) 
refiere la siguiente explicación de Klockars: “si los oficiales de policía roban de la escena 
del crimen (…) son corruptos. Si roban algo de sus familiares, de sus amigos, de tiendas 
o de domicilios sin cubrirse en su rol de policía, son simples ladrones”.

De acuerdo con Newburn (1999: 6), hay un relativo consenso respecto a que la 
corrupción policial implica un “abuso de la posición” que ocupa el policía. Concluye sobre 
este punto: “Aquí tenemos un elemento a incluir en una definición: la explotación o mal 
uso de la autoridad”. Y continúa precisando aún más los elementos que debe contener una 
definición de corrupción policial. En su opinión, mediante esta “explotación” o el “mal uso”, 
lo que se corrompe es la “confianza especial” de que está investida la función policial y de 
la que gozan los oficiales. Nos recuerda que Klockars (1977) aseveraba que la “confianza 
especial” puede ser vulnerada cuando el acto corrompe los fines que tiene asignados la po-
licía, y cuando el acto corrompe los medios que le han sido conferidos a la policía para la 
consecución de sus fines. De ahí que cualquier definición de corrupción policial —para 
que sea útil— debe poner atención en este elemento e incluirlo: hay actos que corrompen 
los fines de la policía y actos que corrompen los medios que tienen asignados los policías 
para alcanzar tales fines. 

A la luz de esta argumentación, un acto se consideraría corrupto por atentar con-
tra los fines de la policía, por ejemplo cuando un policía le roba bienes a un ciudadano. 
¿Por qué? En virtud de que entre las tareas de la policía se encuentra precisamente la de 
velar por la seguridad patrimonial de los gobernados. Por su parte, un acto que se con-
sideraría corrupto por atentar contra los medios que tiene asignados la policía sería, 
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por ejemplo, cuando el agente se excede en el uso de la fuerza en el momento de so-
meter a un delincuente. ¿Por qué? Debido a que está justificado que un policía detenga 
a quien viola la ley, pero siempre y cuando los medios empleados sean los adecuados, 
esto es, la fuerza sea proporcional. Con estos elementos, Newburn cita una definición 
construida por McMullan: “Un oficial público es corrupto si acepta dinero o valor de 
dinero por hacer algo que de cualquier manera tiene el deber de hacer, por hacer algo 
que tiene el deber de no hacer, o por ejercer una atribución legítima pero por razones 
impropias”. 

Es posible inferir que para Newburn, la anterior definición de McMullan es más útil 
que las definiciones amplias de corrupción policial (aquellas que simplemente dicen que se 
trata de un acto deshonesto, desviado), pero aún así no lo convence enteramente, ya que 
algunos de los elementos que la componen pecan de tener poco alcance y, por tanto, ser 
muy poco incluyentes. 

Planteado de otra manera, las definiciones más amplias carecen de fronteras preci-
sas; las más reducidas contienen elementos que las pueden hacer poco incluyentes. Por 
lo anterior, Newburn cita otra definición, ésta propuesta por Punch (1985): “Cuando un 
oficial recibe (…) una significativa ventaja o recompensa (personal, grupal u organiza-
cional) por hacer algo que de cualquier manera tiene el deber de hacer, por hacer algo que 
tiene el deber de no hacer, por emplear medios legítimos pero por razones inapropiadas, 
o por emplear medios ilegales para alcanzar fines apropiados”. Esta definición dada por 
Punch mejora la de McMullan en varios sentidos: 

•	 	Sustituye la premisa de aceptar “dinero o valor de dinero”, por la de recibir una “venta-
ja o recompensa”. Con ello extiende la frontera de lo que habrá de ser tomado como 
un acto corrupto, ya que el policía que incumple con sus funciones no siempre reci-
be “dinero”, sino que bien puede tratarse de una ventaja de cualquier otro tipo (esta-
tus, cargos públicos o privados, favores sexuales, etcétera).

•	 	Luego, con su propuesta de definición, Punch reconoce que los fines de la activi-
dad corrupta pueden no implicar una recompensa personal, sino un beneficio para 
un grupo más amplio, incluso para la corporación policial en su conjunto. Newburn 
afirma que con este enunciado, Punch refuta visiones en extremo estrechas como la 
de Goldstein (1977), que establecen que la corrupción está diseñada para obtener 
una “ganancia personal”.

•	 	Por último, Punch incluye no sólo aquellos actos que tienen una finalidad inapropia-
da (los que atentan contra los fines que tiene encomendados la institución policial), 
sino también aquellos que persiguen un fin apropiado o aprobado pero mediante 
el uso de medios inapropiados (estos últimos son catalogados por Newburn como 
“corrupción por causa noble”). 
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Nos parece que se trata de una precisión interesante porque trasciende la idea de 
que la corrupción sólo puede configurarse cuando el acto tiene una finalidad inacepta-
ble, y extiende el campo para incluir actos que implican la utilización de medios inacep-
tables, aunque persigan fines positivos. Sólo para ejemplificar, entre estos últimos actos 
podría ubicarse la tortura cometida por el policía en contra de un detenido para lograr 
que confiese un crimen o el nombre de sus cómplices. El fin de obtener una declaración 
del presunto responsable de un delito está justificado, no así las vejaciones como medio 
para lograrlo.

En adición a las anteriores precisiones, Newburn menciona que para establecer los 
límites conceptuales de la corrupción policial se deben tomar en cuenta otros elementos. 
Entre ellos, el hecho de que la corrupción involucra actividades no necesariamente crimi-
nales (en México, al no existir la categoría crimen, sino delito, se podría afirmar que las acti-
vidades corruptas no son por fuerza delictivas). Este punto es desarrollado por Scherman, 
quien asevera que los actos corruptos entrañan el “uso ilegal” (que no necesariamente 
“uso criminal”) del poder organizacional, pero que esta ilegalidad bien puede referirse a 
violaciones a los códigos administrativos o civiles, y no sólo a violaciones al código cri-
minal (en este caso al Código Penal). Los autores consultados mencionan un ejemplo de 
ello: si un policía recibe alimentos o bebidas gratis por parte de un establecimiento, y no 
lo hace a cambio de encubrir actividades delictivas o a cambio de aplicar o dejar de apli-
car la ley, es muy difícil que con esa conducta se configure una violación a la norma penal. 
Sin embargo, sí puede configurar una violación a otro tipo de ordenamientos (como por 
ejemplo de tipo deontológico o administrativo), ya que es muy probable que ese policía 
le dé un trato preferencial al establecimiento que le otorga las bebidas o los alimentos, con 
lo que se atentaría contra la igualdad en la prestación del servicio público, aunque no se 
configure en delito.

Una vez expuestas, a grandes rasgos, las dificultades que enfrenta la conceptualiza-
ción de la corrupción, así como algunas definiciones que gozan de relativo consenso, es 
pertinente revisar si se trata de un término que pudiera definir y englobar las conduc-
tas descritas en el reglamento para vigilar la actuación de los policías de Guadalajara, y si 
eventualmente pudiese ser más útil que los conceptos “falta” y “abuso de autoridad”. 

Si se recurre a la definición más amplia de corrupción policial, entendida como “actos 
desviados, deshonestos, impropios, contrarios a la ética (…)”, sobre todo si se considera 
el adjetivo “impropio”, cabrían todas las conductas descritas en el artículo 13 del regla-
mento, pues todas pueden ser consideradas como “inapropiadas”. Las únicas fracciones 
del artículo que no concuerdan con los elementos conceptuales de corrupción policial (así 
como tampoco con “falta” o “abuso”) son la “xix.- Dar motivo razonable a pérdida de 
confianza”, y la “xxi. Las demás, que a juicio de la Comisión, afecten el buen desempeño 
del cuerpo operativo”. Por la forma en que están redactadas, puede decirse que no se des-
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criben conductas concretas, de ahí que no sea factible ubicar si cuadran con los elementos 
conceptuales de los diversos términos que han sido abordados.

Independientemente de estas dos fracciones, las conductas que se mencionan en las 
restantes 21 fracciones del artículo 13, sí podrían ser consideradas como “impropias” y, por 
tanto, como conductas de corrupción policial, si se apela a su acepción más amplia. Ahora 
bien, se hace más complejo el análisis si se recurre a las definiciones que son más precisas. 
Ya se dijo que no existe una definición de corrupción que sea aceptada universalmente, y 
que los límites conceptuales aún son motivo de acres debates en el mundo de la academia. 
Pero la definición propuesta por Punch, sin ser tan amplia como para que pueda entrar en 
ella casi cualquier conducta, sí es lo suficiente como para abarcar conductas impropias.

Los resultados de utilizar esa definición son por demás reveladores. Pero primero es 
necesario considerar sus elementos: 

•	 	Cuando un oficial recibe una significativa ventaja o recompensa (personal, grupal 
u organizacional);

•	 	por hacer algo que de cualquier manera tiene el deber de hacer, 
•	 	por hacer algo que tiene el deber de no hacer, 
•	 	por emplear medios legítimos pero por razones inapropiadas, o 
•	 	por emplear medios ilegales para alcanzar fines apropiados.

Conforme esta definición, para poder considerar un acto como de corrupción po-
licial, es necesario que implique la obtención de alguna ventaja o recompensa (no nece-
sariamente personal, sino grupal o para toda la corporación, además de que de acuerdo 
con los autores consultados, no por fuerza debe ser material). Al analizar si las conductas 
descritas por el artículo 13 del reglamento cumplen o no con esta condición, hay dos posi-
bilidades. La primera es que se haga una lectura textual de las conductas, esto es, sin sacar 
inferencias sobre la intencionalidad o la finalidad que pudiesen tener dichas conductas 
policiales. Entonces sólo las siguientes cinco fracciones podrían ser consideradas como de 
corrupción policial:

x.- 	Revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga conocimiento con motivo de su 
servicio, cuando con esa conducta se ponga en peligro la seguridad pública o se pretenda 
conseguir cualquier tipo de beneficio por sí o por interpósita persona.
xi.- 	Omitir información, presentar cualquier documento alterado o proporcionar infor-
mación falsa que distorsionen la verdad, para lograr beneficios para sí o para interpósita 
persona. 
xii.- 	Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los ciudadanos a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de la prestación del servicio. 
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xiii.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los particulares a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de no cumplir con sus funciones y obligaciones 
como policía. 
xvi.- Atentar en contra de los bienes y derechos de los particulares. 

Según esta lógica, las conductas que pertenecen a las 16 fracciones restantes están 
redactadas de forma tal que no queda explícitamente de manifiesto que implica la obten-
ción de una ventaja o beneficio, por lo que no podrían ser contempladas como actos de 
corrupción policial. 

La segunda posibilidad es que se argumente que si bien explícitamente no se men-
ciona que las 16 fracciones restantes entrañen una ventaja o beneficio, puede inferirse o 
interpretarse que el resultado de esas conductas sí se traduce en determinada ventaja 
o beneficio para el policía, para un grupo de policías o para la corporación. Las siguientes 
son las fracciones en que este argumento podría operar: “I.- Ocultar su gafete o no decir 
su número de placa o de patrulla, al público que lo solicite”. La ventaja que obtendría el 
policía consiste en que, al ocultar su identidad evitaría, eventualmente, ser reportado o 
denunciado por algún ciudadano.

En la fracción “ii.- No acatar las disposiciones que emita el Departamento Jurídico ads-
crito a la Dirección General de Seguridad Pública de Guadalajara, la Dirección de Asuntos 
Internos o la Comisión de Honor y Justicia, obstruyendo o entorpeciendo las investigacio-
nes e integración de los procedimientos administrativos”; podría pensarse que la ventaja o 
la recompensa que persigue el gendarme al entorpecer los procedimientos administrativos, 
sería evitar sanciones en contra suya o de otro(s) policía(s). Por último, en las fracciones 

	iv.- Efectuar sus funciones fuera del área que se le haya asignado, cuando tal conducta tenga 
como fin la comisión de hechos ilícitos u otras conductas irregulares.
ix.- Encubrir hechos que puedan constituir infracciones o delitos.
xiv.- Cubrir un servicio de patrullaje sin estar ajustado en fatigas de servicio, cuando tal con-
ducta tenga como fin la comisión de ilícitos u otras conductas irregulares.

Podría decirse que el hecho ilícito, el delito o la conducta irregular a que hacen men-
ción, bien pueden resultar en una ganancia. 

De tal forma, si se toman textualmente las 21 fracciones, sólo en cinco de ellas se re-
fieren actos que pueden considerarse como de corrupción policial, ya que explícitamente 
mencionan que con esa conducta se obtiene ventaja, ganancia o recompensa. Pero si se 
acepta cierto grado de interpretación, serían incluidas adicionalmente otras cinco fraccio-
nes, en las que no se clara mención de que con esa conducta se obtiene ventaja o recom-
pensa, pero que podría suponerse que sí la hay. 
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A modo de resumen sobre el concepto “corrupción policial”, podemos decir que una 
primera consideración es que las definiciones propuestas por los autores consultados son 
producto de la discusión teórica y la observación empírica sobre la función policial, sus fi-
nes y los medios de los que se vale para alcanzarlos, así como de la interacción de la policía 
con los ciudadanos. Por tal motivo nos parece que, comparado con “falta” y con “abuso de 
autoridad”, el concepto “corrupción policial” parece ser más cercano a las conductas que 
conocen, clasifican e investigan la dai y la chj. Y una segunda consideración es que, co-
mo fue posible ver, si se recurriera a la noción más amplia de corrupción policial, la que lo 
ubica como un acto “desviado, deshonesto, contrario a la ética”, cabría en ella casi cualquier 
conducta, igual que ocurre con las nociones amplias de “falta” y de “abuso de autoridad”. 
Y, con ello, se enfrentaría el problema de que las fronteras no estarían delimitadas de for-
ma precisa; además de que la deshonestidad, la desviación (lo contrario a la ética, como 
ya se dijo), están siempre sujetas a “cambios valóricos”, a interpretaciones o valoraciones 
subjetivas, que pueden cambiar de una cultura a otra o de un momento histórico a otro. 
De ahí que sea probable que no fuera útil recurrir a una noción así de amplia.

Conclusiones

Existen diversas acepciones o definiciones para cada concepto, y cada una de ellas dibuja 
de manera distinta los contornos o las fronteras que determinan lo que cabe y lo que no 
cabe en el concepto, en otras palabras, la utilización no sólo de un concepto o de otro, si
no de las distintas definiciones que existen de cada uno de ellos, afecta en cuanto al nú-
mero y el tipo de conductas que pueden ser ubicadas coherentemente en el reglamento. 
En el cuadro 1 es posible apreciar cómo varía el número y el tipo de supuestos según se 
opte por un concepto u otro.

Las definiciones más amplias que han sido analizadas tienen la ventaja de que dan 
cabida a casi cualquier conducta. Empero, tienen la desventaja de que puede tratarse de 
formulaciones tan vagas que no trazan fronteras, que no permiten ubicar objetivamente 
los contornos conceptuales. Definiciones de este tipo pueden ser poco útiles para un sis-
tema de categorías, ya que no permite la precisión conceptual. Por su parte, algunas de las 
definiciones particulares analizadas tienen la ventaja de ser más precisas, es decir, de con-
tener elementos para saber objetivamente cuáles conductas tienen cabida y cuáles no. Sin 
embargo (como en los casos de las nociones más restringidas de “corrupción policial” y 
de “abuso de autoridad”) pueden llegar a ser muy poco incluyentes y, por tanto, dejar fuera 
conductas reprochables y que es deseable castigar y clasificar.

Genéricas o particulares, ninguna de las definiciones citadas alcanza a abarcar la to-
talidad de las conductas descritas por el artículo 13 del reglamento. O lo que es lo mis-
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mo, debido a la forma en que están redactadas sus fracciones, puede decirse que no se 
corresponden o no cuadran a cabalidad con las definiciones de los conceptos analizados 
(falta, abuso de autoridad, corrupción policial). De ahí es posible concluir que —en aras 
de resolver las incongruencias conceptuales—, es necesario, ya sea que las fracciones del 
reglamento se redacten de forma que satisfagan los elementos de alguno de los anteriores 
conceptos o, que se elija otro concepto (si es que lo hay) que sí englobe todas las conduc-
tas descritas en el artículo que nos ocupa. 

Otra posibilidad es que se proponga una definición distinta de las existentes de algu-
no de los conceptos (falta, abuso de autoridad o corrupción policial), es decir, bien po-
dría elaborarse una definición, por ejemplo, del concepto “corrupción policial”, de forma 
tal que englobe las conductas que se consideran reprochables y que se desea sancionar 
de los policías en su interacción con los ciudadanos. Sería posible adecuar la definición de 
corrupción policial dada por Punch, eliminando la expresión “obtención de una signifi-
cativa ventaja o recompensa”, de suerte que tengan cabida aquellas conductas en las que 
eso no es evidente. De lo que se trata es de que exista congruencia conceptual y de que la 
definición utilizada sea lo suficientemente precisa como para que las fronteras estén deli-
mitadas, y lo suficientemente incluyente como para que tengan cabida las conductas que 
se consideran reprochables y que se desea sancionar y clasificar.

Cuadro 1. 	Categorías del artículo 13 del reglamento que cabrían en los distintos conceptos analizados.

Concepto Abuso Corrupción Falta

Acepción Innominada Genérica Específica Genérica Particular Genérica Particular

Número de 
categorías 18 19 5 10  5 19 3

Categorías 
incluidas

i, ii, iii, iv, v, 
vii, viii, ix, 
x, xi, xii, 
xiii, xiv, xv, 
xvi, xvii, 
xviii,

i, ii, iii, iv, v, 
vi, vii, viii, 
ix, x, xi, xii, 
xiii, xiv, xv, 
xvi, xvii, 
xviii, xx

x, xi, xii, 
xiii, xvi

i, ii, iv, ix, x, 
xi, xii, xiii, 
xiv, xvi

x, xi, xii, 
xiii, xvi

i, ii, iii, iv, v, 
vi, vii, viii, 
ix, x, xi, xii, 
xiii, xiv, xv, 
xvi, xvii, 
xviii, xx

i, v, vi

Categorías 
excluidas

vi i, ii, iii, iv, v, 
vi, vii, viii, 
ix, xiv, xv, 
xvii, xviii, 
xx

iii, v, vi, 
vii, viii, xv, 
xvii, xviii, 
xx

i, ii, iii, iv, v, 
vi, vii, viii, 
ix, xiv, xv, 
xvi, xvii, 
xviii, xx

ii, iii, iv, vii, 
viii, ix, x, 
xi, xii, xiii, 
xiv, xv, xvi, 
xvii, xviii, 
xx

Categorías 
excluidas de 
todos los 
conceptos

xix, xxi xix, xxi xix, xxi xix, xxi xix, xxi xix, xxi xix, xxi
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Errores en la definición de las categorías contenidas
en la clasificación establecida en el reglamento

Una vez definidos los problemas que la clasificación del reglamento presenta en la rela-
ción ambigua entre concepto y categorías, queda claro que no se cumplen los requisitos 
para que el listado de conductas resultante sea correcto. Es necesario recordar que la déci-
ma condición de Bunge (1999: 164) exige que las nueve anteriores sean cumplidas para 
que la clasificación sea correcta: “Cualquier clasificación que viole cualquiera de las con-
diciones antes mencionadas debe corregirse o abandonarse”. Por tanto, los problemas se-
ñalados en el apartado anterior son prueba suficiente de que la clasificación con la que el 
reglamento provee a la dai es deficiente. No obstante, para entender las complicaciones 
que se generan en el registro, es conveniente asumir que el artículo 13 puede ser utiliza-
do. Este procedimiento puede echar luz sobre los problemas que en la práctica generaría 
el reglamento y nos permitirá entender los sesgos que una clasificación incorrecta puede 
ocasionar.

El objetivo de este apartado será ver cómo los 20 supuestos de dicho artículo, se re-
lacionan entre sí. Esto significa examinar en ese texto, la vulneración de los principios 
que rigen la relación entre las categorías de una clasificación. Para ello, se identificarán los 
errores más evidentes de los supuestos y se deducirá cómo se traducen en problemas en 
el momento de asignar las denuncias de faltas policiales a un determinado supuesto. Ta-
les errores, en este caso, tienen que ver con su delimitación y su relación con el concepto. 
Aquí lo importante es el análisis de la delimitación de las categorías; sin embargo, es pre-
ciso señalar que, en gran parte los problemas de este tipo, están determinados por la exis-
tencia de un concepto impreciso que dificulta la tarea de clasificar. 

Es pertinente recordar que Bunge prescribe la delimitación de cada categoría co-
mo una condición sine qua non para que la clasificación sea correcta: “Cada clase está 
claramente delimitada. Es decir, no existen casos limítrofes, esto se garantiza emplean-
do exclusivamente predicados definidos o exactos y evitando vaguedades” (Bunge, 
1999: 164). Además, McKinney (1969: 3) señala que la creación de “tipos”, o categorías 
en este caso, consiste en “la reducción pragmática y la equiparación de los atributos que 
sean relevantes para el objetivo de la clasificación”. Esto significa que cada categoría im-
plica una reducción del concepto; es la representación de ciertos atributos de los objetos 
que se desea clasificar. En este caso, si el concepto es “faltas” (en el sentido que vagamente 
es sugerido por el reglamento), los supuestos deben referirse a características específicas 
de ese concepto. 

De esta manera, no puede haber supuestos cuyas definiciones admitan actos que no 
correspondan al concepto. Si los hubiera, quedaría en evidencia que no son una reducción 
del concepto sino que en el campo de “faltas” (el concepto de este caso) se han puesto ac-

Rodriguez_Banda_finas.indd   58 19/11/08   14:59:30

Derechos reservados



Análisis del sistema de clasificación establecido en el reglamento municipal	 59

tos que no cumplen con los requisitos para serlo debido a que toman en cuenta elementos 
o atributos que no son relevantes en el contexto de la clasificación. Esos atributos pueden 
estar presentes en gran diversidad de faltas denunciadas porque son demasiado generales 
o porque son comunes en la labor policial. Su escasa utilidad para conocer las diferencias 
entre las faltas registradas se deriva de esta circunstancia, que es basar las categorías en 
atributos irrelevantes para el objetivo de la clasificación. En última instancia, el producto 
de este procedimiento equivocado genera que se diluyan las diferencias fundamentales 
para valorar la labor de los policías, que se use una clasificación en la que es posible disi-
mular la gravedad de la indisciplina en el cuerpo policial y que, por ello, no sea un instru-
mento adecuado para identificar problemas e instrumentar controles institucionales.

Dentro del reglamento hay tres tipos de errores que a continuación serán analizados 
detalladamente y que, aunque originados por la imprecisión del concepto, aquí serán ana-
lizados por los problemas que surgen cuando las categorías interactúan entre sí a la hora de 
clasificar (es decir, cuando el clasificador tiene que optar por una para ubicar una falta deter-
minada). En todos los casos que se estudiarán, se da una desviación de los principios de la 
delimitación y de la mutua exclusión que señala Bunge (op. cit.). Una vez vistos en detalle, 
será posible identificar su efecto sobre la relación entre las categorías del sistema.

Supuestos que contemplan actos indisociables de la labor policial

Si los policías no pudieran realizar los actos que proscriben los dos supuestos: “iii. Utili-
zar rigor, palabras, actos o ademanes ofensivos hacia los particulares”, y “xvi. Atentar en 
contra de los bienes y derechos de los particulares”, sería imposible que cumplieran su 
función social de preservar el orden y la seguridad de sus comunidades. 

Las situaciones proscritas en ellos están presentes en casi todas las actuaciones po-
liciales. Por esto, si se consideran estos aspectos para realizar la clasificación, todas las 
detenciones que realiza un policía serían denunciables por los ciudadanos. Si se tratara 
únicamente de las faltas (a pesar de que el reglamento alude a todas las actuaciones po-
liciales), asumiendo cualquiera de las acepciones que apuntadas en el capítulo anterior, 
la mayoría de ellas podría ser clasificada aquí. Bastaría con que el policía hubiese hecho 
uso de su autoridad (legítima o ilegítimamente), para que se generara un hecho clasifica-
ble dentro de estos supuestos. Sucede pues, que estas categorías traspasan todas las de-
más, son tan amplios los aspectos que describen, tomando en cuenta la naturaleza de la 
función policial, que no es posible que los otros tipos de falta no caigan dentro de estos 
supuestos. 

El papel de la policía como garante de la seguridad pública le otorga facultades que 
ningún otro actor social posee. El uso de mecanismos de coerción, o la posibilidad de 
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echar mano de éstos, constituye el quid de la autoridad policial. Schrotel lo explica de la 
siguiente manera: “En términos de poder, un departamento de policía disfruta de una po-
sición única en el contexto de las entidades gubernamentales. En su responsabilidad de 
proteger la vida y la propiedad está implícita la autoridad para confiscar bienes y privar a 
los ciudadanos de su libertad de acción”.

Hakan Can (2004: 2) cita en su ensayo sobre las desviaciones en la conducta, una 
definición de autoridad policial sacada del American Heritage Dictionary (2000): “La auto-
ridad inherente de un gobierno para imponer restricciones a los derechos privados por el 
interés en preservar el bien común, el orden y la seguridad”.

La policía tiene, pues, una naturaleza paradójica. Para preservar el orden, para conte-
ner la violencia social, los oficiales gozan del uso exclusivo de la violencia. De esa forma, 
se ubican en una situación límite ya que su actividad se desenvuelve en una lógica contra-
dictoria: evitar la violencia usando la violencia contra quienes la inciten; defender los de-
rechos de los ciudadanos, vulnerando los derechos de algunos de ellos (principalmente 
el derecho a la libertad, pero incluso poseen la facultad de violentar el derecho a la vida de 
los delincuentes si las circunstancias lo justifican). En una situación de tal delicadeza, los 
ojos de la opinión pública están siempre pendientes de la manera en que los policías usan 
la autoridad que les es conferida. Lo que está en juego es la confianza de la comunidad en 
su policía. Por ello, el uso de la fuerza para mantener el orden y la seguridad debe ceñirse a 
principios que la hagan tolerable ante la sociedad; la policía puede violentar la integridad 
física y los derechos de los ciudadanos, siempre y cuando sea evidente que la intención 
fue mantener lo que la cita anterior denomina “bien común, orden y seguridad”. Además, 
debe haber proporcionalidad entre la amenaza que alguna persona o grupo representa 
contra tales entidades y la reacción de la policía para erradicarla: “Una autoridad de tal 
magnitud [la policial] trae al centro del debate todos aquellos actos a los que recurre la 
policía para ejercitarla. Así, se hace necesario que un departamento de policía catalogue 
las formas en que hace uso de sus facultades intrínsecas con el propósito de evaluar la re-
acción pública que provocan” (Schrotell).

Los supuestos antes citados, se desentienden de la naturaleza de la función policial 
que ha sido explicada en la primera parte del texto. Si fueran observados por los poli-
cías o aplicados por la dai, el resultado sería un cuerpo de seguridad pública indefenso 
ante la delincuencia, inútil para la preservación del orden. El uso del rigor, por ejemplo, 
es indispensable cuando un policía detiene a un presunto delincuente que se resiste. El 
oficial puede incluso atentar contra la vida del delincuente si éste representa una ame-
naza imposible de ser contraatacada por otros medios. Pero, por otro lado, el policía 
diariamente atenta contra los derechos de los ciudadanos como parte de sus funciones 
legítimas. En cada detención priva a un ciudadano de su derecho al libre tránsito, por 
citar sólo un caso.
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De tal forma, si se hace una lectura estrictamente literal de los supuestos iii y xvi, los 
policías podrían ser acusados por detener a un delincuente, por someter a quien se resista. 
Estos actos están fuera de lo que el propio reglamento define como conductas persegui-
bles, cualquiera que sea el concepto aceptado. Es decir, no es posible acusar de corrupto, 
de abusivo, ni de cometer una falta (en ninguna de las acepciones recuperadas en el capí-
tulo anterior), a un oficial por el sólo hecho de privar a los ciudadanos de sus derechos o 
por usar el rigor físico o verbal en contra de éstos. Incluso si el oficial lo hiciera abusando 
de sus prerrogativas, ninguno de estos supuestos nos da información relevante, porque 
no nos dice en qué faltó el policía a su función. En suma, todas las faltas podrían presentar 
abusos de este tipo, lo que es importante para los supuestos es señalar lo que tienen de di-
ferente las unas de las otras, su gravedad, sus consecuencias.

Si el reglamento quisiera dar cuenta del uso del rigor y de la privación de derechos 
que sí puede ser constitutiva de falta, debería tomar en cuenta la siguiente observación de 
Schrottel: “Las conductas irregulares de la policía son una desviación ocupacional que 
consiste en un alejamiento de los estándares que son parte integral de la misión policial. 
Este alejamiento puede ser ilegal, inmoral, o de ambos tipos, y viola una o más disposicio-
nes penales, reglas del departamento, y estándares éticos”. Para que los dos supuestos aquí 
analizados tuvieran un lugar dentro de la clasificación, deberían ser redefinidos incorpo-
rando una idea de límite a las conductas policiales. Así, el uso del rigor debería estar pros-
crito sólo cuando es desproporcionado; la privación de bienes y derechos sólo debería 
prohibirse cuando no tuviera como finalidad la preservación del orden, el cumplimiento 
de las funciones de la policía. De hecho, en el reglamento hay otros dos supuestos que pre-
cisan estos límites. Cada uno de ellos duplica y contradice a las fracciones iii y xvi.

En el xv (“Realizar detenciones sin causa justificada o cuando no se den los presu-
puestos de derecho para llevar a cabo detenciones, contemplados en el Reglamento de 
Policía y Buen Gobierno del Municipio de Guadalajara y en los demás ordenamientos 
aplicables en la materia”) se habla de una conducta específica que atenta contra un dere-
cho (el de la libertad) del ciudadano. A este respecto, hay una repetición en el reglamen-
to, pues el supuesto iii ya nos dijo que un policía no debe atentar contra los derechos de 
los ciudadanos, entonces ¿para qué repetirlo en el xv (en el que se prohíbe la violación 
injustificada del derecho de la libertad)?, ¿se trata de una corrección?, ¿los funcionarios 
se dieron cuenta de que en el iii habían sido demasiado generales y quisieron acotar el 
alcance de la falta?, si así fue, ¿por qué no eliminaron el iii, que dejaría maniatados a los 
policías si se aplicara?

Estas preguntas son también válidas para los supuestos iii y xvii (“Atentar contra 
la integridad física de las personas, siempre y cuando el elemento no actúe en legítima 
defensa o en el ejercicio de sus funciones”). Esta última fracción limita el alcance por de-
más amplio del supuesto iii, en el que se nos informa que “falta” es el uso del rigor, pero 
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sólo cuando se sujeta a ciertas condiciones (como reacción a un ataque, y tener por fina-
lidad el cumplimiento de la función policial). Otra vez, el reglamento se retracta pero la 
duplicidad permanece. El apartado iii protege a todos los ciudadanos, trátese de delin-
cuentes o no, de la fuerza policial; mientras que el xvii le regresa el poder a la policía, 
pero limitado por dos criterios. La duplicidad es, empero, limitada. La fracción iii sólo 
repite lo estipulado en la xvii en lo que la primera denomina rigor expresado en actos; 
aspecto particular que matiza el supuesto xvii. Sin embargo, sólo el iii contempla el 
uso de palabras y ademanes ofensivos, lo que representa otro problema, debido a que lo 
ofensivo admite interpretaciones por demás amplias y la actuación policial está siempre 
en el límite de ellas. Además, tratándose de palabras y ademanes ¿qué importancia tie-
nen en sí mismos? 

Por otra parte, el supuesto xv sólo se refiere a los atentados contra un único de-
recho (el de la libertad), siempre que se presenten dos variables (no estar justificado, o 
que no se den los supuestos de derecho). El xvi, en cambio, hace referencia a todos los 
derechos y todos los bienes. Aquí hay una contradicción. De un lado, esta última frac-
ción prohíbe a los policías que vulneren los derechos y los bienes de los ciudadanos, 
mientras que la xv deja la puerta abierta a que se violente la libertad de algunos ciuda-
danos, si se cumplen los supuestos de derecho. Así pues, el alcance del supuesto xvi 
anularía la actividad policial, de ser observado. Es posible entender que por atentados 
contra los bienes, se refiere tanto al robo por parte de los policías (conducta que cons-
tituye un delito) como a los daños que en el proceso de persecución y sometimiento 
pudiera en éstos ocasionar a las pertenencias del presunto delincuente (conducta que 
está justificada por la función policial y por la naturaleza de los medios para cumplir tal 
función, es decir, el uso de la violencia). 

Así, por un lado admite en la clasificación hechos que no corresponden con el con-
cepto y, por otro, abarca a todos los que sí pertenecen al concepto porque observa as-
pectos indisociables de la labor policial. Al usar el reglamento, un funcionario podría 
optar por usar estos supuestos para gran cantidad de faltas que podrían ser mejor expli-
cadas por otros, que sí contemplan matices más relevantes. La información resultante 
sería irrelevante por dos razones. La primera de ellas es que el supuesto en sí mismo 
no dice si el policía hizo uso de sus prerrogativas de manera justificada o injustificada. 
Y la segunda es que, suponiendo que su actuación haya sido del último tipo, ninguno 
de los dos supuestos revela los matices necesarios para conocer la actuación del policía 
involucrado. 
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Supuestos imprecisos que no señalan características objetivas
en la conducta del policía para poder dictaminarla como falta (vii, viii)

A simple vista es posible ver cómo los supuestos “vii. Actuar con negligencia o descuido 
en el manejo del armamento”; y “viii. Poner en riesgo a los particulares por impruden-
cia, descuido, negligencia o abandono en el servicio”, se entrecruzan. El primero de ellos 
aborda un tipo específico de negligencia: la que exhibe el policía en el manejo de armas. 
La fracción siguiente, además de la negligencia, incluye la imprudencia, el descuido y el 
abandono en el servicio como conductas prohibidas, pero las acota. Tales actitudes son 
proscritas por el supuesto viii sólo cuando pongan en riesgo a los particulares. Aquí hay 
una consecuencia que no existe en el supuesto anterior. Uno y otro, empero, aluden a la 
conducta policial en términos por demás vagos; en estas fracciones pudiera caer una am-
plia gama de actos policiales que compartan más divergencias que similitudes, dificultan-
do así la labor de clasificarlas.

Negligencia, en la definición de la Real Academia de la Lengua Española, significa 
“descuido, falta de cuidado”. ¿Cómo se puede identificar cuando un policía actúa con negli-
gencia en el manejo del armamento? Aquí se entiende que tal conducta se produce cuan-
do la policía no se ajusta a los supuestos que restringen el uso de las armas. Sin embargo, 
el supuesto vii no hace referencia a ninguna posible consecuencia de ese uso negligente 
del armamento; esta fracción no se refiere directamente a una interacción entre el policía 
y los ciudadanos. El policía podría incluso incurrir en el supuesto, sin afectar los derechos 
de las personas con las que tiene contacto en el desarrollo de su actividad. El problema que 
se deriva de tal circunstancia es que al policía se le puede acusar fundamentándose en este 
supuesto, sin que las consecuencias de su conducta sean trascendentes para los intereses 
de la clasificación. Un oficial, por ejemplo, puede disparar un arma de fuego sin que haya 
habido algún motivo que lo justifique. Pero si no hiere a nadie, si no dirigió el disparo con-
tra ningún ciudadano, ¿quién lo denunciaría?

En otra circunstancia hipotética, un oficial que propina un macanazo a alguien y lo hie-
re levemente, puede ser denunciado ante la dai con fundamento en el supuesto vii. Este 
tipo de conductas sí debe ser incluido en el registro de faltas, porque constituye una afec-
tación real a los derechos de los ciudadanos. Pero sobre la base del mismo supuesto, otro 
policía puede ser denunciado por haber disparado injustificadamente contra un ciudadano 
y haberle causado heridas graves que lo obligaran a permanecer internado durante un mes. 
Esta conducta policial también debe ser incorporada al registro, por las mismas razones que 
la anterior. No obstante, si el reglamento fuera aplicado al pie de la letra por quienes proce-
san las quejas en la dai, ambos hechos estarían clasificados como eventos pertenecientes al 
supuesto vii. Al hacer esto, se estarían ignorando diferencias sustanciales para diagnosticar 
la gravedad de las faltas del policía. Cuando no se tipifican las conductas por sus conse-
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cuencias sino por una descripción por demás vaga de los medios que el oficial utiliza, en un 
mismo supuesto pueden ser registradas algunas que por sus características (de gravedad, de 
tipo de arma utilizada), deberían ser procesadas como situaciones distintas. 

Este mismo razonamiento puede aplicarse al supuesto viii; aunque si bien éste sí 
se centra en la consecuencia de la conducta policial (“poner en riesgo a particulares”), 
también adolece de imprecisión. Es decir, estrictamente hablando, por la naturaleza de 
su actividad y de los medios que le son propios, el policía habitualmente pone en riesgo a 
los particulares. Estos riesgos son de diversas características: riesgo de perder la libertad, 
de ser lesionado, de perder la vida, incluso. Así pues, el riesgo en sí mismo no puede ser 
clasificado como falta policial. Por ello, el supuesto establece las condiciones en las que 
tal circunstancia puede ser procesada como falta: que sea fruto de imprudencia, descuido, 
negligencia o abandono en el servicio. Pero incluso con estas condicionantes, la naturale-
za del riesgo dificulta la pertinencia de enlistarlo como falta. 

Según el Diccionario de la Real Academia Española, riesgo significa “contingencia o 
proximidad de un daño”. Esto quiere decir que no es necesario que la conducta del poli-
cía tenga alguna consecuencia concreta para poder estar sujeta a este supuesto. Basta con 
que su actuación contribuya a crear una circunstancia en la que los ciudadanos se hallan 
ante la proximidad de un daño. La debilidad del supuesto radica, por un lado, en la no 
concreción de un daño contra el ciudadano, como ya se dijo, pero también en que sin una 
descripción detallada de la manera en que el policía debe realizar su trabajo (cosa que no 
existe en el reglamento), es difícil decir claramente cuando éste actúa con imprudencia, 
descuido o negligencia. Lo primero se traduce en que una falta de este tipo es difícil de 
probar porque no deja consecuencias; de esta manera, ¿cómo demostrar que el policía 
puso en riesgo a un ciudadano? La imprecisión de las condicionales, por otra parte, deja 
su definición a la interpretación de quien clasifica. 

Al igual que el supuesto vii, el viii podría aglutinar una serie muy diversa de conduc-
tas policiales. Incluso si se pudieran salvar las dificultades que implica comprobar la exis-
tencia del riesgo, las faltas podrían presentar características por demás disimilares: desde 
los casos en los que el policía intencionalmente puso en riesgo al ciudadano (al intentar so-
meterlo, por ejemplo), hasta aquellos en los que el riesgo es un producto colateral (como 
en el caso de un ciudadano que está en el área donde policías y delincuentes se lían en un 
tiroteo) que no está dirigido intencionalmente contra el ciudadano que lo padece. 

No se cumple en estos casos el requisito de la delimitación precisa que deben tener 
las categorías de toda clasificación. Bunge (1999: 164) dice que “cada clase está claramen-
te delimitada. Es decir, no existen casos limítrofes, esto se garantiza empleando exclusiva-
mente predicados definidos o exactos y evitando vaguedades”. Entre los dos supuestos 
que aquí se analizan, hay casos limítrofes. Un policía que use con negligencia su arma-
mento (vii) puede poner en riesgo a un particular por negligencia (viii).
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En el contexto del reglamento, además, estos dos supuestos se traslapan con el xvii 
(“Atentar contra la integridad física de las personas, siempre y cuando el elemento no ac-
túe en legítima defensa…”), pues éste supuesto sí se centra en las consecuencias de la 
conducta policial y su condicionante está sujeta a los principios básicos de la actividad 
propia (responder en legítima defensa, en este caso). Su definición, empero, también es 
amplia y no diferencia tipos de lesiones, además de que no especifica que los atentados 
contra la integridad física que deben ser considerados como faltas son aquellos que no 
están justificados por la función social del policía. 

A pesar de que este reglamento no se utilizó en el momento de clasificar las faltas, en 
ninguno de los expedientes clasificados por la dai con su sistema, se detectó caso alguno 
en el que el policía haya sido denunciado por haber puesto en riesgo a un ciudadano. En 
cambio, son muchas las denuncias en que el quejoso se refiere a golpes y otras lesiones, 
que son atentados contra la integridad física. En suma, estos dos supuestos, que también 
carecen de delimitación correcta, admiten faltas que pudieran ser mejor comprehendidas 
por otros. Se pierden los detalles de lo que implicó el comportamiento policial clasificado 
en ellos porque se refieren a circunstancias imprecisas que además no ayudan a la econo-
mía cognitiva que se pudiera obtener de la clasificación. 

Así pues, los supuestos están mal delimitados frente a los otros del artículo 13, y por 
no cumplir con ese requisito indispensable de la clasificación, ésta pierde su funcionali-
dad. Puede haber detenciones injustificadas, robos, asesinatos cometidos injustamente 
por un oficial de policía, y en todos ellos se podría argumentar que hubo negligencia en 
el uso del armamento y que se puso en riesgo a un ciudadano pero, ¿qué es más impor-
tante?, ¿saber si el policía robó, detuvo injustificadamente y asesinó?, ¿o saber si usó con 
negligencia el armamento o si puso en riesgo a un particular? 

Supuestos que no aluden a conductas de los policías (xix, vi)

Las fracciones “vi. Escandalizar, estando dentro o fuera del servicio”; y “xix. Dar motivo 
razonable a pérdida de confianza”; no clasifican conductas de los policías, aunque por razo-
nes distintas. La segunda mitad del supuesto vi (escandalizar fuera del servicio), no habla 
de una conducta policial, porque si aclara que el policía está fuera del servicio, significa que 
está en su calidad de ciudadano. No son, pues, conductas policiales sino conductas como 
las que realiza cualquier ciudadano, por tanto, no interesan a la dai; están fuera de su esfera 
de influencia. 

Por su parte la fracción xix se centra en una reacción subjetiva (pérdida de confian-
za), sin determinar cuál es la conducta policial que la debe motivar para poder darle la ca-
lidad de falta. Este supuesto no se refiere a ninguna conducta concreta de los policías. Esto 
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significa que no recupera el concepto que el propio reglamento define como su objetivo 
por clasificar. En el artículo 13 se aclara que las faltas son “actos u omisiones”, y en este su-
puesto no hay ni lo uno ni lo otro.

La redacción del texto dice que se puede castigar a un policía, no por las característi-
cas de alguna acción suya, sino por la reacción que provoca en un ente indeterminado (la 
persona que pierde la confianza). Aquí, el artículo 13 deja en manos de este ente la califi-
cación de la falta, porque no especifica a quién debe el oficial dar motivos para perder la 
confianza. Cualquier ciudadano podría ir a la dai a denunciar a un policía argumentan-
do que le perdió la confianza, sin necesidad (con base en lo expuesto por el reglamento) 
de fundamentar su alegato en alguna conducta inapropiada o contraria a sus funciones. 
Además, cualquier falta podría ser ubicada en este apartado. Un acto cualquiera podría 
ser citado como motivo razonable de pérdida de confianza. En este supuesto no hay nin-
guna especificación que facilite el registro de las faltas que le corresponden (cláusulas 
que describan lo que debe hacer un policía para dar motivo de pérdida de confianza, por 
ejemplo).

Ninguno de los dos supuestos anteriores cumple con delimitar suficientemente las 
características de las conductas que clasifican, como exige Bunge (1999). En el caso de la 
fracción vi, ese problema de límites se traduce en que prevé actos que no corresponden 
al concepto, pues ¿de qué interés es para la dai conocer si los policías escandalizan en sus 
días libres, cuando no hacen uso de su autoridad? Las fronteras de este supuesto están 
más allá de las del propio concepto, en lugar de ser una reducción de éste.

Los límites de la fracción xix son todavía más amplios que los del caso anterior, ya 
que en ella se podrían acomodar todas las quejas, porque no describe los rasgos a los que 
debe ajustarse una conducta. Además, el principio al que hace referencia (pérdida de con-
fianza) podría darse en todas ellas. Aquí, además, no hay una reducción pragmática de los 
objetos por clasificar para destacar sus características relevantes y dejar de lado las que no 
interesan a los fines de la clasificación, como sugiere McKinney. ¿Qué importancia tiene 
saber cuántas veces un policía dio motivo razonable para la pérdida de confianza?, ¿qué 
significa eso?

De estos dos supuestos, empero, sólo el xix entorpece la labor de clasificación, pues 
no es mutuamente excluyente con ninguno de los demás. En todos los otros supuestos 
podría argumentar el quejoso que el policía le dio motivos para perderle la confianza. 
Un clasificador podría optar por poner en este apartado faltas que serían mejor descri-
tas de otra manera. Así, un robo, una detención injustificada o un asesinato podrían ser 
catalogados en el supuesto xix, con lo que la clasificación perdería toda su relevancia 
para conocer la conducta del policía y lo único que diría es que a cierto número de po-
licías se les perdió la confianza ¿Por qué? Porque sería necesario revisar cada uno de los 
expedientes, lo que eliminaría la economía cognitiva. Además, este supuesto no aglutina 
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una propiedad o un conjunto de propiedades de las actuaciones policiales (en todo caso 
la pérdida de confianza es una propiedad de quien la pierde). No se sabe qué debe hacer 
un policía para dar motivo razonable de pérdida de confianza, por lo que, al no tener ele-
mentos en común, las conductas aquí agrupadas dificultan la inferencia. No es posible 
aplicar preguntas, hipótesis o teorías a este conjunto de hechos clasificados y esperar que 
las conclusiones digan algo relevante sobre todos ellos (como no sea la hipótesis de que es
tán mal clasificados).

Los supuestos que están correctamente planteados

ix.- Encubrir hechos que puedan constituir infracciones o delitos. 
x.- Revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga conocimiento con motivo de su 
servicio, cuando con esa conducta se ponga en peligro la seguridad pública o se pretenda 
conseguir cualquier tipo de beneficio por sí o por interpósita persona. 
xi.- Omitir información, presentar cualquier documento alterado o proporcionar infor-
mación falsa que distorsionen la verdad, para lograr beneficios para sí o para interpósita 
persona. 
xii.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los ciudadanos a entregarles 
dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de la prestación del servicio. 
xiii.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los particulares a entregar-
les dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio de no cumplir con sus funciones y obliga-
ciones como policía. 
	
Estos supuestos cumplen con ser una reducción pragmática del concepto “falta”. Sus 

definiciones están lo suficientemente delimitadas como para no admitir hechos que pu-
dieran quedar fuera del concepto principal. Además, las fronteras entre ellos están sufi-
cientemente claras como para no generar situaciones limítrofes, esto es, conductas que 
por sus características pudieran ser ubicadas en más de uno. 

Sus carencias se originan con el hecho de que forman parte de un mismo sistema con 
las demás categorías. En tal situación los límites de las que sí son correctas se confunden 
con los de aquellas que presentan imprecisiones. Pero se debe remarcar que éste es un lis-
tado correcto de conductas: aquí hay congruencia entre el concepto y los actos que seña-
lan, y hay precisión en las definiciones.

Si sólo existieran los cinco supuestos aquí analizados, el único problema del sistema 
de clasificación sería su falta de exhaustividad. Es decir, sería necesario incrementar el nú-
mero de estas categorías para incluir las conductas que no están previstas en ellas, pero 
siguiendo la misma lógica que las rige. Esto significa, describir conductas realizables por 
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los policías que interfieran con el correcto desarrollo de sus funciones: conductas cuyas 
consecuencias comparten propiedades. 

Si se examinan los expedientes de quejas recibidos por la dai en 2003 (sin perder de 
vista que el reglamento no fue utilizado para clasificarlos), se detecta que faltan algunos 
supuestos básicos por su incidencia. Aunque tales hechos podrían ser derivados hacia las 
fracciones plagadas de vaguedades expuestas más arriba, éstas serán omitidas y sólo se 
tomarán en cuenta los cinco supuestos aquí señalados como los únicos posibles, porque 
por sus características pueden pertenecer al sistema de clasificación correcto. Dicho esto, 
se debe señalar la necesidad de incluir aquellos que se refieran al robo, las lesiones (siem-
pre que sean resultado del uso injustificado de la fuerza por parte del policía y desglosán-
dolas según su gravedad); la tortura y el asesinato. La importancia de que estos hechos 
estén representados en la clasificación radica en que representan violaciones a bienes ju-
rídicos importantes para los ciudadanos: la propiedad, la integridad física y la vida. Hay 
además una sensibilidad especial hacia estos asuntos por parte de la opinión pública. Por 
estas razones, es socialmente importante darlos a conocer cuando ocurren. 

En la lista cabría incluir la tortura, pues a pesar de que en los expedientes del año 
2003 no se registra ninguna denuncia por esa causa, al menos nominalmente, organis-
mos de defensa de los derechos humanos, como la prensa, han señalado a existencia de 
esta práctica. Sus consecuencias podrían ser parecidas a las de otros supuestos, pero si se 
define la manera en que se opera esta práctica en términos precisos, podría ser incluida en 
el sistema sin causar problemas. 

Los casos hasta aquí mencionados ilustran sobre la falta de exhaustividad del sistema 
de clasificación aplicado para los actos citados en el artículo 13. Si el legislador se diera a 
la tarea de buscar todas las conductas que un policía puede cometer y que por sus carac-
terísticas tienen que ser tratadas como faltas, seguramente habría otros más. Aquí sólo se 
busca demostrar que no es exhaustivo este listado. Para ello basta con señalar que si se pre-
sentara un caso de robo, no tendría cabida en ninguno de estos supuestos. Para acomodar 
un acto de ese tipo en el sistema, sería necesario recurrir al apartado xvi (e interpretar 
el robo como un atentado contra los bienes de los particulares). Sin embargo, al usar esa 
fracción para clasificar, se abriría la puerta a una serie de irregularidades originadas en la 
vaguedad del supuesto y en su falta de pertenencia al concepto en torno al que se crea 
la clasificación. 

La exhaustividad de la clasificación, como bien señala Bunge (op. cit.), se debe veri-
ficar en los distintos rangos de ésta. Del listado que presenta el artículo 13, queda claro 
que los cinco supuestos rescatados en este apartado componen un solo rango. Los niveles 
de abstracción (describen conductas concretas) y los aspectos en los que se enfocan (la 
realización de actos que van contra la función social de la policía por parte de sus elemen-
tos operativos), son prueba de esto. En la medida en que el resto de los supuestos centra 
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su atención en otros aspectos (los medios utilizados, en el iii; en las faltas disciplinarias, 
etc.), no son comparables con estos cinco; no pertenecen a la estructura de la clasificación 
del artículo 13, aunque estén puestos a lado de los que sí. 

Conclusiones

Con excepción de los últimos cinco apartados mencionados, el resto de la clasificación 
del reglamento presenta un evidente problema en la delimitación de las categorías, que 
se traduce en el incumplimiento del requisito de mutua exclusión ¿Cómo repercute este 
hecho en la relación entre las distintas categorías?

La superposición de los límites de los supuestos genera que una misma falta pueda 
ser puesta en más de uno de ellos, puesto que no son mutuamente excluyentes. El peligro 
de esta posibilidad consiste en que hay supuestos tan generales que pueden ser utiliza-
dos para encubrir hechos de cualquier tipo, desde los más inocuos hasta los más graves. 
Así, por ejemplo, un policía que robó puede ser acusado por la dai con el argumento de 
que dio motivo “razonable de pérdida de confianza”, es decir, que faltó al supuesto xix. 
Sin embargo, en este caso más que generar información valiosa sobre el comportamien-
to policial, el supuesto está ocultándola. Se pierde el sentido de la clasificación como una 
herramienta útil, en la que la dai se podría basar para tomar decisiones institucionales 
destinadas a mejorar el desempeño policial. Lo que queda es una clasificación que podría 
ser utilizada para ocultar la gravedad de las faltas policiales, adecuándolas a esos supuestos 
generales y mal diferenciados que han sido señalados. Casi cualquier falta podría incluirse 
en casi cualquiera de los supuestos mal construidos. Las diferencias relevantes no son la 
base para la designación de los supuestos, por lo que saber cuántos casos admite cada uno, 
no conduce a lograr la economía cognitiva, la función y la utilidad de la clasificación. Si se 
quiere saber más sobre las faltas, será necesario revisarlas individualmente para buscar la 
información que interese conocer (eliminando el principio de economía cognitiva). Si 
la intención es tomar decisiones sobre la base de la información que la clasificación otor-
ga (cuántos casos en cada supuesto), existe el peligro de caer en errores debido a que esos 
casos no necesariamente comparten propiedades o características comunes, por lo que 
una misma decisión los podría afectar de distintas maneras a las distintas categorías de 
faltas que aquí se han aglutinado, perdiendo así efectividad la decisión.
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Capítulo IV. El sistema de clasificación
aplicado en el año 2003

Antes de ahondar en la revisión de las problemáticas generadas por la clasificación fác-
tica que utiliza la dai para organizar las faltas, es necesario hacer algunas puntualizaciones 
sobre los hallazgos que fueron encontrados en los expedientes de 2003.

a)		 En casi todos los expedientes se clasificó sólo una de las conductas que realizaron 
los policías. Así, por ejemplo, hay algunas denuncias que consigan dos o más hechos 
según la declaración del quejoso, pero el clasificador hace referencia sólo a uno. Úni-
camente en tres casos fueron catalogadas dos o más conductas (allanamiento de mo-
rada y lesiones fueron registradas en dos documentos; allanamiento de morada y 
detención injustificada, en uno más).

b)		 Hay tres expedientes que no tienen ninguna clasificación.
c)		 En ninguno de los expedientes clasificados hay referencia explícita a los supuestos 

del artículo 13 del reglamento. 
d)		 Es posible deducir la correspondencia entre algunas categorías que constan en los 

expedientes y otras de la normatividad (cuadro 1).

Cuadro 1. 	Correspondencia entre categorías.

Reglamento Expediente

viii. Poner en riesgo a los particulares por imprudencia, descuido, negligencia o abandono en el 
servicio.

Negligencia en el servicio.

xi. Omitir información, presentar cualquier documento alterado o proporcionar información falsa 
que distorsionen la verdad para lograr beneficios para sí o para interpósita persona. 

Informes falsos.

xii. Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los ciudadanos a entregarles dinero o 
cualquier tipo de dádivas a cambio de la prestación del servicio.
xiii. Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los particulares a entregarles dinero o 
cualquier tipo de dádivas a cambio de no cumplir con sus funciones y obligaciones como policía.

Extorsión.

xv. Realizar detenciones sin causa justificada cuando no se den los presupuestos (…) de Buen 
Gobierno del Municipio de Guadalajara, y en los demás ordenamientos aplicables en la materia.

Detención injustificada.
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Cuadro 2. 	Denuncias recibidas en 2003.

Faltas clasificadas según los 
supuestos del artículo 13

Faltas clasificadas según 
otros supuestos

Faltas sin 
clasificar

Faltas totales

Quejas procesadas durante 
2003 por la dai

52 172 3 227

Porcentaje de todas las 
quejas procesadas en 2003

23.0 75.7 1.3 100.0

 

Cuadro 3. 	Expedientes de denuncias de 2003.

Categoría Número de casos

Abuso de autoridad

Falta de probidad y honradez

Detención injustificada

Lesiones

Extorsión

Allanamiento de morada

Omisión en el servicio

Negligencia en el servicio

Informes falsos

No comparecer

131

30

28

13

6

6

5

2

2

1

Total 224
 

e)		 Además de esas categorías, en 2003 la dai utilizó otras cuatro para clasificar las de-
nuncias: abuso de autoridad, allanamiento de morada, falta de probidad y honradez, 
omisión en el servicio. 

f )		 La mayoría de las denuncias recibidas durante 2003 fue clasificada según categorías 
que no tienen relación directa con las del reglamento (cuadro 2).

Reglamento Expediente

xvii. Atentar contra la integridad física de las personas, siempre y cuando el elemento no actúe en 
legítima defensa o en el ejercicio de sus funciones.

Lesiones.

xx. El desacato injustificado a la orden de comparecencia emitida por la Dirección de Asuntos 
Internos.

No comparecer.

 

Cuadro 1. 	Correspondencia entre categorías (continuación).

g)		 De los 227 expedientes de denuncias que recibió la dai durante 2003, sólo tres no 
fueron clasificados. Los 224 restantes fueron agrupados de acuerdo al cuadro 3.

A pesar de haber sido colocados en alguna categoría, estos 224 expedientes no cum-
plen con su función de dar una idea clara de la naturaleza de las quejas recibidas, en compa-
ración con los tres que no fueron clasificados. La razón tiene que ver con las características 
de las categorías en las que fueron ubicados (categorías vagas) y la forma en que fueron 
registrados (sólo una de las conductas descritas en el expediente fue tomada en cuenta, 
independientemente de que en el mismo documento haya constancia de más).
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Problemas en la definición de las categorías utilizadas
por la clasificación aplicada en el año 2003

En cuanto a las categorías, se halló un primer problema: la falta de una definición que las 
haga operativas o que explique a qué concepto pertenecen. En ningún documento ofi-
cial del Ayuntamiento de Guadalajara, hay una descripción de las características que una 
conducta policial debe tener para ser asignada a una de estas categorías. Por lo demás, se 
trata de la confusión conceptual abordada en el capítulo iv. El artículo 13 del reglamento 
y las categorías que aplica en la práctica la dai, surgen de un desconocimiento de lo que 
se clasifica. No es posible determinar si son actos de corrupción, de abuso o faltas; no es-
tá claro tampoco a qué acepción de estos conceptos se hace referencia. Por otro lado, las 
categorías que están en el reglamento y las utilizadas por la dai en 2003, son ambiguas. 
Como ya fue señalado, estas categorías entrecruzan sus límites, con lo que se hace difícil 
discernir a cuál de ellas pertenece un acto determinado. 

Hay pues, una omisión flagrante de lo que, a juicio de McKinney, constituye una tipi-
ficación, es decir, una delimitación de la categoría: “la reducción pragmática y la equipara-
ción de los atributos relevantes al propósito particular que motiva la construcción de los 
tipos. Esto implica obviar las diferencias que existen en los objetos clasificables y que no 
sean relevantes para tal propósito”.

En la medida que no existe claridad sobre los límites de las categorías a partir de las 
que la dai clasifica ciertos actos, se deja en manos del funcionario la decisión de poner 
una falta en una categoría determinada u otra. De esta manera, el aspecto de la denuncia 
en el que los funcionarios se enfoquen podrían variar (dada la amplitud de las categorías), 
y hacer que los casos no fuesen comparables. Esta situación es más evidente en aquellas 
conductas policiales que son clasificadas en las categorías más abstractas (o ambiguas), 
en las que existen distintas connotaciones que permiten interpretaciones divergentes del 
mismo término. 

En los casos de “robo”, “detención injustificada” o “informes falsos”, el margen de inter-
pretación es menor, pues, respecto al significado de estos hechos existe un consenso relati-
vamente estable, por lo que el funcionario encargado de clasificar las denuncias, no tendría 
mayor problema para identificar cuando una falta corresponda a estas categorías. Sin em-
bargo, en el caso de “abuso de autoridad” o “falta de probidad y honradez”, la situación es 
muy distinta. La existencia de acepciones divergentes, hace que no sea fácil discernir qué 
características debe presentar una falta policial para pertenecer a estas categorías. Así, por 
ejemplo, los 131 casos consignados por la dai en 2003 como “abuso de autoridad”, pre-
sentan gran diversidad de hechos que van desde el robo hasta el homicidio. Esta situación 
refleja la delimitación inadecuada de las categorías. En este caso se trata de un término con 
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acepciones diversas, sino de una categoría que por su nivel de abstracción podría abarcar 
todas las otras, si se apela a la definición más amplia que ya expusimos en el capítulo iv.

El caso de la categoría “abuso de autoridad”

El uso de una definición amplia de abuso, como la que ya fue señalada, presenta diversos 
inconvenientes, y dos consecuencias: por un lado no se puede decir que esté equivocado 
quien clasificó la falta (dado que todas las conductas irregulares pueden ser interpretadas 
como un mal uso de las atribuciones policiales), y por otro, esta categoría no proporciona 
ninguna información relevante sobre las conductas que clasifica. 

En esta categoría no existe una característica común a todas las conductas que regis-
tra y que, a su vez, las diferencie del resto. La acepción más amplia del término hace refe-
rencia a un “mal uso de la autoridad”, y éste, de una u otra manera, está presente en todas 
las faltas que cometen los policías. Por ello, según este criterio, todas las conductas de-
nunciadas podrían inscribirse en esta categoría, incluyendo las que fueron registradas en 
otras. En el campo de “abuso de autoridad”, que se usa cuando se clasifican las denuncias, 
se hallan hechos que podrían corresponder a alguno de los apartados del artículo 13. El 
expediente consignado con la clave 73/2002-I, por ejemplo, está clasificado como “abuso 
de autoridad”. Sin embargo, en la narración de los hechos es posible detectar conductas 
que corresponden a algunos supuestos del artículo 13:

Manifiesta (el quejoso) que el día 16 de octubre del año 2002, fue detenido por los elemen-
tos tripulantes de la unidad g-600, cuando iba circulando en compañía de (…), en un ve-
hículo, argumentando los elementos que realizarían una revisión de rutina, solicitándole la 
tarjeta de circulación del vehículo, la cual no traía, siendo esto el motivo por el cual le men-
cionaron que detendrían el vehículo, mencionándoles el ciudadano que no era de su com-
petencia, iniciándose una discusión, solicitándoles que le proporcionaran el número de la 
unidad, regresando por él y llevándolo de los cabellos hasta la unidad donde le acercó la cara 
a la unidad para que viera los números de la misma y amenazándolo.*

El análisis de la conducta de los oficiales permite ubicar dos actos clasificables según el 
reglamento: por un lado hay amenazas, proscritas por el supuesto xviii. Y por otro, los ofi-
ciales, según la versión del quejoso, caen también en lo previsto por el iii que prohíbe “utilizar 
rigor, palabras, actos o ademanes ofensivos hacia los particulares”, al llevarlo “de los cabellos 
hasta la unidad”. Esto revela que no es necesaria la utilización de categorías distintas a los su-

* 	 Se han omitido los nombres que aparecen en los expedientes.
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puestos del reglamento para clasificar estas faltas. A pesar de las carencias de las que ese orde-
namiento adolece, y que ya han sido expuestas, hubiera podido servir como instrumento de 
clasificación. En todo caso, las categorías usadas de facto por la dai, sin ningún sustento legal, 
no resuelven los problemas de falta de comprehensividad que presenta el reglamento.

Por otra parte, en el expediente recién citado es posible ver la repetición de los erro-
res en cuanto a la mutua exclusión de las categorías usadas en la práctica por la dai. Los 
hechos consignados en ese expediente podrían ser catalogados como “negligencia en el 
servicio”. Sobraría quien, además, identificara estos hechos como un motivo para acusar a 
los policías involucrados de “falta de probidad y honradez”, haciendo uso del sentido co-
mún porque, como ya se expuso, no hay lineamientos precisos que permitan discernir la 
pertenencia de una conducta a tal o cual categoría. 

Las características de las categorías “abuso de autoridad” y “falta de probidad y honra-
dez”, reflejan los problemas que anteriormente habían sido identificados en el reglamento, 
sobre todo en el caso del supuesto xix. Al dar un margen tan amplio para ser interpreta-
das, estas categorías podrían abarcar todas las conductas clasificables. De esta manera, no 
son mutuamente excluyentes y podrían incluso ser definidas como conceptos más que 
como categorías de conductas. Esto significa que la falta de definición de estas categorías 
da origen a interpretaciones suficientemente abstractas como para ser utilizadas como 
términos que engloban toda la clasificación, no como parcelas específicas de conductas, 
con características diferenciadas. 

La utilización de la expresión “abuso de autoridad” en su acepción más amplia para 
designar una clase de actos, no tiene razón de ser porque no sirve para hacer más exhausti-
va la clasificación. Esto significa que no cumple con la función de agrupar actos que no tie-
nen cabida en los supuestos ya existentes porque, como ya se vio, las conductas que entran 
allí están mejor designadas en algunos supuestos del reglamento (si se quiere recurrir a él), 
e incluso en otras categorías que la dai usa en la práctica y cuyas definiciones gozan de ma-
yor consenso (como en el caso de los robos clasificados como abuso de autoridad).

La clasificación es un instrumento básico para poder diagnosticar la situación de la 
corporación debido a sus funciones de economía cognitiva y de inferencia. Estas dos fun-
ciones evitarían que los funcionarios tuvieran que revisar cada una de las faltas como fe-
nómenos inconexos, situación que por lo demás no permitiría el diseño de mecanismos 
de control que pudieran producir toda una clase de faltas. Pero en el caso de la dai, la in-
formación que da el registro de actos en clases como “abuso de autoridad”, es demasiado 
general, inútil para monitorear la situación de disciplina entre el cuerpo operativo. Se sa-
be que durante 2003 hubo 131 casos de “abuso de autoridad”, pero ¿qué significa eso? La 
revisión de esos expedientes informa que un policía (o más) cometió al menos una falta 
(apelando a la definición más amplia). Para saber qué tipos de faltas cometió habría que 
revisar cada expediente para identificar las conductas concretas que son entendidas co-
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mo faltas. Esta situación revela la ausencia de economía cognitiva, ya que no se acorta el 
proceso cognitivo; pues la pertenencia de una falta a una categoría como “abuso de auto-
ridad” o “falta de probidad y honradez” no permite conocer nada concreto sobre cómo ac-
tuó el policía. Para conocer la información relevante que permita monitorear la conducta 
del cuerpo operativo, hay que leer la narración del quejoso. 

Conclusiones

Las carencias de la clasificación utilizada en la práctica por la dai, limitan el cumplimiento 
cabal de sus funciones. La ambigüedad conceptual y la delimitación no excluyente de las 
categorías (que abarcan actos de diversos tipos), no permiten determinar cuáles son 
las similitudes que deben compartir los actos policiales registrados en una u otra cate-
gorías. Esto se traduce en la distorsión de la información sobre el comportamiento poli-
cial expresada en las quejas contra la policía. La clasificación que usa la dai en 2003 para 
organizar y registrar las quejas, distorsiona la realidad y matiza la gravedad de los actos 
cometidos, al tener categorías que por ser demasiado generales dicen poco o nada sobre 
el comportamiento de los oficiales, así como a la existencia de categorías “ficticias” (no 
previstas en el marco jurídico) de origen incierto, y de amplias definiciones en las que se 
registran casos arbitrariamente, ya que no existe ningún lineamiento que explique qué 
características deben compartir los actos que se registren en ellas. Así pues, se mezclan 
delitos graves, faltas disciplinarias, y actos de abuso y corrupción. 

La diversidad de hechos contenidos en estas categorías y la situación detectada de 
que sólo se toma en cuenta una conducta de las narradas para efectuar la clasificación, 
son dos factores que se combinan para distorsionar la información de las conductas po-
liciales. Así, por ejemplo, el expediente (117/2002-b) que registra un homicidio como 
“negligencia en el servicio”, tiene el efecto de ocultar la gravedad de la conducta policial. El 
ciudadano o el funcionario ajenos al proceso de clasificación, no pueden enterarse de qué 
tan grave pudiera ser la indisciplina en el cuerpo operativo. Tampoco la dai puede tener 
acceso a información que, organizada a partir del criterio de gravedad (o cualquier otro 
que considere pertinente), le facilite tomar decisiones institucionales para corregir la in-
disciplina en cierta parcela de actos que comparten propiedades fundamentales. 

El hecho de registrar una sola conducta de las mencionadas por los quejosos, hace 
que se pierdan en los expedientes muchas otras. Así, quien lea las estadísticas oficiales pa-
ra el año 2003 podrá enterarse de que hubo 227 denuncias, pero esto significa que sólo 
se archivaron quejas por ese mismo número de faltas. La mayor parte de esas denuncias 
consignaba más de una, pero sólo en tres casos fueron apuntadas todas, el resto no están 
registradas. Si un ciudadano o un funcionario de la dai quisiera saber cuántas faltas se co-
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metieron en ese año, tendría que leer cada uno de los 227 expedientes y, otra vez, la clasi-
ficación no servirá para ahorrar tiempo ni para proporcionar información relevante sobre 
los objetos clasificados, que le permita inferir conclusiones válidas sobre ellos. Si alguien 
quiere conocer mejor el comportamiento de la policía tendrá que reorganizar la informa-
ción de las quejas para poder investigarlas. La clasificación que utiliza la dai requiere una 
reestructuración profunda que la haga útil como medio de monitoreo de la conducta po-
licial y como canal de comunicación entre el departamento de policía y la ciudadanía. En 
su situación actual, este instrumento no da cuenta ni cualitativa ni cuantitativamente de la 
conducta de los policías. En virtud de que no todas las faltas denunciadas están consigna-
das en el expediente, no es posible ni siquiera determinar, para un periodo específico, de 
cuántas irregularidades fueron acusados los policías. 

Debilidades y fortalezas de la clasificación aplicada en 2003, 
en relación con una clasificación alternativa

Para conocer más claramente las debilidades y las fortalezas de la clasificación aplicada 
por la dai, fue seleccionada una muestra de los expedientes de 2003 con la información 
de las quejas ciudadanas contra la policía, y se registró de dos formas distintas: con el sis-
tema de la dai y con una clasificación que será denominada “alternativa”. El objetivo del 
ejercicio fue comparar los resultados que se pueden obtener en términos de información 
y saber si las dos clasificaciones presentaban una información y un perfil cualitativamente 
distintos de la conducta irregular de la policía, a pesar de que las dos se refirieran y proce-
saran los mismos casos. 

La muestra está compuesta de por expedientes escogidos al azar con la intención de 
representar las distintas categorías de la clasificación que aplicó la dai en 2003. El método 
de selección se muestra en el cuadro 4.

Las categorías de la clasificación alternativa son once y se definieron tomando en 
cuenta los principios que debe cumplir una clasificación, expuestos y analizados en los 
capítulos anteriores, haciendo hincapié en que fueran lo más precisas posible y que se 
relacionaran con la materia de las quejas, con los actos que los ciudadanos denuncian en 
los expedientes. Tal clasificación no pretende ser exhaustiva; la intención es que las cate-
gorías que la componen cumplan con el requisito de estar precisamente delimitadas para 
que los actos denunciados pertenezcan indubitablemente sólo a una de ellas. Once cate-
gorías son las necesarias para clasificar los hechos denunciados en los expedientes de la 
muestra seleccionada; una por cada tipo de acto policial denunciado. No hay categorías 
como tortura, homicidio, y otras conductas más, que evidentemente deben ser contem-
pladas en un sistema de clasificación que pretenda proporcionar información completa 
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Cuadro 4. 	Método de selección.

Categoría Expedientes totales Expedientes muestreados Número de los expedientes

Abuso de autoridad 131 11 061/2002-i

263/2002-e

05/2003-a

269/2002-g

38/2003-f

182/2003-f

11/2003-a

031/2003-g

91/2002-i

05/2003-e

73/2002-i

Falta de probidad y honradez 30 5 285/2002-g

15/2003-h

71/2003-g

248/2002-f

106/2003-f

Detención injustificada 28 3 69/2003-h

068/2003-b

260/2002-f

Lesiones 2 2 22/2003-f

016/2003-b

Extorsión 1 1 167/2003-g

Allanamiento de morada 1 1 09/2003-h

de la corrupción de la policía mexicana. La razón es que en los expedientes que compo-
nen la muestra no hay ningún caso de este tipo.

En cuanto a la definición conceptual, se parte de la descripción amplia de falta, que por 
lo demás está lejos de ser la que cumpla con los requisitos señalados en capítulos anteriores 
para ser la más adecuada. Sin embargo, permite enfocar la atención en la delimitación de las 
categorías, logrando que todas las faltas denunciadas en los 23 expedientes pertenezcan a un 
mismo concepto. El objetivo de presentar la clasificación alternativa no es erigirla como la 
mejor opción para sustituir a la que actualmente se usa, pues para ello, se requeriría realizar 
toda una investigación que ponderara en sus múltiples dimensiones los argumentos hasta 
aquí sostenidos. La intención de esta clasificación de once categorías es únicamente poner 
en evidencia cómo el cumplimiento de los requisitos de una clasificación puede generar in-
formación más precisa sobre, en este caso, el comportamiento de la policía. Es decir, lo que 
aquí se busca es poner en evidencia cómo las funciones de la clasificación de los actos de la 
policía pueden ser cumplidas con prestancia, con un sistema de categorías correcto.

Así pues, el sistema alternativo está compuesto por las siguientes categorías:

Uso de la fuerza sin causa justificada. Cuando en el ejercicio de sus funciones, o con motivo 
de ellas, el oficial hiciere violencia a una persona, sin causa legitima, o la vejare causando 
un menoscabo en la salud de otro.
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Amenazas. Cuando de cualquier modo, el oficial anuncie a otro su intención de causar-
le un mal futuro en su persona, honor, prestigio, bienes o derechos, o en la persona, ho-
nor, prestigio, bienes o derechos de alguien con quien esté ligado el ofendido por algún 
vínculo.
Detención injustificada. Cuando el oficial realice detenciones no permitidas por la ley, sal-
vo en los casos de excepción previstos constitucionalmente: flagrancia, cuasi-flagrancia o 
notoria urgencia.
Allanamiento de morada. Cuando sin motivo justificado y sin orden de autoridad compe-
tente, el oficial se introduzca a un departamento, vivienda, aposento o casa habitada o a 
sus dependencias.
Revisión injustificada. Cuando el oficial practique o permita cateos sin orden judicial.
Retención. Cuando el oficial ponga a los inculpados a disposición de su juez fuera de los 
plazos señalados por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Robo. Cuando el oficial se apropie o haga que se le entreguen fondos, valores u otra cosa, 
cuya guarda o administración no le corresponda
Extorsión. Cuando un policía solicite o reciba, indebidamente, dinero o cualquier otra da-
diva o servicio, o acepte una promesa para hacer, o dejar de hacer, algo justo o injusto re-
lacionado con sus funciones
Hostigamiento sexual. Cuando el oficial asedie, acose o reiteradamente solicite una con-
ducta del pasivo, de naturaleza erótico sexual, para si o para un tercero, con la amenaza de 
causar a la victima un daño.
Informes falsos. Cuando un policía alegue hechos falsos, a sabiendas de que lo son. 
Agresión verbal. Uso de palabras ofensivas para denigrar y maltratar a las personas.

Resultados

•	 	La comparación entre la clasificación usada por la dai y la alternativa aplicadas a los 
expedientes de 2003 arrojó los resultados que se muestran en el cuadro 5. 

•	 	En el sistema alternativo hay cuatro categorías más que en el de la dai. En total son 
11 los tipos en que quedaron registrados los actos relatados por los quejosos que se 
describen en los expedientes (cuadro 6). 

 •	 	El número total de faltas varía según la clasificación utilizada: 23 en la dai y 48 en la 
alternativa. Incluso las categorías que existen en ambos sistemas registran números 
distintos (cuadro 7). 
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Cuadro 5. 	Comparación de las dos clasificaciones.

Incidencia de faltas denunciadas en 2003 según la clasificación 
de la dai

Incidencia de faltas denunciadas en 2003 según la clasificación 
alternativa

Categoría Incidencia Categoría Incidencia

1. Abuso de autoridad 11 1. Detención injustificada 10

2. Falta de probidad y honradez 5 2. Uso de fuerza sin causa justificada 8

3. Detención injustificada 3 3. Revisión injustificada 8

4. Lesiones 2 4. Robo 6

5. Extorsión 1 5. Extorsión 4

6. Robo (en combinación con abuso de 
autoridad)*

1 6. Informes Falsos 3

7.Allanamiento de morada 1 7. Agresión verbal 2

8. Retención 2

9. Amenazas 2

10. Allanamiento de morada 2

11. Hostigamiento sexual 1

Total de faltas 24 Total de faltas 48

* El caso de Robo consta en uno de los expedientes en los que sí fueron clasificadas dos faltas: una de abuso de autoridad y otra de ro-
bo. Por esta razón el número de faltas es 24, una más que el número de expedientes.

Cuadro 6. 	Comparación de los dos sistemas.

DAI Alternativa

1. Abuso de autoridad 1. Uso de fuerza desproporcionada

2. Falta de probidad y honradez 2. Detención injustificada

3. Detención injustificada 3. Agresión verbal

4. Lesiones 4. Amenazas

5. Extorsión 5. Extorsión

6. Robo (en combinación con abuso de autoridad) 6. Robo 

7. Allanamiento de morada 7. Allanamiento de morada

8. Retención

9. Revisión injustificada

10. Hostigamiento sexual

11. Informes falsos

Nota: Dos categorías en la clasificación de la dai engloban el mayor número de denuncias (“abuso de autoridad” y “falta de probidad y 
honradez”). De un total de 23, 16 se concentran en ellas.

Cuadro 7. 	Relación de faltas.

Categoría DAI Alternativa

Robo 1 6

Detención injustificada 3 10

Extorsión 1 4

Allanamiento de morada 1 2
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Análisis y conclusiones

a)	  	En las dos categorías que en la clasificación de la dai incluyen mayor número de de-
nuncias (“abuso de autoridad” y “falta de probidad y honradez”), se detectaron actos 
que corresponden a siete categorías de la clasificación alternativa. Es decir, en ambas 
fueron asignados casos con características muy distintas entre sí que, según la clasifi-
cación Alternativa, pertenecen a grupos diferentes (cuadro 8).

Cuadro 8. 	Comparación de dos categorías.

Clasificación de la DAI Abuso de autoridad Falta de probidad

Clasificación alternativa

Robo Robo

Uso injustificado de la fuerza Uso injustificado de la fuerza

Revisión injustificada Revisión injustificada

Agresión verbal Hostigamiento sexual

Detención injustificada Detención injustificada 

Extorsión Extorsión

Informes falsos Informes Falsos

			  La utilización de categorías tan difusas y ambiguas (abuso de autoridad y falta de 
probidad) genera información imprecisa, pues no se sabe a qué tipo de actos se refie-
ren; y poco útil, ya que al no saber de qué conductas concretas se trata, poco se pue-
de hacer para erradicarlas. El problema en este caso es que cada una de las categorías 
señaladas puede agrupar (y en este caso así sucede), conductas graves como el uso 
injustificado de la fuerza y la detención ilegal, junto con otras de poca relevancia co-
mo la agresión verbal. Tal situación distorsiona la realidad y menosprecia la gravedad 
del problema de la corrupción. No significa lo mismo afirmar que más de 50% de las 
quejas contra la policía corresponde a casos de abuso de autoridad y falta de probi-
dad, como se lee en el registro de la clasificación de la dai, que afirmar que más de 
50% de las quejas ciudadanas fue por detención ilegal, violencia injustificada, robo y 
extorsión, como se desprende de la clasificación alternativa. 

			  La imprecisión de las dos categorías no sólo llevó a distorsionar y cubrir los actos 
contemplados según la clasificación alternativa, también afectó a los de la propia cla-
sificación utilizada por la dai, pues algunos que, según su propio criterio, debían ser 
contabilizados en las categorías de “robo” y “detención injustificada”, fueron ubica-
dos en la de “abuso de autoridad”. De esta manera, la clasificación usada por la dai 
en 2003 no sólo va en contra de los principios que señala Bunge, sino que vulnera 
incluso su propia lógica. No se explica por qué si la clasificación cuenta con una cate-
goría llamada “robo”, sólo consigna en ella uno de los seis casos que denunciaron los 
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ciudadanos en 2003, y los otros cinco fueron ubicados en la de “falta de probidad y 
honradez”.

			  Cualquiera que haya sido la intención, si hubo alguna, el resultado es el mismo: 
las categorías “abuso de autoridad” y “falta de probidad y honradez”, concentran distin-
tos actos irregulares de la policía y encubren su gravedad. Al ser contabilizado un “ro-
bo” como “falta de probidad y honradez”, en realidad, se le está “suavizando”, y se deja 
de lado la información relevante para quien ve las estadísticas sobre lo que hicieron los 
policías.

b) 		 Este ejercicio de comparación reiteró que en términos de economía cognitiva, las 
categorías del sistema dai son disfuncionales. Se sabe que más de 50% de los casos 
fue de “abuso de autoridad” y “falta de probidad”, pero no se conoce qué actos co-
metieron los policías para ser catalogados de tal forma. La incertidumbre aumenta 
cuando se descubre, por medio del estudio de los expedientes, que los funcionarios 
catalogaron algunos actos de “lesiones” como tales y otros como “abusos de autori-
dad”. La información aportada por el sistema dai revela muy poco para saber en qué 
consisten esos actos y cuáles son los más frecuentes. Para ello, es ineludible revisar 
los expedientes para saber de qué actos se quejó el ciudadano.

			  De tal forma, la presentación de la información no cumple con el objetivo de revelar 
claramente cuántos tipos de irregularidades cometen los policías y con qué frecuen-
cia. Porque, en vista de la vaguedad que ya fue expuesta, ¿de qué sirve saber que hubo 
137 casos de abuso de autoridad, si es imposible, con sólo esa información, conocer 
qué exactamente hicieron los policías?

c)		 La clasificación alternativa, sin afirmar que sea la idónea, comparativamente desde 
la perspectiva de la economía cognitiva es más funcional. El abandono de catego-
rías imprecisas como las ya mencionadas, en favor de tipos mejor delimitados, como 
“uso de fuerza desproporcionada”, “retención”, “revisión injustificada”, “hostigamien-
to sexual”, “informes falsos”, permite medir la magnitud de actos muy concretos que 
comparten un modus operandi, que lesionan derechos análogos de los ciudadanos y 
que faltan a obligaciones similares por parte de los policías. En este sentido, aporta 
un conocimiento directo, en este nivel y con esta expectativa, porque para responder 
a otras preguntas, como la causa que origina el aumento o la disminución de la co-
rrupción en una categoría, es preciso, no sólo ver las estadísticas sobre las quejas sino 
buscar otras fuentes y más datos. Se sabe, gracias a la clasificación alternativa, que el 
acto denunciado con mayor frecuencia es la “detención injustificada”, y el segundo 
lugar le pertenece al “uso innecesario de la fuerza”.

			  Pero más allá de si ésta es o no la mejor propuesta de categorías, lo verdaderamente 
relevante, que confirmó este ejercicio de comparación, es la importancia de la preci-
sión de las categorías. La información resultante de la clasificación varía sustancial-
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mente según la manera en la que sean delimitadas las categorías que la componen y 
por ello es importante cumplir con los principios básicos que ya han sido señalados. 
Una clasificación correcta puede evitar que de manera intencional, o ingenuamente, 
los clasificadores coloquen en una categoría amplia como “negligencia en el servicio”, 
actos tan graves y específicos como el del homicidio, como ocurrió con el expediente 
117/2002-b. En la dispersión de la categoría se puede ocultar la verdadera gravedad 
de los actos policiales irregulares. Una situación así hace imposible la producción de 
una estadística fiable sobre las denuncias (y, para el caso, las sanciones). 

			  Para prevenir esta situación es conveniente retomar los principios esbozados por 
Bunge y buscar agrupamientos “más naturales”, buscar clasificaciones que cumplan 
con los requisitos básicos de mutua exclusión y exhaustividad recomendados por 
Chisholm.
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Capítulo V. Conclusiones generales

Una clasificación correcta no es un fin en sí mismo. Es un instrumento a partir del cual 
es posible sistematizar información para conocer un fenómeno o un problema social. 
La estructura de la clasificación debe estar organizada en función del objetivo al que sir-
ve. Es decir, toda intento por clasificar debe partir de una idea clara sobre qué es lo que 
se quiere conocer y cuál la información que se desea obtener. Por ello, la relación entre la 
forma de la clasificación y sus objetivos es insoslayable y debe preceder tenerse en mente 
durante todo el proceso. Es necesario insistir en este documento en la necesidad de pre-
cisar conceptualmente lo que constituye para la Policía del Ayuntamiento de Guadalajara 
su objetivo. Es decir, se debe tener claridad acerca de cuál es el fenómeno que se quiere 
clasificar y qué características de sus manifestaciones habrán de tomarse en cuenta para 
diferenciarlas en categorías.

Un sistema de clasificación debe gozar de precisión conceptual, es decir, cada uno 
de sus rangos debe utilizar conceptos cuyos contornos estén debidamente definidos, a 
efecto de que sea posible ubicar aquellos entes que le son propios y discriminar aque-
llos que no.

El sistema de clasificación de conductas policiales irregulares contenido en el regla-
mento para vigilar la actuación de los policías de Guadalajara, adolece de ambigüedad 
conceptual. No sólo porque utiliza dos conceptos (“falta” y “corrupción”) como rango su-
perior, sino además porque no hay equivalencia plena entre los conceptos utilizados y las 
conductas irregulares que describe. Las segundas no siempre encuadran en los primeros. 
Con ello se incumple con la condición de precisión conceptual que debe caracterizar a 
todo sistema de clasificación que se precie de ser útil.

Importa el hecho de que cada concepto puede ser definido de diversas maneras. 
Así, existen definiciones que son lo suficientemente amplias como para dar cabida a ca-
si cualquier conducta cometida por un policía, incluso aquellas que no tienen nada que 

Rodriguez_Banda_finas.indd   85 19/11/08   14:59:42

© Flacso México



86	 El sistema de clasificación: caja negra de la corrupción policial

ver con la interacción policía-ciudadano. Sin embargo, el problema que presenta este tipo 
de definiciones es que éstas pueden ocasionar que se admitan dentro de la clasificación 
conductas que no están vinculadas con la misión institucional de la dai y la chj (que es 
prevenir, detectar, sancionar y analizar patrones de los actos policiales que afectan a los 
ciudadanos), además de que las definiciones que son extremadamente amplias pueden 
ser poco útiles en el momento de pretender definir y organizar las categorías inferiores 
de la clasificación.

En la otra cara de la moneda tenemos definiciones que son mucho más precisas, pero 
que al serlo en extremo y al contener elementos que restringen el campo de aquello que 
ha de considerarse como una conducta reprochable, pueden dejar fuera diversas conduc-
tas que son de sumo interés en el marco de la misión institucional de la dai y la chj. 
La mayor precisión permite que la clasificación sea capaz de aportar un perfil general de 
las irregularidades cometidas por los oficiales de policía. Con categorías bien delimitadas 
es posible obtener información clara que diga exactamente qué actos cometió la policía y 
con qué frecuencia. En suma, la clasificación correcta de las quejas tiene la ventaja de mo-
nitorear eficazmente la conducta policial y detectar áreas problemáticas.

No es un asunto menor el que el sistema de clasificación que obra en el reglamento 
no goce de claridad conceptual; esta situación podría tener efectos negativos en aspectos 
torales de la labor desplegada por los órganos de vigilancia de la actuación policial con 
que cuenta el gobierno municipal de Guadalajara. Sólo sobre una base conceptual sóli-
da, precisa, se puede dar cabal cumplimiento a los principios formales que Bunge pide a 
toda clasificación. La diferenciación entre las categorías, la precisión de sus definiciones, 
la exclusión mutua entre éstas, su organización en una estructura de rangos, y su capaci-
dad de ubicar todos y cada uno de los elementos que interesen a los objetivos de la cla-
sificación, son aspectos indispensables. La existencia de dificultades en estos principios, 
su incumplimiento, puede ser tanto el reflejo de problemas fundamentales (la confusión 
de objetivos, la imprecisión del objeto por clasificar), como de complicaciones formales 
(imprecisión en las categorías, falta de categorías para poder abarcar todas las manifesta-
ciones del fenómeno, etcétera). 

Una clasificación correcta será, de este modo, la que cumpliendo con todos los prin-
cipios formales señalados por Bunge, sea útil en dos sentidos: permitir economizar los 
procesos para el conocimiento del fenómeno clasificado (economía cognitiva) y cono-
cer los tipos y magnitudes de las manifestaciones de la corrupción a partir de los casos 
registrados y las estadísticas que se construyen con la información obtenida. Su utilidad 
también es de carácter evaluativo de las políticas públicas anticorrupción porque per-
mite conocer cuáles tipos existen y en qué magnitud crecieron o disminuyeron después 
de que se instrumenta una nueva política o un programa. El incumplimiento de los prin-
cipios que condicionan una correcta clasificación se traduce en la inutilidad de ésta, pues 
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una clasificación incorrecta no proporciona información completa y real sobre el fenó-
meno, al contrario, genera mayor confusión y desvirtúa la imagen de éste. Es el caso del 
Ayuntamiento de Guadalajara con su clasificación de faltas policiales, donde los proble-
mas son tanto fundamentales como formales. Como ya se demostró, no hay claridad con-
ceptual y la clasificación que aparece en el artículo 13 del reglamento es formalmente 
insostenible.

La falta de claridad conceptual en el reglamento refleja una relación problemática en-
tre el objetivo de este ordenamiento, señalado en su artículo 10, y el listado de conductas 
que aparece en el 13. El uso del término “falta”, en el reglamento es por demás ambiguo. 
A raíz de esta situación se dificulta saber a ciencia cierta qué propiedades deben tener las 
conductas de los policías para poder ser consideradas “faltas”. A pesar de que este térmi-
no tiene una acepción particular, con base en la cual se pudiera realizar una clasificación 
correcta, el texto del artículo 13 del reglamento, en el que se enlistas las faltas, no corres-
ponde con esta definición. Por otro lado, en la medida en que no se especifica en el regla-
mento cuáles son las características de las conductas para que puedan ser tratadas como 
faltas, tampoco queda clara la intencionalidad de la clasificación. Si lo que se quiere co-
nocer son los patrones de comportamiento de la policía, si la clasificación habrá de servir 
para diseñar mecanismos institucionales para atacar la corrupción, se debe explicar por 
qué un listado de “faltas” es el mejor medio para alcanzar esos objetivos y por qué no se 
trata el fenómeno desde la vía penal. 

Por su gravedad, las conductas irregulares que importa conocer para erradicarlas son: 
homicidio, tortura, agresión física, extorsión, robo, detención injustificada, agresión ver-
bal, etc. Existen otras conductas que algunos llaman “faltas disciplinarias”, como la mala 
presentación y la indisciplina ante las órdenes del alto mando, que pueden afectar el fun-
cionamiento del cuerpo policial, pero que no tienen el efecto y la relevancia que las ante-
riores. La investigación hizo evidente que las conductas que importa conocer y erradicar 
tienen la misma naturaleza que las contempladas en el Código Penal mexicano y que son 
las más señaladas en las denuncias. Lo anterior llevó a la conclusión de que es necesario 
reflexionar sobre la conveniencia de que el sistema de clasificación de la corrupción reto-
me las categorías de dicho Código. Asimismo, el proceso de investigación puso de mani-
fiesto que hay una contradicción entre la definición de “falta” como una conducta “leve”, 
no grave y la naturaleza real de las conductas irregulares de la policía, que, como se dijo, 
prácticamente todas son graves desde la perspectiva del derecho mexicano. 

Pero más allá de la preocupación legal, toda esta situación lleva a concluir que es de 
gran importancia investigar y analizar qué sentido y qué repercusiones tiene para el co-
nocimiento y el combate de la corrupción policial esa contradicción (que por un lado 
se le considere legalmente falta leve y por otro grave y, por ende, delito). Investigar qué 
tanto se favorece o inhibe el castigo de la corrupción al otorgarle a los actos irregulares de 
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la policía una doble naturaleza (“falta” y “delito”), que los hace objeto de dos procesos, el 
administrativo y el penal. La existencia de ese doble proceso sugiere la realización de dos 
investigaciones y la aplicación de dos castigos, pero la pregunta que surge es, que si eso es 
así, entonces por qué la corrupción está tan arraigada y por qué el desconocimiento de la 
magnitud de la corrupción policial es tan grande ¿No será más bien que la existencia de 
una caracterización doble de la naturaleza de los actos de corrupción de la policía y los 
dos procesos que ello trae aparejado es, en realidad, un obstáculo que impide combatir 
la corrupción policial?, ¿no será acaso más efectivo que sólo se siguiera un proceso y sólo 
fuera investigada y castigada por una sola autoridad? Como puede verse con este proble-
ma de la naturaleza de la corrupción y de los procesos para su investigación y su castigo, la 
conceptualización y la clasificación de los actos irregulares de la policía es una cuestión de 
gran importancia y trascendencia práctica para el combate de la corrupción policial.

El artículo 13 padece las consecuencias de la falta de claridad conceptual que existe 
en el reglamento, en general. Por ello, el listado de las conductas que allí aparece incumple 
con los requisitos formales a los que una clasificación debe ceñirse. Los supuestos que es-
tán enumerados invalidan la clasificación, es decir, sus errores evitan que ésta pueda servir 
para los fines de economía cognitiva y de conocimiento de las características y las tenden-
cias de la corrupción policial. En suma, los supuestos del artículo 13 no sirven para generar 
información sustancial sobre el comportamiento policial, trátese de faltas o de corrupción. 
En primer lugar, porque no es posible determinar con certeza qué tipo de comportamiento 
es el que se está clasificando (falta de claridad conceptual). De esta situación es prueba la 
presencia de supuestos que hacen referencia a conductas que son indisociables de la activi-
dad policial, así como de hechos y actitudes realizados por los oficiales (como el supuesto 
que cita como falta, “dar motivo razonable a pérdida de confianza). La mezcla en el mismo 
listado, de comportamientos que van contra la función policial (como “encubrir hechos 
que puedan constituir infracciones o delitos”) y otros que nada tienen que ver con ésta 
(como “escandalizar estando fuera del servicio”), es, otra vez, un reflejo de la falta de orden 
en la clasificación, de la confusión que existe en ella.

Estos factores se traducen en una lista de supuestos que se traslapan. Cualquier con-
ducta policial podría caber en más de uno de ellos. La gran generalidad con la que están 
definidos ciertos supuestos, permite al funcionario ocultar la verdadera gravedad de algún 
hecho al clasificarlo en estos supuestos. Así, un robo que es clasificado como “motivo ra-
zonable para pérdida de confianza”, pierde todas las características peculiares que podrían 
informar al Ayuntamiento sobre el comportamiento de sus policías. En este supuesto no 
hay ningún rasgo específico del comportamiento policial que pudiera permitir encontrar 
patrones de conducta; no hay tampoco una característica que lo diferencie de los demás 
supuestos, debido a que apela no a una conducta sino a la apreciación de cualquier con-
ducta por parte de un observador. Por estos motivos, no es posible que el Ayuntamiento 
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pueda generar información objetiva y confiable a partir de la clasificación. El artículo 13 
no cumple las funciones de una clasificación. Tampoco lo hace el sistema de clasificación 
que en la práctica es utilizado. Es imposible que lo haga porque las categorías no están 
suficientemente delimitadas para agrupar sólo actos con propiedades comunes. En este 
sentido, no se puede confiar en la clasificación para conocer el comportamiento policial, 
para ello, el funcionario interesado tendría que revisar caso por caso para ver qué hizo de-
terminado oficial (toda vez que los supuestos no siempre revelan qué acto se cometió, o 
aluden a él de manera demasiado general). 

Por otro lado, si los supuestos no garantizan que los actos clasificados en ellos tengan 
propiedades comunes, es imposible saber a ciencia cierta a qué tipo de conducta se refie-
ren. Así, una muestra de denuncias clasificadas en cierto supuesto, muy probablemente 
presentará tales divergencias entre los elementos que la componen, que será difícil con-
cluir algo sobre todo el grupo a partir de las propiedades que se rescatan en la definición 
de la categoría. De esta manera, se mina la capacidad de ir profundizando en el conoci-
miento del fenómeno como resultado de la clasificación. Sobre la categoría “abuso de 
autoridad” no se puede inferir mucho debido a la vaguedad de la definición; lo único que 
ésta precisa es que un policía cometió un abuso, sin explicar siquiera según qué criterios 
se juzgará el acto policial como tal. Si se optara por desglosarla en otras categorías como la 
de “robo”, de la que es posible inferir que los actos que contiene son delitos que deben ser 
castigados penalmente, que su gravedad depende del monto robado, etcétera, la situación 
sería diferente, ya que a partir de tales propiedades es posible extraer conclusiones sobre 
los actos clasificados.

Una clasificación correcta, además de proporcionar indicadores fiables y, en general, 
información verídica sobre la conducta de la policía, sería también un instrumento para 
mejorar el sistema de sanción. En la medida en que la clasificación de las distintas faltas 
estableciera diferencias sustanciales entre éstas, se podrían fijar las penas que a cada una 
corresponda. Mientras que en la situación actual de la clasificación, la pena establecida 
para los casos de “abuso de autoridad” muy probablemente sería indulgente para actos 
tan graves como el homicidio o el robo; la separación de los casos en categorías más claras 
haría viable la asignación de criterios adecuados para punir los casos que le pertenezcan 
a cada una. El reglamento, pues, requiere una reestructuración en todos los niveles de la 
clasificación para que pueda servir como base para los estudios sobre el comportamiento 
policial. Una vez hecho ese ajuste, es necesario aplicarlo estrictamente, y excluir la posibi-
lidad de clasificar las faltas policiales con cualquier otro instrumento. Sólo así se garantiza-
rá la presentación objetiva de la problemática que reflejan las quejas ciudadanas. 

Para poder estructurar una clasificación que cumpla sus funciones es necesario 
definir qué se quiere conocer, utilizar el concepto que sea pertinente para el objetivo e 
instrumentalizarlo en categorías que informen sobre aspectos relevantes del fenóme-
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no que se desea conocer. De esta manera podrá generarse una clasificación que con-
tribuya a la mejora de la función policial, particularmente en lo que toca al combate a 
la corrupción. 

Futuras líneas de investigación

A nuestro juicio, el presente trabajo arroja elementos que permiten vislumbrar algunas 
investigaciones futuras. Parece recomendable la realización de un trabajo de análisis que 
tenga por objetivo la elección de un concepto (o rango superior) que sirva para englobar 
las conductas policiales que se consideran reprobables en la interacción policía-ciudada-
no. Como ya se dijo, es en función de las fronteras fijadas por cada definición que son 
aceptadas o no las conductas concretas. 

Una investigación de este tipo tendría no sólo que estudiar las ventajas y las desven-
tajas de las definiciones ya existentes en la literatura sino quizá proponer una definición, 
esto es, elaborar un enunciado que contenga los elementos que delimiten de forma preci-
sa las fronteras de lo que tendrá cabida en ese concepto. Si se optara, por ejemplo, por el 
concepto de corrupción policial, debiesen ser retomados las elementos de las definicio-
nes ya existentes, aunque probablemente algunos de ellos tendrían que ser reformulados 
o modificados para adecuarse a las formas que adopta el fenómeno en México. 

Entre los aspectos fundamentales que deberán contemplarse, está la definición de 
una vía procesal adecuada para el fenómeno de la corrupción. Es decir, debe evaluarse 
si el campo administrativo es el más adecuado para combatir la corrupción o si más bien 
entorpece la investigación y la sanción de ésta. De ser así, entonces deberá contemplarse 
la viabilidad de equiparar los actos irregulares de los funcionarios públicos, hasta ahora 
considerados faltas administrativas, con los delitos. Por tanto, es necesario investigar si el 
campo penal podría ser un mejor espacio para la lucha anticorrupción y proponer la re-
forma legal que haga esto posible.

Una investigación en este sentido, implicaría una reflexión más profunda sobre la 
función policial, es decir, sobre aquello que la sociedad desea y espera de los policías; una 
reflexión más profunda de lo que debe ser tomado como aceptable, honesto e íntegro en 
un policía. Sólo así podría definirse adecuadamente lo que es visto como anómalo e inde-
seable en la labor policial. 

Ahora bien, una eventual investigación podría proponerse llegar a la construcción 
de un sistema de clasificación de los actos irregulares cometidos por los policías en su in-
teracción con los ciudadanos. Para ello, habría entonces que elegir y definir también las 
categorías inferiores. También otra línea de investigación puede ser analizar la pertinen-
cia de construir un sistema de clasificación que contenga categorías similares a las que se 
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emplean en el ámbito penal, en función del tipo de bienes jurídicos que se ven afectados 
o que se desea proteger; de acuerdo con el grado de afectación que sufren.

Más aún, en posteriores investigaciones podría plantearse como objetivo no sólo la 
construcción del sistema de clasificación, sino incluso la construcción del sistema de re-
gistro. Por sistema de registro se debe entender una matriz que pudiesen utilizar los órga-
nos de vigilancia de la actuación policial para conocer aún con mayor detalle los patrones 
del fenómeno. Se trataría del mismo sistema de clasificación, pero contendría más ele-
mentos. En otras palabras, el sistema de registro utilizaría el mismo tronco y las mismas ra-
mas que el sistema de clasificación, pero tendría aún más ramas, o sea, más subcategorías. 
Por ejemplo, si una de las categorías del sistema de clasificación fuera “robo”, entonces en 
el sistema de registro a esa categoría se le agregarían otras subcategorías, como por ejem-
plo “robo con violencia” y “robo sin violencia”. A su vez, cada una de estas subcategorías 
podría ser dividida en otras que se estimaran de utilidad. La idea es que un sistema de re-
gistro permita obtener información aún más precisa sobre los patrones del fenómeno.

Por último —y en otro orden de ideas—, debo decir que las lecturas que realicé con 
motivo de la presente investigación, han suscitado mi inquietud y despertado mi interés 
por el régimen de responsabilidades de los servidores públicos que opera en México; de 
donde surgen varias preguntas sobre los efectos prácticos que tiene éste en el control del 
mal comportamiento de los policías. 

Como ya lo mencioné, la policía, al detentar el uso de la violencia, al ser un brazo ar-
mado del Estado, puede incurrir en irregularidades que no sólo ponen en riesgo la regula-
ridad y buen funcionamiento de la función pública, sino que vulneren bienes jurídicos de 
suma valía. De ahí que sea pertinente preguntarse si es deseable que un reglamento admi-
nistrativo deba regular actos graves, que pueden ser equiparados a los delitos. ¿El régimen 
de responsabilidades de los servidores públicos, que llega a permitir que un acto mate-
rialmente penal, sea formalmente seguido en el plano administrativo, es el idóneo para 
contener las desviaciones de los policías?, ¿es pertinente dejarle a la vía administrativa 
el conocimiento y la investigación de hechos tan graves como los que comúnmente son 
denunciados en contra de los policías?, ¿en los hechos, qué efectos tiene en el combate a 
la impunidad, el que exista la posibilidad de que un acto de abuso o corrupción policial 
pueda ser seguido por la vía penal y por la vía administrativa?

Evidentemente sólo se trata de interrogantes surgidas a la luz de las lecturas, aun-
que parece atractiva la idea de la eventual realización de una investigación que se plantee 
como objetivo determinar la pertinencia y los resultados del régimen de responsabilida-
des de los servidores públicos en el marco del control de la corrupción policial. Los resul
tados de la presente investigación confirman lo ya dicho por otros investigadores: que 
una de las dificultades más grandes para conocer y, por tanto, para combatir la corrupción 
es la opacidad del fenómeno, originada por el ocultamiento que hacen quienes se bene-
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fician de ella, pero también, agrego yo, de quienes son responsables de combatirla y ante 
su ineficacia optan por esconderla para evitar que se descubra su incapacidad. Asimismo, 
concluyo que existe otro tipo de problemas, como la carencia de sistemas de clasificación 
adecuados que generen información sistemática, que también son factores que mantie-
nen la opacidad. “No abundan los estudios documentados sobre la magnitud, los tipos, 
los costos y los efectos de la corrupción, ni tampoco de los lugares en los que se produce” 
(Carbonel y Vázquez, 2003: 10). 

La carencia de sistemas de clasificación y las consecuencias negativas que esto tiene 
para el conocimiento y el combate de la corrupción, así como la falta de estudios y de in-
formación sistemática, muestran que en México la lucha contra la corrupción está aún en 
sus etapas iniciales y que prácticamente se hace, la mayoría de las veces, a ciegas. Por ello 
resulta urgente, si se quiere realmente combatir la impunidad en esta materia y diseñar po-
líticas efectivas, estimular la realización de investigaciones que iluminen esta parte oscura 
de la sociedad mexicana que todos sabemos que existe pero que conocemos poco. En es-
te sentido, la construcción de un sistema de clasificación de la corrupción de la policía es 
una tarea impostergable. Si el presente trabajo aporta en ese camino, habrá cumplido su 
objetivo, habrá valido el esfuerzo realizado.
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Anexo 1
Artículos 8, 10 y 11 del Reglamento 
para Vigilar la Actuación de los Elementos 
de la Dirección General de Seguridad Pública 
de Guadalajara

Capítulo III. Atribuciones y obligaciones 
de la Comisión de Honor y Justicia

Artículo 8.- Son atribuciones y obligaciones de la Comisión de Honor y Justicia, las 
siguientes:

i.- 		  Conocer y resolver los asuntos que se susciten con motivo de las faltas y violaciones a 
los principios y obligaciones que tienen los elementos de la Dirección General frente 
a la sociedad, que le presente a su consideración la Dirección de Asuntos Internos.

ii.- 		  Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos realice de forma profesional e impar-
cial las investigaciones correspondientes dentro de la esfera de su competencia.

iii.- 		 Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos integre y le envíe en tiempo y forma los 
proyectos de resolución de los procedimientos instaurados.

iv.-		  Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos lleve a cabo los análisis y estudios que 
permitan medir los niveles de corrupción y las conductas de indisciplina en la cor-
poración de Seguridad Pública.

v.-		  Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos ejecute los controles, programas y es-
trategias necesarios para prevenir la corrupción y la mala actuación de los elementos 
de Seguridad Pública Municipal.

vi.- 		 Difundir entre los elementos de la Dirección de Seguridad Pública de Guadalajara, 
los correctivos disciplinarios y las sanciones a que se pueden hacer acreedores quie-
nes infringen este reglamento y los demás aplicables en la materia.

vii.-		 Otorgar las condecoraciones y reconocimientos policiales a los miembros de la cor-
poración, en los términos del Reglamento Interior de la Dirección General de Segu-
ridad Pública de Guadalajara.
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viii.-		Informar bimestralmente al Ayuntamiento de las actividades y estadísticas que den cuenta 
de su desempeño. (Reforma aprobada en sesión ordinaria del Ayuntamiento celebrada el 
09 de agosto del 2001 y publicada el 07 de diciembre del 2001 en la Gaceta Municipal.)

Capítulo V. Atribuciones y obligaciones 
de la Dirección de Asuntos Internos

Artículo 10.- Son atribuciones y obligaciones de la Dirección de Asuntos Internos, las 
siguientes:

i.- 		 Actuar en coordinación con la Comisión de Honor y Justicia en los procedimientos 
que lleve a cabo.

ii.- 		 Recibir e investigar en coordinación con la Comisión de Honor y Justicia los asuntos 
que se susciten con motivo de las faltas y violaciones a los principios y obligaciones 
que tienen los elementos de la Dirección General de Seguridad Pública de Guadala-
jara frente a la sociedad, cuando la queja provenga de los ciudadanos, se lesionen los 
derechos de estos; cuando se tenga conocimiento por cualquier medio de la comi-
sión de algún ilícito por parte de los elementos operativos, o se infrinjan las disposi-
ciones contenidas en el presente reglamento y demás ordenamientos aplicables.

iii.- 		Rendir un informe mensual a la Comisión de Honor y Justicia sobre el estado que 
guarda cada uno de los procedimientos administrativos en trámite, así como los da-
tos y antecedentes de cada caso.

iv.- 		 Presentar de inmediato las denuncias ante la autoridad competente, cuando se tenga 
conocimiento de hechos que puedan presumir la existencia de un delito, en los tér-
minos del Código de Procedimientos Penales del Estado de Jalisco.

v.- 		 Practicar todas las actuaciones y diligencias que estime necesarias para integrar ade-
cuadamente los procedimientos administrativos, así como aquellas actuaciones que le 
ordene la Comisión de Honor y Justicia, en los términos del presente reglamento.

vi.- 		Recibir y desahogar los medios de prueba que presenten las partes en los términos 
del presente ordenamiento.

vii.-		Integrar los procedimientos administrativos y enviar los proyectos de resolución co-
rrespondientes a la Comisión de Honor y Justicia, para que ésta resuelva e imponga 
las sanciones aplicables al caso.

viii.-		Comunicar a las diversas corporaciones policiacas del Estado y de la República, se-
gún lo previsto por la Ley General que Establece las Bases para la Coordinación en 
Materia de Seguridad Pública, las resoluciones en las que la sanción impuesta al ele-
mento de policía sea la destitución.
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ix.- 		 Informar al Presidente Municipal y al Director General de Seguridad Pública, las 
resoluciones emitidas.

x.- 		  Realizar los análisis y estudios que permitan medir los índices de corrupción y de 
indisciplina en la corporación de Seguridad Pública Municipal.

xi.- 		 Implementar y ejecutar los controles, programas y estrategias necesarios para pre-
venir la corrupción y la mala actuación entre los miembros del cuerpo de Seguridad 
Pública Municipal.

xii.-		 Durante todo el procedimiento deberá garantizar la seguridad física y moral de los 
denunciantes.

xiii.-	 	Analizar las solicitudes que le envíen, cuya finalidad sea el otorgar algún tipo 
de reconocimiento o condecoración a los cuerpos de Seguridad Pública, en la 
cual deberá en todo momento, verificar los antecedentes en el desempeño de 
sus funciones, para poder así emitir su opinión a la Comisión de Honor y Justi-
cia. (Reforma aprobada en sesión ordinaria del Ayuntamiento celebrada el día 
27 de enero del 2005 y publicada en el Suplemento de la Gaceta Municipal el 28 
de febrero del 2005.)

Capítulo VI. De los programas para la prevención 
de la corrupción

Artículo 11.- La Dirección de Asuntos Internos, a través de su Departamento de Progra-
mas de Vigilancia, deberá diseñar e instrumentar, con base en las técnicas más avanzadas, 
aquellos programas que se requieran para prevenir y detectar a los elementos operativos 
que cometan actos de corrupción. Dichos programas serán ejecutados de manera perma-
nente, debiendo aplicarse:

i. 		  El Programa de Procesamiento de Datos. Este deberá apoyarse en los programas 
informáticos que se requieran y consistirá en procesar y analizar los indicios y datos 
que se desprendan de las quejas presentadas ante la Dirección de Asuntos Internos, 
con la finalidad de detectar a los policías que de manera recurrente se ven relaciona-
dos con hechos ilícitos u otras conductas irregulares y con el objeto de elaborar un 
mapa con los patrones de conducta de los policías.

ii. 		  El Programa de Exámenes de Integridad. Este programa será aplicado de manera 
permanente por los investigadores de Asuntos Internos y consistirá en conducir 
a determinados elementos operativos a situaciones previamente diseñadas, en las 
que se les presentará la oportunidad de actuar correcta o incorrectamente, con la 
finalidad de ubicar a los policías propensos a cometer actos de corrupción.
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Anexo 2
Responsabilidades
de los servidores públicos en México

El hecho de que existan conductas que materialmente son de la misma naturaleza, pe-
ro que están contenidas en ordenamientos de ámbitos distintos, probablemente se debe 
también a las características del sistema o régimen que el derecho mexicano ha construi-
do para sancionar las irregularidades en que incurren los funcionarios públicos en el ejer-
cicio de sus funciones. 

El sistema o régimen al que hacemos mención abarca cuatro dimensiones o cuatro 
tipo de responsabilidades: política, administrativa, civil y penal. Así lo indica el Artículo 
91 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice:

Artículo 91. Los servidores públicos pueden incurrir en responsabilidad política, penal, ad-
ministrativa y civil, que será determinada a través de:

	 i. 	 El juicio político;
	 ii. 	 El procedimiento previsto en la legislación penal, previa declaración de procedencia 

para los servidores públicos en los casos previstos por esta Constitución;
	 iii. 	 El procedimiento administrativo; y
	 iv. 	 El procedimiento ordinario.

Veamos algunas particularidades de los distintos tipos de responsabilidad:

a)	 Responsabilidad política

	De acuerdo con la Constitución General, las Constituciones de los estados y sus respec-
tivas leyes reglamentarias aplicables, la responsabilidad política es determinada mediante 
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el juicio político; está reservada a los servidores públicos de más alto rango y es aplica-
ble “cuando sus actos u omisiones redunden en perjuicio de los intereses públicos funda-
mentales o de su buen despacho”. El juicio político es incoado y resuelto por el Congreso 
de la Unión y, en su caso, por los congresos de los estados. 

	Las sanciones aplicables consisten en separar de su cargo al funcionario e inhabili-
tarlo para ejercer funciones públicas. La responsabilidad política no es aplicable para el 
caso concreto de las irregularidades cometidas por los policías adscritos al Ayuntamiento 
de Guadalajara, ya que no son funcionarios de alto rango y, por tanto, la legislación no los 
menciona entre quienes pueden quedar sujetos a este procedimiento. Además, evidente-
mente el Ayuntamiento no está facultado jurídicamente para incoar un procedimiento de 
esta índole.

b)	 Responsabilidad civil 
	
	Con respecto a la responsabilidad civil se establece que: “no se contrae a sus actos en tan-
to particulares, sino también a todos aquellos que, en el desempeño de su cargo o con 
motivo del mismo, dolosa o culposamente causen algún daño al propio Estado o a los 
particulares, con la obligación reparatoria o indemnizatoria correspondiente”. Este tipo 
de responsabilidad es exigido y tramitado ante un juez civil y, generalmente, la sanción 
impuesta consiste en obligar a que se reponga o se pague con cierta cantidad de dinero 
por el daño causado. Este tipo de responsabilidad sí es aplicable a los policías, aunque el 
Ayuntamiento no está facultado jurídicamente para determinarla sino, como ya se dijo, 
un juez civil.

c)	 Responsabilidad penal

	Todos los servidores públicos que en ejercicio de sus funciones cometan algún ilícito 
tipificado por la legislación penal, serán sujetos del procedimiento penal y, en su caso, les 
serán impuestas las sanciones que contempla la legislación en la materia, que por lo regu-
lar consiste en penas privativas de la libertad o en sanciones pecuniarias. 

	Cuando se presume la comisión de un delito por parte de determinados funciona-
rios del más alto rango, quienes gozan de fuero constitucional, antes de ser sometidos al 
proceso penal, deben ser “desaforados” por la Cámara de diputados o por los congresos 
de los estados, según corresponda. Cuando se trata de funcionarios que no gozan de fue-
ro constitucional, entonces simple y sencillamente se le somete de forma convencional al 
proceso penal. Para determinar este tipo de responsabilidad, primero conoce del hecho 
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el Ministerio Público, y posteriormente un juez competente, esto es, la autoridad jurisdic-
cional, mas no una autoridad administrativa como el Ayuntamiento. 

	Evidentemente, si un acto irregular cometido por un policía de Guadalajara encua-
dra en algún ilícito contemplado por el Código Penal, entonces la responsabilidad penal le 
es aplicable. Y como ya vimos, el Ayuntamiento de Guadalajara no tiene facultades para 
resolver sobre la responsabilidad penal (aunque sí la obligación de informar al Ministerio 
Público sobre la probable comisión de un delito por parte de alguno de los servidores pú-
blicos adscritos a sus dependencias).

d)	 Responsabilidad administrativa
	
	Nos resta la responsabilidad administrativa, sobre la cual Víctor Martínez Bullé Goyri asevera 
que: “es la estrictamente relacionada con el servicio público, y surge precisamente del in-
cumplimiento de las obligaciones propias de dicho servicio legalmente establecido. Ese 
incumplimiento es el que da ocasión al fincamiento de las correspondientes sanciones ad-
ministrativas” (Martínez Bullé, 1994: 66). 

	En el Diccionario de Derecho Burocrático, Martínez Morales (1997: 73) menciona 
que, en México, se aplican sanciones administrativas “a los servidores públicos por ac-
tos u omisiones que vayan en demérito de la legalidad, honradez, lealtad, imparciali-
dad y eficiencia con que deben desempeñar sus empleos, cargos o comisiones.

	Estos principios son mencionados por la Constitución General y desarrollados 
por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (que es la ley reglamen-
taria del Título iv de la Constitución), así como por las constituciones y leyes estata-
les equivalentes. De la misma forma, pueden encontrarse en reglamentos específicos 
que las distintas unidades administrativas consideren necesario expedir a efecto de 
precisar y adecuar estos principios a las funciones concretas que tienen asignadas sus 
funcionarios.

	Es fundamental señalar que, en el campo de la responsabilidad administrativa, el 
incumplimiento de las obligaciones o de los principios que deben regir la actuación 
de los servidores públicos es considerado por la legislación mexicana como “faltas 
administrativas”. La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos marca lo 
siguiente:

Artículo 53.- Las sanciones por falta administrativa consistirán en:
	i.- Apercibimiento privado o público;
	ii.- Amonestación privada o pública;
	iii.- Suspensión;
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	iv.- Destitución del puesto;
	v.- Sanción económica; e
	vi.- Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio 
público.

En suma, cuando se presume la comisión de una “falta administrativa” (que es la 
contravención a las obligaciones y principios descritos en la Constitución, en las leyes 
de responsabilidades de los servidores públicos y en los reglamentos correspondientes), 
entonces se instaura un “procedimiento administrativo”, cuya finalidad es determinar la 
“responsabilidad administrativa” del servidor público y, eventualmente, imponerle alguna 
de las sanciones arriba citadas.

El procedimiento de esta índole puede ser tramitado por la dependencia a la que se 
encuentra adscrito el servidor que presuntamente incumplió con sus obligaciones. El ar-
tículo 49 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos estipula que: “En 
las dependencias y entidades de la Administración Pública se establecerán unidades espe-
cíficas, a las que el público tenga fácil acceso, para que cualquier interesado pueda presen-
tar quejas y denuncias por incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos, 
con las que se iniciará, en su caso, el procedimiento disciplinario correspondiente”.

En el mismo tenor, la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos de Ja-
lisco, estipula en el artículo 67 que para los servidores públicos de los ayuntamientos, son 
los gobiernos municipales quienes, de acuerdo con su normatividad interna, determina-
rán cuáles son los órganos y las autoridades competentes para conocer las quejas y las de-
nuncias, investigar e imponer las sanciones administrativas. 

Artículo 67.- Serán competentes para la aplicación de sanciones:
(…)
iv. En los gobiernos municipales, incluyendo los organismos públicos descentralizados o 
asociaciones de participación municipal mayoritaria, los órganos y autoridades que establez-
can sus propias leyes y reglamentos;

La dai y la chj están ubicadas en este contexto. Se trata de los órganos creados por el 
Ayuntamiento de Guadalajara para conocer y sancionar las irregularidades que la legisla-
ción denomina “faltas administrativas”, cometidas por sus policías. De la misma forma, el 
reglamento para Vigilar la Actuación de los policías de Guadalajara está enmarcado en es-
te sistema de responsabilidades de los servidores públicos. Probablemente también ello 
explica por qué el reglamento utiliza el vocablo “faltas” para referirse a aquellas conductas 
que representan el incumplimiento de las obligaciones de los policías en su carácter de 
servidores públicos.
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Nos parece fundamental recalcar que el régimen de responsabilidades de los funcio-
narios públicos está construido de tal forma que es posible que una misma conducta pue-
da dar lugar a más de una de las responsabilidades. La disposición establecida en la Ley 
Federal de Responsabilidades es la siguiente: 

Artículo 4.- Cuando los actos u omisiones materia de las acusaciones queden comprendidos 
en más de uno de los casos sujetos a sanción y previstos en el artículo 109 Constitucional, 
los procedimientos respectivos se desarrollarán en forma autónoma e independiente según 
su naturaleza y por la vía procesal que corresponda, debiendo las autoridades a que alude el 
artículo anterior turnar las denuncias a quien deba conocer de ellas. No podrán imponerse 
dos veces por una sola conducta, sanciones de la misma naturaleza.

Es probable que esta disposición se encuentre entre las causas de que, en este mo-
mento, conductas de la misma naturaleza estén contenidas en ordenamientos jurídicos 
de naturaleza distinta.
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